
REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1205 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp. EJECUTIVO No. 11001-3335-007-2015-00443-00 

EJECUTANTE: ÁLVARO PARRA ARDILA 

EJECUTADO:  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL 

Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL – UGPP 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “D”, con ponencia del Magistrado, Dr. 
Israel Soler Pedroza, que mediante providencia calendada del 12 de Agosto de 2021 
(Documento 15 del Expediente Digital) confirmó la sentencia de primera instancia 
proferida por este Despacho, el 15 de diciembre de 2020 (Doc. 9 del E.D.). Debe advertir 
el Despacho que el proceso fue devuelto a este Juzgado el 1 de noviembre de 2022 (Doc. 
16 del E.D.). 

De conformidad con lo anterior, se ordena: 

1. A las partes dar cumplimiento al numeral quinto de la parte resolutiva de la 
providencia de 15 de diciembre de 2020, donde se ordenó la práctica de la 
liquidación del crédito, para lo cual, se reitera, deben tener en cuenta lo dispuesto 
en el artículo 446 del C.G.P. 

2. Requerir a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, para 
que, en el término de los OCHO (8) DÍAS siguientes a la notificación de la presente 
providencia, certifique si a la fecha efectuó pagos, al señor ÁLVARO PARRA ARDILA 
identificado con la cédula de ciudadanía No. 17.054.727, con ocasión del proceso 
ejecutivo de la referencia, por el concepto de intereses moratorios. 

3. Requerir a la parte ejecutante, para que, en el término de los OCHO (8) DÍAS 
siguientes a la notificación de la presente providencia, indique si le han realizado pago 
por concepto de intereses moratorios, con ocasión del proceso ejecutivo de la referencia. 

Se indica el link del expediente digital para lo pertinente 2015-443 EJECUTIVO 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 

 

 

https://etbcsj.sharepoint.com/:f:/s/JUZGADOSPTIMOADTIVOBOGOT/Eku3AUjj1UdEt1CAlbMKKvwBVNpcMmF3njMJs6NwDmw8Iw?e=IheoLT
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1206 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp. EJECUTIVO No. 11001-3335-007-2016-00396-00 

EJECUTANTE: FABIÁN MORALES MORENO 

EJECUTADO:  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL 

Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL - UGPP 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “F”, con ponencia del Magistrado, Dr. 
Luis Alfredo Zamora Acosta, que mediante providencia calendada del 4 de octubre de 
2022 (Documento 14 del Expediente Digital) confirmó la sentencia de primera instancia 
proferida por este Despacho, el 12 de diciembre de 2019 (Pags. 26-38 Doc. 4 del E.D.).  

De conformidad con lo anterior, se ordena: 

1. A las partes dar cumplimiento al numeral quinto de la parte resolutiva de la 
providencia de 12 de diciembre de 2019, donde se ordenó la práctica de la 
liquidación del crédito, para lo cual, se reitera, deben tener en cuenta lo dispuesto 
en el artículo 446 del C.G.P. 

2. En atención a lo expuesto por la ejecutada el 13 de Agosto de 2021 (Doc. 7 del E.D.), 
y lo ordenado en autos 14 de noviembre de 2019 (Pag. 24 Doc. 4 del E.D.). y de 26 de 
mayo de 2022 (Doc 9 del E.D.), Se pone en conocimiento de la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, la documental allegada por la 
parte ejecutante el 29 de enero de 2019 (Págs. 27-75 Doc 3 del E.D. y Págs. 1- 21 Doc. 
4 del E.D.).  y el 23 de junio de 2022 (Doc. 13 del E.D.), para que, en el término de los 
OCHO (8) DÍAS siguientes a su recibo realice las manifestaciones pertinentes e informe 
si ha realizado pago alguno con ocasión del proceso ejecutivo de la referencia. 

Se reitera a la parte ejecutada que en auto de 14 de noviembre de 2019, el cual no fue 
recurrido, en atención a la documental radicada por la parte ejecutante el 29 de enero de 
2019, se reconocieron como sucesores procesales del señor Fabián Morales Moreno a 
la Señora Nelcy Aurora Delgado Roa, Arlingthon Fabián Morales Delgado, Camilo Andrés 
Morales Delgado y Nelcy Milena Morales Delgado, en atención a la Escritura Pública No. 
2839 de 27 de diciembre de 2017, elevada ante la Notaría Octava del Circuito de Bogotá 
y certificación de 18 de diciembre de 2017, suscrita por el titular de esa entidad, cuyas 
calidades, cómo se indicó en dicho auto “(…) son acreditadas con la partida de 
matrimonio, los correspondientes registros civiles de Nacimiento, y los documentos de 
identificación (…)”. 
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3. Requerir a la parte ejecutante, para que, en el término de los OCHO (8) DÍAS 
siguientes a la notificación de la presente providencia, indique si le han realizado pago 
por concepto de intereses moratorios, con ocasión del proceso ejecutivo de la referencia. 

Se cita el link del expediente digital para lo pertinente 2016-396 EJECUTIVO 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1202 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp. NyR No. 11001-3335-007-2018-00214-00 

DEMANDANTE: SANDRA LEONOR GUTIÉRREZ ESCOBAR  

DEMANDADO:  SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E. 

 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “B”, con ponencia del Magistrado Dr. 
Luis Gilberto Ortegón Ortegón, que mediante providencia calendada del 1 de agosto de 
2022, dispuso:  

“Primero. - Modificar la sentencia del 28 de febrero de 2020, proferida por el Juzgado 
Séptimo (7o) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, que accedió parcialmente a las 
pretensiones de la demanda, toda vez, que conforme a la reciente sentencia de unificación 
citada líneas atrás, hay lugar a efectuar algunas precisiones: i) el término de interrupción 
entre cada contrato será de treinta (30) días hábiles y de superarse dicho término, se tendrá 
en cuenta la prescripción para cada contrato celebrado siempre y cuando opere la solución 
de continuidad; íi) no hay lugar al reembolso por concepto de afiliación de salud que el 
contratista hubiese realizado por la naturaleza parafiscal que envuelve estos conceptos y 
iii) como quedó demostrada la existencia de empleados de planta con funciones similares 
a las desempeñadas por la demandante durante la relación contractual, el ingreso base de 
cotización para el pago de las prestaciones reconocidas se efectuará sobre el salario 
devengado por un empleado de planta denominado enfermero, Código 243, Grado 19 del 
Hospital Meissen II Nivel E.S.E. hoy Subred Integrada de Servicios de Salud Sur E.S.E. 
 
En consecuencia, la sentencia modificada quedará así: 

  
QUINTO: Como consecuencia de las anteriores declaraciones y a título de restablecimiento 
del derecho, CONDENAR a la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 
E.S.E, a reconocer y pagar a la señora SANDRA LEONOR GUTIÉRREZ ESCOBAR, 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.174.256 de Bogotá, el valor equivalente a 
las prestaciones sociales y demás derechos laborales que le corresponden como entidad 
empleadora, causados durante el periodo comprendido entre el 02 de enero de 2013 al 30 
de noviembre de 2017. La base de liquidación para el pago de las prestaciones reconocidas 
se efectuará sobre el salario devengado por un empleado de planta denominado enfermero, 
Código 243, Grado 19 del Hospital Meissen II Nivel E.S.E. hoy Subred Integrada de 
Servicios de Salud Sur E.S.E. 
 
SEXTO: Así mismo, CONDENAR a la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 
SUR E.S.E., a calcular si existe diferencia entre los aportes realizado mes a mes por la 
demandante, durante el tiempo correspondiente, entre el 02 de enero de 2013 y el 30 de 
noviembre de 2017, salvo sus interrupciones, tomando como ingreso base de cotización 
pensional el salario devengado por un empleado de planta denominado enfermero, Código 
243, Grado 19 del Hospital Meissen II Nivel E.S.E. hoy Subred Integrada de Servicios de 
Salud Sur E.S.E., y sí llegare a existir diferencia entre los aportes realizados y los que se 
debían efectuar, deberá cotizar al respectivo fondo de pensiones la suma faltante, solo en 
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el porcentaje que le correspondía como empleador, por lo que la demandante deberá 
acreditar las cotizaciones que realizó a pensión durante sus vínculos contractuales y, en el 
evento que no los hubiese efectuado o existiese diferencia en su contra, tendrá la carga de 
cancelar o completar, según el caso, el porcentaje que le corresponde como trabajadora. 
 
El tiempo laborado por la señora Sandra Leonor Gutiérrez Escobar, bajo la modalidad de 
prestación de servicios con el Hospital Meissen II Nivel E.S.E. hoy Subred Integrada de 
Servicios de Salud Sur E.S.E., desde el 02 de enero de 2013 hasta el 30 de noviembre de 
2017, salvo sus interrupciones, se debe computar para efectos pensiónales, debiendo la 
Entidad hacer las correspondiente cotizaciones al Fondo de Pensiones respectivo. 
 
En cuanto a las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social en Salud, no procede el 
reembolso de los aportes que el contratista hubiese realizado por la naturaleza parafiscal 
que envuelve estos conceptos, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 
providencia. 
 
[...]..». 
 
Segundo. - Confirmar en todo lo demás la sentencia recurrida. 
 
Tercero. - Sin condena en costas en las dos instancias. 
 
Cuarto. - Ejecutoriada esta providencia, devolver el expediente al Juzgado de origen, 
previas las anotaciones a que haya lugar (…)” 

 

En firme esta providencia, por Secretaría dése cumplimiento al numeral décimo de la 

providencia de 28 de febrero de 2020, que ordenó la devolución del remanente de los 

gastos del proceso, si los hubiere, y el archivo del expediente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1203 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp. NyR No. 11001-3335-007-2018-00242-00 

DEMANDANTE: DANIEL MERCHÁN ROA  

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL – 

CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL  

 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “A”, con ponencia del Magistrado Dr. 
José María Armenta Fuentes, que mediante providencia calendada del 14 de julio de 
2022, dispuso:  

“Primero. – Confirmar la sentencia denegatoria de las pretensiones de la demanda 
promovida por el señor DANIEL MERCHÁN ROA, en contra de la Nación – Ministerio de 
Defensa – Policía Nacional y de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – 
CASUR, de conformidad con las consideraciones de esta providencia.  
 
Segundo.- Notificada esta providencia, por Secretaría devuélvase el expediente al Juzgado 
de Origen (…)” 

 

En firme esta providencia, por Secretaría dése cumplimiento al numeral tercero de la 

providencia de 28 de mayo de 2019, que ordenó la devolución del remanente de los 

gastos del proceso, si los hubiere, y el archivo del expediente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1168 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 1100133350072018-00307-00 
DEMANDANTE: BLANCA INÉS RONCANCO BAUTISTA 
DEMANDADO:  DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DISTRITAL DE 

INTEGRACIÓN SOCIAL 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “B”, con ponencia del Magistrado Dr. 
Alberto Espinosa Bolaños, que mediante providencia calendada del 15 de septiembre de 
2022 (Documento 43 del E.D.) dispuso:  

“PRIMERO: REVOCAR la sentencia emitida el 24 de noviembre de 2021,por el 
Juzgado Séptimo (7) Administrativo Oral del Circuito Judicial de Bogotá, por medio 
de la cual negó las pretensiones de la demanda y en su lugar, se dispone: 

SEGUNDO: DECLARAR la nulidad del oficio No. 70716 FOR-BS-045 de27de julio 
de 2018, a través del cual Bogotá-Distrito Capital-Secretaría de Integración Social 
negó la existencia  de  la  relación  laboral  entre  esa  entidad  y  la  señora Blanca  
Inés  Roncancio Bautista y el consecuente pago de prestaciones sociales, con 
ocasión de los contratos de prestación de servicios suscritos desde el año 2009 
hasta el año 2016. 

TERCERO: Como consecuencia de la anterior declaración y a título de 
restablecimiento del  derecho, se RECONOCE  que  entre  la  señora BLANCA  INÉS  
RONCANCIO BAUTISTA    y    BOGOTÁ-DISTRITO    CAPITAL-SECRETARÍA    
DISTRITAL    DE INTEGRACIÓN  SOCIAL  existió  una  relación  laboral con ocasión  
de  los  contratos  de prestación  de  servicios  suscrito  entre  las  partes  entre  el 
14  de  julio  de  2009  al 25  de agosto de 2016, salvo sus interrupciones y la 
suspensión del contrato 3150 de 2009. 

CUARTO: Se  ORDENA a  BOGOTÁ-DISTRITO  CAPITAL-SECRETARÍA  
DISTRITAL DE  INTEGRACIÓN  SOCIAL a reconocer  y  pagar  a  favor  de  la  
señora BLANCA  INÉS RONCANCIO  BAUTISTA identificada  con  la  cédula  de  
ciudadanía  No. 40.  014.625de Bogotá, la suma resultante de las prestaciones 
sociales de ley reclamadas por el tiempo laborado  entre  el 14  de  julio  de  2009  
hasta  el  25  de  agosto  de  2016, salvo  sus interrupciones y la suspensión del 
contrato 3150 de 2009, tomando como base los honorarios pactados en cada uno 
de los contratos de prestación de servicios, de acuerdo con las consideraciones 
expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

QUINTO: Respecto  a  los  porcentajes  de cotización para pensión, la  liquidación  
se efectuara tomando  el  IBC  de  cotización  de la demandante,  mes  a  mesen  el  
periodo comprendido  entre  el  14  de  julio  de  2009  al  25  de  agosto  de  2016,  
salvo  sus interrupciones  y  suspensión y  si  existe  diferencia  entre  los  aportes  
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realizados  como contratista y los que se debieron efectuar, la entidad deberá cotizar 
al respectivo fondo de pensiones que indique la actora,Ia suma faltante por concepto 
de estos aportes, pero solo en el porcentaje que le correspondía como empleador 
.Para efectos de lo anterior, la señora Blanca Inés Roncancio Bautista deberá 
acreditar las cotizaciones que realizó al sistema durante sus vínculos contractuales 
y en el evento de que no los hubiese hecho o existiese diferencia en su contra, 
deberá cancelar o completar, según el caso, el porcentaje que le incumbía como 
trabajadora. 

SEXTO: ORDENAR  a BOGOTÁ-DISTRITO  CAPITAL-SECRETARÍA  DISTRITAL  
DE INTEGRACIÓN SOCIAL, realizar sobre los valores que resulten de la presente 
condena, la actualización referida en la parte motiva de esta sentencia y dar 
cumplimiento dentro de los términos establecidos por los artículos 192 y siguientes 
de la Ley 1437 de 2011. 

SÉPTIMO: SE  NIEGAN las  demás  pretensiones  de  la  demanda,  de  acuerdo  
con  lo señalado en los considerandos de esta sentencia. 

OCATVO: Sin condena en costas. 

NOVENO: Notifíquese la sentencia de conformidad con el artículo 203 de la ley 1437 
de 2011. 

DÉCIMO: Ejecutoriada esta providencia, por Secretaría de la Subsección 
DEVUÉLVASE DE  FORMA  INMEDIATA  el  expediente  al  juzgado  de  origen,  
previa  las  anotaciones  y constancias a que haya lugar. (…)” 

Por Secretaría, dése cumplimiento al numeral tercero de la sentencia de 24 de noviembre 
de 2021, que ordenó el archivo del expediente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1170 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013342-057-2018-00415-00 
DEMANDANTE: ALEIDA GRANADOS SARAY 
DEMANDADO:  DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DE INTEGRACIÓN SOCIAL 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “F”, con ponencia del Magistrado Dr. 
Luis Alfredo Zamora Acosta, que mediante providencia calendada del 11 de octubre de 
2022 (Documento 23 del E.D.) dispuso:  

“PRIMERO:  MODIFÍCANSE  los numerales  segundo,  tercero  y  cuarto de  la  parte 
resolutiva  de  la sentencia  proferida  el 26  de  marzo  de  2021,  por  el Juzgado 
Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá dentro del medio de control 
de nulidad y restablecimiento  del  derecho  instaurado  por  la  señora Aleida  
Granados  Saray contra  la Secretaría Distrital de Integración Social, que accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda. Las modificaciones en el sentido de 
indicar que el periodo de liquidación de las prestaciones sociales y demás derechos 
laborales corresponde al comprendido desde el 18 de abril de 2005 y el 17 de junio 
de 2018, salvo interrupciones; a su vez el numeral cuarto en el sentido de indicar 
que únicamente es procedente el reconocimiento y pago de la diferencia respecto a 
los aportes con destino al sistema general de seguridad social en pensiones, por el 
periodo aquí señalado.  

SEGUNDO.-CONFÍRMASE en lo demás la sentencia de primera instancia. 

TERCERO.-Sin condena en costas en esta instancia.  

CUARTO.-En  firme  esta  sentencia,  por  la  Secretaría  de  la  Subsección  envíese  
el proceso al juzgado de origen, previa las anotaciones que corresponda. (…)” 

Por Secretaría, dése cumplimiento al numeral octavo de la sentencia de 26 de marzo de 
2021, proferida por este juzgado, que ordenó la devolución de los gastos del proceso, si 
lo hubiere, y archivar el expediente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1166 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 1100133350072019-00036-00 
DEMANDANTE: MARTHA CIELO GARCÍA HINESTROZA 
DEMANDADO:  SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E. 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “C”, con ponencia de la Magistrada Dra. 
Amparo Oviedo Pinto, que mediante providencia calendada del 11 de octubre de 2022 
(Documento 44 del E.D.) dispuso:  

“PRIMERO: Revocar la sentencia proferida el 04 de mayo de 2022, por el Juzgado 
7°Administrativo  de  Oralidad  del  Circuito  Judicial  de  Bogotá, que  accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda dentro del proceso iniciado por la 
señora Martha   Cielo   García   Hinestroza contra   la Subred   Integrada   de 
Servicios  de  Salud  Sur  E.S.E.,  conforme  a  los  argumentos  expuestos  en  este 
fallo.En su lugar se dispone: Negar las pretensiones de la demanda. 

SEGUNDO: Sin condena en costas en esta instancia. (…)” 

Por Secretaría, dése cumplimiento al numeral noveno de la sentencia de 4 de mayo de 
2022, que ordenó el archivo del expediente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No.  1186 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

  

REFERENCIA: Exp. N.R. No. 11001-33-35-007-2019-00129-00 
DEMANDANTE: CARMEN CIRA PALACIO MORENO 
DEMANDADO: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD NORTE 

E.S.E. 
MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

  
  

Advierte el Despacho que, mediante auto del 28 de abril de 2022, se puso en 

conocimiento de las partes toda la documental allegada a fin de que se sirvieran 

realizar pronunciamiento si lo consideraban pertinente, pues bien, la apoderada del 

demandante mediante escrito del 3 de mayo de 2022, advirtió sobre las documentales 

faltantes, por su parte el Despacho constató y a través del auto de 22 de septiembre 

de 2022 requirió: 

 

PRONUNCIAMIENTO OBSERVACIONES REQUIERE 

Carpeta 1:   

Contrato 700, folio Nº 37, 

se encuentra incompleto. 

Solo está la página 1 del 

contrato 700 y es 

necesario el 

complemento, 

especialmente para ver el 

plazo de ejecución. 

Todo el Contrato 

700/2016 

Contrato Nº 1846 no se 

encuentra, hace falta la 

prorroga 1 

Pese a que está el informe 

de gestión contractual y el 

Otrosí 2, no está ni el 

contrato 1846 ni la 

prórroga 1. 

Contrato 1846/2016 

y el Otrosí 1 

Contrato 1641, folio 52. 

Está incompleto. 

Solo está la página 1 del 

contrato 700 y es 

necesario el 

Contrato 1641/2016 



complemento, 

especialmente para ver el 

plazo de ejecución. 

Contrato 4504, está 

incompleto, comparando 

con la certificación0755-

2017 

No hay ni una sola página 
del contrato 4504/2016, 
se pueden ver los Otrosí 1 
y 2, informes de ejecución, 
solicitudes de prórroga y 
designación de supervisor 
(desde la página 81 hasta 
la 95). 
 

Contrato 4504/2016 

Carpeta 2, 76 folios: 

 

  

Contrato 0476-2015, No 

se encuentra la prorroga 3 

y 4, la fecha de inicio es 01 

de enero del año 2015 no 

el 1 de enero del 2015 

[sic], tal como se puede 

evidenciar en la 

certificación de fecha 25 

de septiembre del año 

2015. 

Faltan las prórrogas 1 y 2 

correspondientes a los 

meses de febrero y marzo 

de 2015. 

Los otro sí o prórrogas 

correspondientes a los 

meses de febrero y marzo 

de 2015. 

Carpeta 3, 61 folios:   

No se encuentra en la 

carpeta de la prorroga 1 

del contrato 1421-2014. 

No está el Otrosí 1, pero, 

sí el informe de gestión del 

mes de agosto de 2014. 

 

El Otrosí 1 que 

corresponde al mes de 

agosto de 2014. 

 

Por demás, en auto del 24 de junio de 2022, se atendieron las advertencias de la 

apoderada de la parte demandante, requiriendo a la entidad que se ajuste lo allegado 

para satisfacer así la documental probatoria. 

 

El 22 de julio de 2022, el apoderado de la entidad demandada allegó el faltante de la 

carpeta contractual en archivos de Drive, pero, persiste en las mismas carencias que 

fueron objeto de pronunciamiento por parte de la apoderada del demandante, pero, a 

la fecha no se ha allegado lo específicamente requerido. 

 

Por todo lo anterior, se hace necesario, de manera URGENTE, por la Secretaría del 

Despacho,  REQUERIR a la entidad demandada y a su apoderada Dra. MARLEN 

LANCHEROS MONTAÑO, para que en el término de tres(3) días, remita la parte 

probatoria faltante de manera completa,  que satisfaga las estipulaciones 

puntuales requeridas, toda vez que se requieren para establecer los periodos 



de contratación. Hágasele saber a la referida apoderada, sobre su deber de 

colaboración en la consecución de las pruebas decretadas por el Despacho, a 

fin de que el proceso pueda seguir su curso normal.  

 

Por lo tanto, deberán remitirse los documentos solicitados de manera completa, 

legible e íntegra al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

 GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 
LCC 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1187 

  

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022). 

  

REFERENCIA: Exp. N.R. No. 11001-33-35-007-2019-000281-00 

DEMANDANTE: NORMA CONSTANZA RUIZ RODRÍGUEZ 

DEMANDADO:  SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 

E.S.E. 

 

De la lectura del expediente se advierte, que la entidad demandada no se ha pronunciado 

de manera completa y clara, en relación con la documental solicitada, no obstante los 

requerimientos realizados en el último auto del 29 de septiembre del año en curso. Así 

entonces, por la Secretaría del Despacho, con carácter URGENTE, ofíciese 

directamente al Dr. JAMES FERNANDO BELTRAN RODRIGUEZ, de la Dirección de 

Gestión de Talento Humano de la entidad accionada, y a la apoderada Dra. 

ANGELA MARIA LOPEZ FERREIRA,  para que se sirvan informar al Despacho de 

manera  clara, completa y precisa, lo relacionado con la información y documental 

que puntualmente se les requirió, que se limita a lo siguiente: 

 

1-Cuadros de turnos, cronogramas de actividades o informes de servicios, en los que se 

encuentre programada la demandante, señora NORMA CONSTANZA RUIZ 

RODRIGUEZ, C.C.No. 52.107.700, durante su vinculación con el Hospital Meissen II 

Nivel, hoy Subred Integrada de Servicios de Salud E.S.E.  

 

2.Libro de entrega nocturna, donde figuren las anotaciones  de horas extras realizadas 

por la demandante. 

 

3. Copia del Manual de Funciones, de los cargos que  desempeñen funciones iguales o 

similares a aquellas funciones para las que fue contratada la demandante señora 

NORMA COSTANZA RUIZ RODRIGUEZ, por lo que se les sugiere remitirse a los 

contratos, en los que se evidencian las referidas funciones, además, según lo solicitado 

en la demanda, el periodo pretendido corresponde al 11 de junio de 2002 y el 28 de junio 

de 2016 ( en la demanda se indica que desempeñó el cargo de apoyo en la ejecución de 

labores administrativas como secretariales en la oficina de facturación), sin embargo, se 

les sugiere como se indicó, remitirse a las señaladas en los contratos, a fin de que tengan 

mayor comprensión en lo que se está solicitando.  

 

Al respecto, observa el Despacho, que la entidad accionada, allegó algunos 

encabezados de manuales de funciones, en donde  NO se relacionan las funciones 

correspondientes a cada uno de ellos, y tampoco se indica en forma clara lo solicitado. 

TERMINO: 5 DIAS 

 

Para mayor comprensión de la apoderada de la entidad accionada, se le remitirá el 

Link del Proceso, a fin de que pueda verificar toda la documental que reposa en el 

mismo, previo a emitir pronunciamiento sobre lo requerido, advirtiéndole que ante 

cualquier inquietud puede comunicarse al Juzgado. 



 

Por lo tanto, deberán remitirse la documental requerida de manera completa, legible e 

íntegra al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1207 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp. EJECUTIVO No. 11001-3335-007-2019-00320-00 

EJECUTANTE: HUGO EFRÉN OROZCO PARDO 

EJECUTADO:  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “D”, con ponencia del Magistrado, Dr. 
Cerveleón Padilla Linares, que mediante providencia calendada del 28 de octubre de 
2022 (Documento 13 del Expediente Digital), dispuso: 

“PRIMERO. -ESTIMASE bien denegado  el  recurso  de  apelación  que  formuló  el 
apoderado de la parte ejecutada contra el auto del 16 de septiembre de 2021 que 
ordeno seguir adelante con la ejecución.  

SEGUNDO.- Ejecutoriado  el  presente  auto,  devuélvase  el  expediente  al  juzgado 
de origen.” 

En firme esta providencia, se ordena, el ingreso del expediente al Despacho para resolver 
sobre la liquidación del crédito, en atención a la liquidación presentada por las partes el 
29 de septiembre de 2021.  

Se indica el link del expediente digital para lo pertinente 2019-320 EJECUTIVO 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1185 

  

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

  

REFERENCIA: Exp. N.R. No. 11001-33-35-007-2019-00409-00 

DEMANDANTE: ANYELA ESPERANZA CORONADO DÍAZ 

DEMANDADO:  SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO 

ORIENTE E.S.E. 

 

De la lectura del expediente se advierte que, mediante autos del 5 de mayo, de 24 de 

junio y 22 de septiembre de 2022, se ordenó requerir a la entidad demandada para que 

allegara las pruebas faltantes y seguir adelante con el trámite del proceso, de 

conformidad con lo decretado en la Audiencia de Pruebas, sin que a la fecha hayan 

arrimado lo requerido. 

 
Como ya se mencionó, en cumplimiento a lo anterior, obra el archivo denominado 
“29.ManualFunciones.pdf”,en el cual se arrima el Acuerdo 02 del 29 de enero de 2020, 
pero, el periodo reclamado en la demanda va desde el año 2005 hasta el año 2016, 
es decir, que el Manual de Funciones o sus modificaciones tendrían que versar en 
vigencia de la relación contractual entre la demandante y el Hospital San Cristóbal 
E.S.E., por lo tanto no se satisface el requerimiento para la evacuación de la documental 
probatoria. 
 

Por lo que  deberán remitirse los documentos solicitados de manera completa, legible e 

íntegra al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

Así las cosas, se hace necesario, con carácter URGENTE, por la Secretaría,  

REQUERIR a la entidad demandada y a su apoderada, para que en el término de 

tres (3) días, remita la parte probatoria faltante, toda vez que se requieren para 

recopilar la documental decretada. Hágasele saber a la referida apoderada, sobre 

su deber de colaboración en la consecución de las pruebas decretadas por el 

Despacho, a fin de que el proceso pueda seguir su curso normal.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1169 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 1100133350072019-00446-00 
DEMANDANTE: JHON JAIRO CÚPER SERRATO 
DEMANDADO:  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “E”, con ponencia del Magistrado Dr. 
Jaime Alberto Galeano Garzón, que mediante providencia calendada del 30 de 
septiembre de 2022 (Documento 23 del E.D.) dispuso:  

“PRIMERO: MODIFICAR el numeral ordinal tercero de la sentencia proferida veinte 
(20) de mayo  de  dos  mil  veintiuno  (2021)  por  el  Juzgado  Séptimo  Administrativo  
(7.°) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por medio de la cual accedió alas 
súplicas de la demanda, de la siguiente forma: 

“TERCERO: Como consecuencia de la declaratoria de nulidad, y a título de  
restablecimiento  del  derecho, ORDENAR a  la Caja de  Sueldos de Retiro de la 
Policía  Nacional -Casur-,  reconocer  y  pagar  a  favor  del demandante, señor John 
Jairo Cúper Serrato, identificado con la cédula de ciudadanía   No.   79.951.941,   la   
asignación   de   retiro   en   la   cuantía equivalente al 66% del monto de las partidas 
computables de que trata el artículo 140 del Decreto 1212 de 1990,a partir del 
vencimiento de los tres (3)  meses  de  alta,  conforme  a  lo  expuesto  en  la  parte  
motiva  de  esta providencia.Las sumas  que  lleguen  a  resultar  a  favor  del  
demandante  deberán  ser debidamente   indexadas,   de   conformidad   con   el   
artículo   187   del C.P.A.C.A, de  acuerdo con  la fórmula  consignada  en  la parte  
motiva de esta providencia”. 

SEGUNDO: CONFIMAR en lo restante la sentencia proferida el veinte (20) de mayo 
de dos mil veintiuno (2021) por el Juzgado Séptimo Administrativo (7.°) 
Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, conforme a lo expuesto en esta 
sentencia. 

TERCERO: De  conformidad  con  el  artículo  365  del  Código  General  del  
Proceso,  se condena en costas en esta instancia a la parte accionada según lo 
señalado en precedencia. Para tales efectos, se fija como agencias en derecho la 
suma de doscientos mil pesos moneda legal ($ 200.000 M/L). Liquídense por 
secretaría del a quo.    

CUARTO:Una vez en firme, por la secretaría de la subsección devuélvase el 
expediente al juzgado de origen, previas las constancias secretariales 
correspondientes,y en el sistema de gestión judicial Samai.. (…)” 
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Por Secretaría, liquídense las costas e inclúyanse las agencias en derecho, 
conforme lo ordenado por el Superior. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1165 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 1100133350072020-00154-00 
DEMANDANTE: OSCAR JAIR ROJAS CELIS 
DEMANDADO:  UNIVERSIDAD FRANCISCO JOSÉ DE CALDAS 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “C”, con ponencia del Magistrado Dr. 
Samuel José Ramírez Poveda, que mediante providencia calendada del 31 de agosto de 
2022 (Documento 37 del E.D.) dispuso:  

“Primero.-CONFIRMASE la   Sentencia   proferida   por   el   Juzgado Séptimo (7) 
Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá D.C. –Sección Segunda, el veintinueve 
(29) de diciembre de dos mil veintiuno (2021), dentro del proceso promovido por  el 
señor Oscar Jair Rojas Celisc ontra la Universidad Francisco José de Caldas, que 
denegó las súplicas de la demanda, conforme a las razones expuestas en esta 
providencia.  

Segundo.-Sin costas en la instancia. 

Tercero.-En  virtud del Acuerdo PCSJA20-11556  del  22 de  mayo de  2020 del 
Consejo Superior de la Judicatura, por intermedio de la Secretaría de la Subsección 
“C”, Sección Segunda de esta Corporación, se ordena NOTIFICAR a la parte actora 
y a la demandada, de la presente providencia, enviándose la misma a las siguientes 
direcciones de correos electrónicos:  

Parte actora: ender_@hotmail.comenderkardenas@hotmail.com  

Parte demandada:juridica@udistrital.edu.coamontalvo@moralesymontalvo.com. 
Adicionalmente,  se  debe  notificar  la  sentencia al  correo  electrónico de  la  Agente  
del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. (…)” 

Por Secretaría, dése cumplimiento al numeral tercero de la sentencia de 14 de diciembre 
de 2021, que ordenó el archivo del expediente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 

 

 

mailto:ender_@hotmail.comenderkardenas@hotmail.com
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1158 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 1100133350072020-00156-00 
DEMANDANTE: LEIDY VIVIANA VARGAS SALAMANCA 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “F”, con ponencia de la Magistrada Dra. 
Beatriz Helena Escobar Rojas, que mediante providencia calendada del 4 de octubre de 
2022 (Documento 26 del E.D.) dispuso:  

“PRIMERO: MODIFICAR el NUMERAL SEGUNDO de  la  parte  resolutiva  de  la 
sentencia  de  fecha 4  de  junio  de  2021  proferida  por  el  Juzgado  Sétimo  (7°) 
Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá D.C., el cual quedará así: 

SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración de nulidad, y a título de  
restablecimiento  del  derecho, CONDENAR a  la NACIÓN –MINISTERIO  DE 
EDUCACIÓN  NACIONAL -FONDO  NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  
DEL MAGISTERIO,   a   reconocer   y   pagar   a   la   señora LEIDY  VIVIANA  
VARGAS SALAMANCA,   identificada   con   cédula   de   ciudadanía   No.   
53.164.713,   la sanción moratoria prevista en el Parágrafo del artículo 5º de la Ley 
1071 de 2006, en   razón   de   un   día   de   salario   por   cada   día   de   retardo,   
por   los   días comprendidos, entre el 10 de junio de 2017 y el 26 de julio de 2017, 
esto es, por 47días, liquidada con la asignación básica vigente al retiro del servicio 
de la demandante, y sin lugar a indexar la condena aquí impuesta, por las razones 
ya señaladas en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO:CONFIRMAR en lo demás el fallo recurrido, de conformidad con lo 
establecido en la parte motiva del presente proveído. 

TERCERO: Sin condena en costas en la instancia..  (…)” 

Por Secretaría, dése cumplimiento al numeral sexto de la sentencia de 4 de junio de 
2021, que ordenó el archivo del expediente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1157 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 1100133350072020-00167-00 
DEMANDANTE: LADY YECENIA RODRÍGUEZ SÁNCHEZ 
DEMANDADO:  SUBRED  INTEGRADA  DE SERVICIOS  DE  SALUD  SUR E.S.E. 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “E”, con ponencia de la Magistrada Dra. 
Patricia Victoria Manjarrés Bravo, que mediante providencia calendada del 30 de 
septiembre de 2022 (Documento 52 del E.D.) dispuso:  

“PRIMERO.-MODIFICAR los numerales tercero,  cuarto y quinto  de  la  parte 
resolutiva de  la  sentencia  proferida  por  el  Juzgado Séptimo Administrativo  del 
Circuito  de  Bogotá de 28 de febrero de  2022  que accedió  parcialmente  a  las 
pretensiones de la demanda, los cuales quedarán así: 

“TERCERO:  DECLARAR la  existencia  de  la  relación  laboral,  entre  la  SUBRED 
INTEGRADA  DE  SERVICIOS  DE  SALUD  SUR  E.S.E.  y  la  señora  LADY  
YECENIA RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
52.875.709, por el periodo comprendido, entre el 20 de agosto de 2012 y el 31 de 
enero de 2019, salvo sus interrupciones, conforme a la parte motiva de esta 
providencia.  

CUARTO:A  título  de  restablecimiento  del  derecho,  CONDENAR  a  la  SUBRED 
INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E., a reconocer y pagar a la 
señora LADY YECENIA RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 52.875.709, el valor equivalente a las prestaciones sociales y demás 
derechos laborales de origen legal, a las que tenía derecho de percibir un empleado 
de planta en el cargo Auxiliar  Área  Salud,  Código  412,  Grado  17  y/o  similar,  
causadas  durante  el  periodo comprendido, entre el 4 de enero de 2016 y el 31 de 
enero de 2019,salvo interrupciones, conforme  a  lo  señalado  en  la  parte  
considerativa  de  esta  decisión.  La  base  de liquidación será los honorarios 
pactados en cada uno de los contratos. NEGAR el  reconocimiento  de  la  
compensación en  dinero  el  suministro  de  calzado  y vestido  de  labor  
(dotación),de  acuerdo  con  lo  expuesto  en  la  parte  motiva  de  esta decisión. 
DECLARAR   PROBADA la prescripción   extintiva   de   los   derechos   laborales   
y prestacionales causadas entre el 20 de agosto de 2012 y el 30 de septiembre de 
2015, excepto  en  lo  relacionado  con  los  aportes  al  sistema  general  de  
seguridad  social  en pensiones, conforme a lo expuesto enesta sentencia 

QUINTO: Así mismo, como consecuencia de las anteriores declaraciones y a título 
de restablecimiento   del   derecho,   se   CONDENA   a   la   SUBRED   INTEGRADA   
DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E., a calcular si existe diferencia entre los 
aportes a pensión realizados mes a mes por la demandante, durante el tiempo 
correspondiente, entre  el  20  de  agosto  de  2012  y  el 31deenero de  2019,  salvo  
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sus  interrupciones, tomando como ingreso base de cotización pensional los 
honorarios pactados en cada uno de los contratos, y si llegare a existir diferencia 
entre los aportes realizados y lo que se debían efectuar, deberá cotizar  al respectivo 
fondo de pensiones la suma faltante,de manera indexada,solo en el porcentaje que 
le correspondía como empleador, por lo que la demandante deberá acreditar las 
cotizaciones que realizó a pensión durante sus vínculos contractuales, y en el evento 
en que no los hubiese hecho o existiese diferencia en sucontra, tendrá la carga de 
cancelar o completar, según el caso, el porcentaje que le atañe como trabajador, de 
manera indexada.Asimismo, declarar,  que  el  tiempo  laborado  bajo  los 
contratosde prestaciónde servicios, esto es, entre el 20 de agosto de 2012 y el 31 
de enero de 2019, salvo sus interrupciones, deben computarse para efectos 
pensionales, para lo cual, se reitera, la entidad deberá hacer las correspondientes 
cotizaciones, al Fondo de Pensiones de la demandante”. 

SEGUNDO.-CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia impugnada. 

 TERCERO.-Sin lugar a condena en costas en segunda instancia.  (…)” 

Por Secretaría, dése cumplimiento al numeral décimo de la sentencia de 28 de febrero 
de 2022, que ordenó el archivo del expediente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1204 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp. NyR No. 11001-3335-007-2020-00273-00 

DEMANDANTE: PEDRO JAVIER MEDINA PÉREZ  

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL  

 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “B”, con ponencia del Magistrado Dr. 
Luis Gilberto Ortegón Ortegón, que mediante providencia calendada del 5 de octubre de 
2022, dispuso:  

“Primero: Confirmar la sentencia  de  27de septiembre2021,  proferida  por  el  Juzgado 
Séptimo (07)  Administrativo  del  Circuito  de  Bogotá,  que  negó  las  pretensiones  de  la 
demanda en el proceso instaurado por el señor Pedro Javier Medina Pérez contra la Nación-
Ministerio de Defensa-EjércitoNacional, de acuerdo con la parte motiva de esta providencia. 
 
Segundo: Sin condena en costas en las dos instancias. (…)” 

 

En firme esta providencia, por Secretaría dése cumplimiento al numeral tercero de la 

providencia de 27 de septiembre de 2021, que ordenó la devolución del remanente de 

los gastos del proceso, si los hubiere, y el archivo del expediente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1171 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 1100133350072020-00322-00 
DEMANDANTE: EBEDA AZUCENA RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “B”, con ponencia del Magistrado Dr. 
Alberto Espinosa Bolaños, que mediante providencia calendada del 22 de agosto de 2022 
(Documento 24 del E.D.) dispuso:  

“PRIMERO. – CONFIRMAR la sentencia dictada en audiencia inicial del veintidós 
(22) de septiembre de dos mil veintiuno (2021), por el Juzgado Séptimo (7°) 
Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá D.C. - Sección Segunda, de 
conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO. - NO se condena en costas, en esta instancia. 

TERCERO. - Ejecutoriada esta providencia, por Secretaría de la Subsección, 
procédase a DEVOLVER el expediente al Juzgado de origen, previa las anotaciones 
y constancias a que haya lugar. (…)” 

Por Secretaría, dése cumplimiento al numeral tercero de la sentencia de 22 de 
septiembre de 2021, que ordenó el archivo del expediente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 645 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022). 

 

REFERENCIA:  Exp. N. R. 11001-33-35-007-2021-00013-00 

DEMANDANTE: ANDREA FABIOLA RIAÑO CHAPARRO 

DEMANDADO:  BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – INSTITUTO PARA LA 

ECONOMÍA SOCIAL –IPES 

 

BOGOTÁ D.C.- INSTITUTO PARA LA ECONOMÍA SOCIAL - IPES, contestó 

oportunamente la demanda, como consta en el archivo digital 

“17.ContestacionDemanda.pdf” y propuso las excepciones que denominó “INEPTA 

DEMANDA POR INCUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS FORMALES”, 

“CADUCIDAD Y PRESCRIPCIÓN”, “AUSENCIA DE CAUSA PARA DEMANDAR”, 

“LEGALIDAD DE LOS ACTOS ACUSADOS”, “INDEBIDA ACREDITACIÓN DE LOS 

ELEMENTOS QUE ESTRUCTURAN LA EXISTENCIA DE UN CONTRATO LABORAL”, 

“INEXISTENCIA DE LA CALIDAD DE EMPLEADO PÚBLICO”, “COBRO DE LO NO 

DEBIDO”, “BUENA FE”, “PRESCRIPCIÓN TRIENAL DE DERECHOS”,“INEXISTENCIA 

DEL DERECHO Y DE LA OBLIGACIÓN” y “EXCEPCIÓN GENÉRICA”.  

 

Conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 

38 de la Ley 2080 de 2021, el 28 de octubre de 2022 

(“21.ConstanciaTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la parte 

actora de dichas excepciones, quien allegó escrito oportunamente pronunciándose sobre 

las mismas, y oponiéndose a su prosperidad, como se observa en el archivo digital 

(“22.DescorreTrasladoExcepciones.pdf”). 

 

Ahora bien, atendiendo a lo dispuesto en el parágrafo segundo del artículo 175 del 

C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, se faculta al Juez de lo 

Contencioso Administrativo, para decidir las excepciones previas, según lo regulado en 

los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso.  

 

Es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 2080 de 

2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de Estado1, 

manifestó lo siguiente:  

 
“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se 
caracterizan por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 
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aquellos elementos que constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, 
los cuales en el evento de ser subsanados en el término de traslado, tal como lo regula 
en numeral 1.° del artículo 101 del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa 
procesal procedente, proferir una decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las 
pretensiones de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa 
que atacan específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de 
la litis y, en esa medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio 
de control. Estas se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen 
la capacidad de poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente 
dicho y corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 
2.° del artículo 175 del CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en 
el numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de 
la de reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una 
audiencia que se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y 
mixtas. Señalaba textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición 
de parte, resolverá sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la 
de reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una 
audiencia que se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones 
previas pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las 
pruebas decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones 
previas pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al 
señalar que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 
102 del Código General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las 
excepciones perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes 
de la audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se 
declararán fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los 
lineamientos precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, 
de lo contrario, esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o 
demostradas, el juzgador tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria 
que defina de fondo las pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 
del CPACA. (…)” (Negrillas y subrayas fuera de texto). 

 

En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 

Ley 2080 de 2021, señala: 

 
«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término 
de tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En 
relación con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones 
previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 
del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se 
refiere el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado 
ponente las decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta 
las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas 
y estén pendientes de decisión. Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad 
para decidir las excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando 
se advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. 
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Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta el marco normativo expuesto, procede el Despacho a 

pronunciarse sobre los medios exceptivos formulados por la demandada así: 

 

Formuló la excepción de INEPTITUD DE LA DEMANDA POR INCUMPLIMIENTO DE 

LOS REQUISITOS FORMALES, en consideración a que, la demanda no reúne los 

requisitos formales exigidos que permitan su análisis en sede judicial, como el 

consagrado en el numeral 4 del artículo 162 del CPACA, en cuanto indica que cuando se 

trate de la impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas 

y “explicar el concepto de su violación”. 

 

Sea lo primero indicar que, frente a la excepción de ineptitud de la demanda, el H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “F”, con ponencia del 

Dr. Luis Alfredo Zamora Acosta, en auto proferido el 6 de julio de 2022, señaló: 

 

“De esta manera, se advierte que la denominada ineptitud de la demanda, la cual en palabras 
del H. Consejo de Estado3“propende porque el escrito inicial se adecúe a los requisitos legales 
de forma que permitan su análisis en sede judicial, so pena de la terminación anticipada del 
proceso, se configura solo en dos escenarios, a saber, i) cuando se advierte la falta de 
requisitos formales o ii) se observa una indebida acumulación de pretensiones, sin que se 
procedente extenderla a la falta de agotamiento de la conciliación, el cual si bien es una 
exigencia previa no corresponde a un requisito formal en los precisos términos del artículo 162 
del CPACA”. 
 

En este caso, vale la pena precisar que, el apoderado de la entidad invoca la excepción, 

bajo el primer supuesto, puesto que, conforme a lo analizado en el escrito se establece 

que su inconformidad se encamina a señalar que la parte actora, no explicó en forma 

clara y precisa el concepto de violación. 

 

Ahora bien, frente al argumento de la ausencia de un concepto de violación claro y que 

argumente efectivamente la causal de violación que se invoca en la demanda, el H. 

Consejo de Estado4 en recientes pronunciamientos, consideró:  

 
“(…)Para resolver, el Despacho recuerda que la “demanda en forma” se encuentra regulada en los 
numerales 2º y 4º del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 el cual dispone que toda demanda deberá 
dirigirse a quien sea competente y debe contener los requisitos allí dispuestos, entre los cuales, se 
encuentran “lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad”, indicando las normas violadas 
y explicando el concepto de violación.  
 
En el caso de autos y una vez revisado el plenario, el Despacho advierte que la demanda cumple 
con los referidos requisitos por cuanto la parte actora individualizó con toda precisión el acto 
administrativo cuya nulidad pretende y señaló con claridad y certeza el concepto de violación que 
pretende hacer valer.  
 
En efecto y en primer lugar, el Despacho observa que la parte actora dirige su demanda en contra 
del numeral 5º del artículo 21 del Decreto 2569 de 2014, “mediante el cual se reglamentan los 
artículos 182 de la Ley 1450 de 2011, 62, 64, 65, 66, 67 y 68 de la Ley 1448 de 2011, se modifican 

                                                 
2 Radicación:11001-33-35-007-2019-00425-01. Demandante: ENVER ALBERTO MESTRATAMAYO. 

3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejera Ponente: Sandra Lisset 

Ibarra Vélez, Bogotá D. C. nueve (9) de julio de dos mil dieciocho (2018)., Radicación número: 05001-23-33-000-2016-00773-

01(0630-18), Actor: Carlos Mario Ramírez Suaza, Demandado: Unidad Nacional de Protección -UNP 
4
 Sección Primera, providencia del 20 de agosto de 2021, con ponencia del Consejero, Dr. Roberto Augusto Serrato Valdés, expediente No. 

11001-03-24-000-2018-00414-00A: 
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los artículos 81 y 83 del Decreto número 4800 de 2011, se deroga el inciso 2° del artículo 112 del 
Decreto número 4800 de 2011”, así como del numeral 5° del artículo 2.2.6.5.5.10 del Decreto 1084 
de 26 de mayo de 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector de 
Inclusión Social y Reconciliación”, por lo que sí dio a conocer frente a cual manifestación de voluntad 
incoa la demanda. 
 
En segundo lugar y en lo atinente a las normas violadas, el Despacho advierte que el actor formuló 
la trasgresión a los derechos a la dignidad humana (artículo 1° de la CP), a la vida (artículo 11 de la 
CP), a la ayuda humanitaria en conexidad con el derecho a la subsistencia mínima y el  derecho 
fundamental al mínimo vital (artículo 53 de la CP); así como lo dispuesto en las Leyes 1448 de 2011, 
“Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto 
armado interno”, 1450 de 2011 “Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014”, y 
el desconocimiento de las sentencias de la Corte Constitucional T-025 de 2004, C-278 de 2007 y T-
702 de 2012 proferidas por la Corte Constitucional. 
(...) 
En este contexto, para el Despacho la demanda sí está formulada en forma completa y se dirige a 
desvirtuar la presunción de legalidad que ampara el acto administrativo demandado. Aunado a lo 
anterior, se tiene que el cargo de ilegalidad recae sobre una proposición jurídica real y existente y 
no simplemente deducida por el actor, o implícita en el cuerpo de la demanda, como lo pretende 
hacer valer el apoderado del ente ministerial.” (Resaltado del Despacho) 

 

Expuesto lo anterior, una vez verificado el escrito de demanda, observa el Despacho, que 

entre las páginas 10 a 15 del archivo digital “02.Demanda.pdf”, el apoderado de la parte 

demandante expuso el concepto de violación en el acápite denominado “fundamentos 

legales y jurisprudenciales”, en los cuales es posible inferir el mismo sin que en camisa 

de fuerza se le denomine exactamente, es decir, es posible apreciar cómo cuando invoca: 

“Los funcionarios públicos están obligados a prestar a los trabajadores una debida y 

oportuna protección para la garantía y eficacia de sus derechos, de acuerdo a sus 

atribuciones.” Se refiere a un cargo en contra de la entidad demandada; en otro aparte 

señala cómo el oficio del cual depreca su nulidad es contrario a lo consagrado en la Ley 

344 de 1996 y en la Ley 50 de 1990 y con su nulidad se pretende el reconocimiento del 

contrato realidad y el pago de las prestaciones sociales, es decir, no sólo se relacionan 

normas, como lo afirma la entidad demandada, pues además se exponen los argumentos 

que en concepto de la parte actora, sustentan la demanda, las cuales serán valoradas en 

el momento procesal oportuno. 

 

Confrontadas las normas citadas, se advierte que el concepto de violación se plasmó 

junto con los argumentos de derecho, por lo que deberá declararse infundada la presente 

excepción propuesta por la entidad demandada. 

 

Frente a la excepción denominada, “CADUCIDAD Y PRESCRIPCIÓN”, señaló el 

apoderado de la parte demandada, que “Invoca esta excepción en todos aquellos eventos 

en que pueda haber ocurrido conforme a las normas sustanciales y procesales 

pertinentes en cada ocasión”. 

 

Sobre el particular, es pertinente señalar que, la caducidad es una figura jurídica que 

tiene su razón de ser en el principio de seguridad jurídica y en la temporalidad para la 

impugnación. Busca que el ejercicio del medio de control se ejerza dentro del término 

legal, para garantía del interesado y en relación con la administración de justicia impide 

que la discusión de pretensiones no esté sometida indefinidamente a la voluntad del 

actor.  

 

Para resolver este medio exceptivo, el Despacho debe referirse a la Sentencia de 

Unificación Jurisprudencial, proferida por el H. Consejo de Estado, Sección Segunda, con 
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ponencia del Consejero, Dr. Carmelo Perdomo Cuéter, del 25 de agosto de 20165, en 

donde se señaló, respecto de ciertos derechos laborales, que son considerados como 

irrenunciables, lo siguiente: 

 
“En este orden de ideas, las reclamaciones de los aportes pensionales adeudados al sistema 
integral de seguridad social derivados del contrato realidad, por su carácter de 
imprescriptibles y prestaciones periódicas, están exceptuadas no solo de la prescripción 
extintiva sino de la caducidad del medio de control (de acuerdo con el artículo 164, numeral 1, 
letra c, del CPACA), y por ende, pueden ser solicitados y demandados en cualquier momento, 
puesto que la Administración no puede sustraerse al pago de los respectivos aportes al sistema de 
seguridad social en pensiones, cuando ello puede repercutir en el derecho de acceso a una pensión 
en condiciones dignas y acorde con la realidad laboral, prerrogativa que posee quien ha servido al 
Estado mediante una relación de trabajo. 
 
Consecuentemente, tampoco es exigible el agotamiento de la conciliación extrajudicial como 
requisito previo para demandar a través del medio de control de nulidad y restablecimiento 
del derecho, dado que al estar involucrados en este tipo de controversias (contrato realidad) 
derechos laborales irrenunciables (cotizaciones que repercuten en el derecho a obtener una 
pensión), que a su vez comportan el carácter de ciertos e indiscutibles, no son conciliables 
(condición que prevé el numeral 1 del artículo 161 del CPACA para requerir tal trámite), en 
armonía con el principio constitucional de prevalencia del derecho sustancial.” (Negrillas y 
subrayas del Despacho). 

 

El anterior criterio del Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ha sido asumido 

por el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “E”, 

M.P. Dra. Patricia Victoria Manjarrez Bravo, en providencia de 24 de agosto de 2017, 

donde sostuvo, lo siguiente: 

 
“Sobre la controversia planteada en el sublite, la Sala estima pertinente señalar que de conformidad 
con el pronunciamiento de unificación emitido por el H. Consejo de Estado, la declaratoria de la 
existencia de un contrato realidad trae consigo el reconocimiento de varias pretensiones 
consecuenciales, entre ellas el pago de los aportes pensionales adeudados al sistema integral 
de seguridad social, prestación que es de carácter periódico y por ende, en virtud de lo 
señalado en el artículo 164 del CPACA, la demanda contra el o los actos que nieguen su 
reconocimiento pueden ser demandados en cualquier tiempo.  
 
En ese sentido, el juez no podrá abstenerse de admitir la demanda y dar trámite al medio de 
control, con fundamento en la configuración de la caducidad, porque aunque entre las 
pretensiones de restablecimiento haya unas que no tienen carácter periódico sobre las cuales 
opera este fenómeno (vg. pago de salarios y prestaciones definitivas), existe otra, la 
relacionada con los aportes pensionales adeudados, que si tiene esa naturaleza, y por lo 
tanto, debe abrirse camino al libelo inicial para analizar la pretensión principal que gira en 
determinar la existencia o no de la relación laboral invocada, para luego entrar a definir lo 
pertinente a las pretensiones consecuenciales. 
(…)” (Negrillas y subrayas del Despacho) 

 
En providencia la misma Corporación, Subsección “E”, con ponencia del H. Magistrado, 

Dr. Jaime Alberto Galeano Garzón, de fecha 10 de abril de 2019, dentro del expediente 

No. 2018-00115, se resolvió un recurso de apelación contra el Auto que negó la 

excepción previa de caducidad, dentro de una demanda de contrato realidad, 

disponiendo confirmar la decisión proferida por este Juzgado en Audiencia Inicial, 

celebrada el 27 de noviembre de 2018, considerando: 

 
“La Sala Unitaria confirmará el auto impugnado en atención a los mandatos del artículo 164 numeral 
1 literal c) del CPACA y según lo dispuesto por el Consejo de Estado a partir de la sentencia de 
unificación proferida el 25 de agosto de 2016, línea jurisprudencial que ha sido clara y enfática al 
indicar que los procesos en los cuales se pretenda el reconocimiento de una relación laboral 
con el Estado, y como consecuencia, el pago de las prestaciones derivadas de esta, están 
exceptuados del presupuesto de la caducidad, e incluso no resulta exigible el agotamiento de 
la conciliación extrajudicial como requisito previo para demandar a través del medio de 
control de nulidad y restablecimiento del derecho, dado que en estas controversias se debe 

                                                 
5 Providencia dictada dentro del Exp. Rad. 23001-23-33-000-2013-00260-01 (0088-2015). 



 

6 

 

realizar un pronunciamiento sobre los aportes al sistema de seguridad social en pensiones, 
aun cuando ello no haya sido solicitado en la demanda, dado que tienen el carácter de 
imprescriptibles e irrenunciables y cuentan con la connotación de prestación periódica. 
 
Por lo tanto, es evidente que no se configuró la excepción previa de caducidad, pues la regla general 
aplicable a este caso, es que la demanda puede ser presentada en cualquier tiempo.” (Resaltado del 
Despacho) 

 
Advierte, el Despacho que la demandada, invoca la referida excepción de forma genérica, 
sin mayor explicación, por lo que resulta necesario puntualizar que como la controversia 
bajo estudio versa principalmente sobre la declaratoria o no de la existencia de un 
contrato realidad entre las partes, lo cual involucra ciertos derechos laborales 
irrenunciables, como las cotizaciones a seguridad social, que comportan el carácter de 
ciertos e indiscutibles,  atendiendo lo señalado sobre el tema, no es dable al juez 
abstenerse de conocer la demanda en estos casos. 
 

En cuanto a la excepción de “PRESCRIPCIÓN”, sustentada en que se aplique sobre 

cualquier derecho que eventualmente se hubiese causado de conformidad con las 

normas legales y las probanzas del juicio, atendiendo el término de prescripción 

contemplado en el Decreto 3135 de 1968, reglamentado por el Decreto 1848 de 1969, 

advierte el Despacho, que  para resolver la misma, se debe tener en cuenta, que en virtud 

de los lineamientos expuestos en la citada Sentencia de Unificación del 25 de agosto de 

2016, proferida por el H. Consejo de Estado3,  y en posterior Sentencia también de unificación, 

SUJ-025-CE-S2-2021, del 9 de septiembre de 2021, el fenómeno de la prescripción sólo 

podrá analizarse una vez se determine   en la Sentencia la existencia o no de la relación 

laboral, en especial por estar involucrado el tema relativo a los aportes al Sistema de 

Seguridad Social en Pensiones, razón por la cual no se abordará su estudio, en esta 

oportunidad. 

 

De otra parte, se advierte que las excepciones de “AUSENCIA DE CAUSA PARA 

DEMANDAR”, “LEGALIDAD DE LOS ACTOS ACUSADOS”, “INDEBIDA 

ACREDITACIÓN DE LOS ELEMENTOS QUE ESTRUCTURAN LA EXISTENCIA DE UN 

CONTRATO LABORAL”, “INEXISTENCIA DE LA CALIDAD DE EMPLEADO PÚBLICO”, 

“COBRO DE LO NO DEBIDO”, “BUENA FE”,“INEXISTENCIA DEL DERECHO Y DE LA 

OBLIGACIÓN” y “EXCEPCIÓN GENÉRICA”, formuladas por Bogotá Distrito Capital – 

Instituto para la Economía Social - IPES, son de mérito, tienen relación directa con el 

fondo del asunto planteado y hacen parte de los argumentos de defensa de la entidad 

demandada, y por lo tanto, no impiden que la controversia se resuelva de fondo, razón 

por la cual, al decidir el mérito del proceso, quedarán de paso decididas. 

 

Establecido lo anterior, es menester continuar con el desarrollo normal del proceso, para 

lo cual se advierte que debe fijarse fecha para celebrar la Audiencia Inicial, de que trata 

el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, en consecuencia, el Despacho, se dispone a 

fijar fecha, la cual se realizará de manera virtual, el día NUEVE (9) del mes de 

FEBRERO de DOS MIL VEINTITRES (2023), a las 8:30 a.m., para llevar a cabo la citada 

diligencia. 
 

Se advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria, so 

pena de dar aplicación del numeral 4 del artículo 180 del C.P.A.C.A. 
 

Se remite copia del Protocolo a seguir, para la realización de la Audiencia fijada. 

Igualmente, se les hace saber, que una vez los apoderados den cumplimiento a lo 

ordenado en el numeral 15 del referido Protocolo, se les remitirá el link a través del 
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cual podrán acceder a la sala virtual designada, y el link por medio del cual podrán 

visualizar el expediente en medio digital, para lo pertinente.  

 

Se requiere a los apoderados de las partes, a fin de que dos (2) días antes de la 

diligencia, se sirvan remitir al correo electrónico institucional, 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, los poderes y/o sustituciones de los 

mismos, junto con los anexos correspondientes, que acrediten la representación 

otorgada, en el evento de que requieran otorgar nuevo poder, o sustituir el mismo.  

 

-Se reconoce personería adjetiva al abogado JORGE ALBERTO CAÑÓN URIBE, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 7.490.448 y portador de la Tarjeta Profesional 

No. 81734 del C. S. de la J., en calidad de apoderado general de la demandada, Bogotá 

Distrito Capital – Instituto para la Economía Social – IPES, en los términos y conforme al 

poder conferido, y en atención a los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con el 

artículo 160 de la Ley 1437 de 2011. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1160 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 1100133350072021-00056-00 
DEMANDANTE: ANA GREGORIA PINEDA ARROYO 
DEMANDADO:  UNIDAD   ADMINISTRATIVA   ESPECIAL   DE   GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL –UGPP. 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “C”, con ponencia del Magistrado Dr. 
Carlos Alberto Orlando Jaiquel, que mediante providencia calendada del 24 de agosto de 
2022 (Documento 33 del E.D.) dispuso:  

“PRIMERO.-CONFIRMAR la sentencia proferida el diez (10) de marzo de dos mil 
veintidós(2022), por el Juzgado Séptimo (07) Administrativo del Circuito Judicial  de 
Bogotá,  mediante  la  cual se  negaron  las  pretensiones  de  la demanda en  el  
proceso  correspondiente  al  medio  de  control  de  nulidad  y restablecimiento del 
derecho ejercido por la señora Ana Gregoria Pinedo Arroyo contra la Unidad    
Administrativa    Especial    de    Gestión    Pensional    y Contribuciones  Parafiscales  
de  la  Protección  Social,  en  adelante  UGPP, según lo expuesto en la parte 
considerativa de esta providencia.  

SEGUNDO.-Sin condena en costas. 

TERCERO.-Ejecutoriada la presente providencia, devuélvase el expediente al 
Juzgado de origen.. (…)” 

Por Secretaría, dése cumplimiento al numeral tercero de la sentencia de 10 de marzo de 
2022, que ordenó el archivo del expediente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1159 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 1100133350072021-00224-00 

DEMANDANTE: TULIO CESÁREO CAGUA AGUILAR 

DEMANDADO:  NACIÓN –MINISTERIO   DE   EDUCACIÓN –FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –
FIDUPREVISORA S.A. 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “E”, con ponencia del Magistrado Dr. 
Ramiro Ignacio Dueñas Rugnon, que mediante providencia calendada del 30 de 
septiembre de 2022 (Documento 30 del E.D.) dispuso:  

“Primero.-Adicionar al numeral primero de la sentencia proferida el 18 de marzo de 
2022  por  el  Juzgado  Séptimo  (7º)  Administrativo  del  Circuito  Judicial  de  
Bogotá,  el siguiente contenido: “Declarar la existencia del acto ficto o presunto 
negativo originado por Fiduprevisora, al no haber dado respuesta a la petición 
presentada el 11 de diciembre de 2020 por el señor Tulio Cesáreo Cagua Aguilar, 
de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de la sentencia”. 

Segundo.-Confirmar los demás numerales de la sentencia proferida el 18 de marzo 
de 2022 por el Juzgado Séptimo (7º) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, 
por las razones expuestas. 

Tercero.-Condenar  en  costas  de  segunda  instancia a  la parte  demandante.  
Estas costas serán liquidadas por el juzgado de primera instancia siguiendo el 
procedimiento establecido en el artículo 366 del CGP. Fijar las agencias en derecho 
en la suma de doscientos mil ($ 200.000.00) pesos, por las razones expuestas. 

Cuarto.-Por secretaría procédase a la notificación de la sentencia conforme lo 
ordena el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011.Quinto.-Enfirme esta decisión, 
devuélvase el expediente al Juzgado de origen para lo de su competencia. (…)” 

Por Secretaría, liquídense las costas e inclúyanse las agencias en derecho 
conforme lo ordenado por el Superior. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 646 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022). 

 

REFERENCIA:  Exp. N. R. 11001-33-35-007-2021-00230-00 

DEMANDANTE: SANDRA PATRICIA PAEZ ACEVEDO 

DEMANDADO:  AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA 

 

La AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA, contestó oportunamente la demanda, como 

consta en el archivo digital “30.ContestacionDemanda.pdf” y propuso las excepciones 

que denominó, “CARGA DE LA PRUEBA”, “DE LOS DERECHOS Y LOS DEBERES DE 

LOS AHORA, EXTREMOS PROCESALES, A LA LUZ DE LA LEY 80 DE 1993”, “BUENA 

FE”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “PRESCRIPCIÓN” 

 

Conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 

38 de la Ley 2080 de 2021, el 19 de agosto de 2022 

(“34.ConstanciaFijaciónTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la 

parte actora de dichas excepciones, quien guardó silencio al respecto. 

 

Ahora bien, atendiendo a lo dispuesto en el parágrafo segundo del artículo 175 del 

C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, se faculta al Juez de lo 

Contencioso Administrativo, para decidir las excepciones previas, según lo regulado en 

los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso.  

 

Es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 2080 de 

2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de Estado1, 

manifestó lo siguiente:  

 
“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se 
caracterizan por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan 
aquellos elementos que constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, 
los cuales en el evento de ser subsanados en el término de traslado, tal como lo regula 
en numeral 1.° del artículo 101 del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa 
procesal procedente, proferir una decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las 
pretensiones de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa 
que atacan específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de 
la litis y, en esa medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio 
de control. Estas se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen 
la capacidad de poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 
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dicho y corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 
2.° del artículo 175 del CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en 
el numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de 
la de reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una 
audiencia que se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y 
mixtas. Señalaba textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición 
de parte, resolverá sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la 
de reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una 
audiencia que se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones 
previas pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las 
pruebas decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones 
previas pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al 
señalar que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 
102 del Código General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las 
excepciones perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes 
de la audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se 
declararán fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los 
lineamientos precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, 
de lo contrario, esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o 
demostradas, el juzgador tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria 
que defina de fondo las pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 
del CPACA. (…)” (Negrillas y subrayas fuera de texto). 

 

En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 

Ley 2080 de 2021, señala: 

 
«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término 
de tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En 
relación con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones 
previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 
del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se 
refiere el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado 
ponente las decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta 
las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas 
y estén pendientes de decisión. Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad 
para decidir las excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando 
se advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta el marco normativo expuesto, se advierte que en el 

presente asunto no se propusieron excepciones previas de las que trata el artículo 100 

del C.G.P., toda vez que las excepciones de “CARGA DE LA PRUEBA”, “DE LOS 

DERECHOS Y LOS DEBERES DE LOS AHORA, EXTREMOS PROCESALES, A LA LUZ 
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DE LA LEY 80 DE 1993”, “BUENA FE”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “PRESCRIPCIÓN” 

son de mérito.  

 

Considera el Despacho, que de conformidad con la sustentación de las mismas, éstas 

tienen relación directa con el fondo del asunto planteado y hacen parte de los argumentos 

de defensa de la entidad demandada, por lo tanto, no impiden que la controversia se 

resuelva de fondo, razón por la cual al decidir el mérito del proceso, quedarán de paso 

decididas. 

 

Ahora bien, en cuanto a la Excepción de Prescripción, debe el Despacho  referirse a la 

Sentencia de Unificación Jurisprudencial, proferida por el H. Consejo de Estado, Sección 

Segunda, con ponencia del Consejero, Dr. Carmelo Perdomo Cuéter, del 25 de agosto 

de 20162, en donde se señaló, respecto de ciertos derechos laborales, que son 

considerados como irrenunciables, lo siguiente: 

 
“En este orden de ideas, las reclamaciones de los aportes pensionales adeudados al sistema 
integral de seguridad social derivados del contrato realidad, por su carácter de 
imprescriptibles y prestaciones periódicas, están exceptuadas no solo de la prescripción 
extintiva sino de la caducidad del medio de control (de acuerdo con el artículo 164, numeral 1, 
letra c, del CPACA), y por ende, pueden ser solicitados y demandados en cualquier momento, 
puesto que la Administración no puede sustraerse al pago de los respectivos aportes al sistema de 
seguridad social en pensiones, cuando ello puede repercutir en el derecho de acceso a una pensión 
en condiciones dignas y acorde con la realidad laboral, prerrogativa que posee quien ha servido al 
Estado mediante una relación de trabajo. 
 
Consecuentemente, tampoco es exigible el agotamiento de la conciliación extrajudicial como 
requisito previo para demandar a través del medio de control de nulidad y restablecimiento 
del derecho, dado que al estar involucrados en este tipo de controversias (contrato realidad) 
derechos laborales irrenunciables (cotizaciones que repercuten en el derecho a obtener una 
pensión), que a su vez comportan el carácter de ciertos e indiscutibles, no son conciliables 
(condición que prevé el numeral 1 del artículo 161 del CPACA para requerir tal trámite), en 
armonía con el principio constitucional de prevalencia del derecho sustancial.” (Negrillas y 
subrayas del Despacho). 

 

Así entonces, advierte el Despacho, que  para resolver la misma, se debe tener en cuenta, 

que en virtud de los lineamientos expuestos en la citada Sentencia de Unificación del 25 

de agosto de 2016, proferida por el H. Consejo de Estado,  y en posterior Sentencia  también 

de unificación, SUJ-025-CE-S2-2021, del 9 de septiembre de 2021, el fenómeno de la 

prescripción sólo podrá analizarse una vez se determine   en la Sentencia la existencia o no 

de la relación laboral, en especial por estar involucrado el tema relativo a los aportes al 

Sistema de Seguridad Social en Pensiones, razón por la cual no se abordará su estudio, 

en esta oportunidad. 

 

Establecido lo anterior, es menester continuar con el desarrollo normal del proceso, para 

lo cual se advierte que debe fijarse fecha para celebrar la Audiencia Inicial, de que trata 

el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, en consecuencia, el Despacho, se dispone a 

fijar fecha, la cual se realizará de manera virtual, el día NUEVE (9) del mes de 

FEBRERO de DOS MIL VEINTITRES (2023), a las 11:00 a.m., para llevar a cabo la 

citada diligencia. 
 

Se advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria, so 

pena de dar aplicación del numeral 4 del artículo 180 del C.P.A.C.A. 
 

                                                 
2 Providencia dictada dentro del Exp. Rad. 23001-23-33-000-2013-00260-01 (0088-2015). 



 

4 

 

Se remite copia del Protocolo a seguir, para la realización de la Audiencia fijada. 

Igualmente, se les hace saber, que una vez los apoderados den cumplimiento a lo 

ordenado en el numeral 15 del referido Protocolo, se les remitirá el link a través del 

cual podrán acceder a la sala virtual designada, y el link por medio del cual podrán 

visualizar el expediente en medio digital, para lo pertinente.  

 

Se requiere a los apoderados de las partes, a fin de que dos (2) días antes de la 

diligencia, se sirvan remitir al correo electrónico institucional, 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, los poderes y/o sustituciones de los 

mismos, junto con los anexos correspondientes, que acrediten la representación 

otorgada, en el evento de que requieran otorgar nuevo poder, o sustituir el mismo.  

 

Finalmente, se reconoce personería adjetiva a la abogada LINA MARÍA TRIVIÑO MELO 

identificada con cédula de ciudadanía No. 1.069.753.813 y portadora de la Tarjeta 

Profesional No. 318.593 del C. S. de la J., en calidad de apoderada de la entidad 

demandada, Agencia Nacional de Minería, conforme a la documental allegada al proceso, 

y en atención a los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la Ley 

1437 de 2011. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1167 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 1100133350072021-00267-00 
DEMANDANTE: MARÍA DEL TRÁNSITO ZAMBRANO MARTÍNEZ 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

Obedézcase y Cúmplase lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “E”, con ponencia del Magistrado Dr. 
Jaime Alberto Galeano Garzón, que mediante providencia calendada del 28 de octubre 
de 2022 (Documento 28 del E.D.) dispuso:  

“PRIMERO: CONFÍRMESE la sentencia proferida el veintitrés (23) de mayo de dos 
mil veintidós  (2022)por  el  Juzgado  Séptimo  (7.°)  Administrativo  del  Circuito  
Judicial  de Bogotá, por medio de la cual denegó las súplicas de la demanda 
promovida por la señora María  del  Tránsito  Zambrano  Martínez contra  la Nación-
Ministerio  de  Educación Nacional–Fondo  Nacional  de  Prestaciones  Sociales  del  
Magisterio-FNPSM-Fiduciaria La Previsora S.A., de acuerdo con las 
consideraciones precedentes. 

SEGUNDO: De  conformidad  con  el  artículo  365  del  Código  General  del  
Proceso,  se condena en costas en esta instancia a la parte accionante según lo 
señalado en precedencia. Para tales efectos, se fija como agencias en derecho la 
suma de doscientos mil pesos moneda legal ($ 200.000 M/L). Liquídense por 
secretaría del juzgado de instancia.    

TERCERO: Una vez en firme, por la secretaría de la subsección devuélvase el 
expediente al juzgado de origen, previas las anotaciones correspondientes en el 
sistema de información de la Rama Judicial Samai. (…)” 

Por Secretaría, liquídense las costas e inclúyanse las agencias en derecho, conforme lo 
ordenado por el Superior. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1210 

  

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022)  

 

REFERENCIA:  Exp. N.R. No. 1100133350072021-00281-00 

DEMANDANTE: LUZ ELENA BELTRÁN MORALES 

DEMANDADO:  SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 

E.S.E. 

 

Advierte el Despacho, que para el pasado 18 de noviembre de 2022, se había 

programado Audiencia  Inicial a través de la plataforma de la Rama Judicial, pero, 

el operador Lifesize a lo largo de ese día presentó fallas técnicas lo que ocasionó 

constantes interrupciones y dificultades en la conectividad,y conllevó a que no se 

pudiera llevar a cabo la audiencia en la hora y día señalados en auto del 27 de 

octubre de 2022. De lo anterior fue emitido un comunicado oficial, informando sobre 

las fallas presentadas, lo cual se puso en conocimiento de las partes. Así entonces, 

se encuentra pendiente de fijar nueva fecha para para la diligencia señalada. 

 

En consecuencia, señálese el día DOS (02) DE DICIEMBRE DE DOS MIL 

VEINTIDOS (2022), a las: 11:00 a.m., para llevar a cabo la citada diligencia.  

 

Se advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria, 

so pena de dar aplicación del numeral 4 del artículo 180 del C.P.A.C.A. 

 

Se remite copia del Protocolo a seguir, para la realización de la Audiencia 

fijada. Igualmente, se les hace saber, que una vez los apoderados den 

cumplimiento a lo ordenado en el numeral 15 del referido Protocolo, se les 

remitirá el link a través del cual podrán acceder a la sala virtual designada, y 

el link por medio del cual podrán visualizar el expediente en medio digital, para 

lo pertinente. 

 

Se requiere a los apoderados de las partes, a fin de que dos (2) días antes de la 

diligencia, se sirvan remitir al correo electrónico institucional, 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, los poderes y/o sustituciones de los 

mismos, junto con los anexos correspondientes, que acrediten la representación 

otorgada, en el evento de que requieran otorgar nuevo poder, o sustituir el mismo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 648 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022). 

 

REFERENCIA:  Exp. N. R. 11001-33-35-007-2021-00339-00 

DEMANDANTE: EDWARD NORVEY VERANO BOHORQUEZ 

DEMANDADO:  BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – INSTITUTO DISTRITAL DE 

GESTIÓN DE RIESGOS Y CAMBIO CLIMÁTICO - IDIGER 

 

BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – INSTITUTO DISTRITAL DE GESTIÓN DE RIESGOS Y 

CAMBIO CLIMÁTICO – IDIGER, contestó oportunamente la demanda, como consta en 

el archivo digital “10.ContestaciónDemanda.pdf” y propuso las excepciones que 

denominó “FALTA DE LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL COMO REQUISITO DE 

PROCEDIBILIDAD A LAS ACCIONES DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO”, “EL ACTO ADMINISTRATIVO CONTENIDO EN EL OFICIO 2021EE79 DEL 

13 DE JULIO DE 2021 SE AJUSTA A DERECHO”, “INEXISTENCIA DE LOS 

ELEMENTOS ESENCIALES DE UNA RELACIÓN LABORAL”, “CARENCIA DE PRUEBA 

QUE ACREDITE LA EXISTENCIA DE UN CONTRATO REALIDAD”, “INEXISTENCIA 

DEL DERECHO INVOCADO”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “NO EXISTENCIA DE 

FRAUDE A CONTRATO LABORAL”, “PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN” y “EXCEPCIÓN 

GENÉRICA”. 

 

Observa el Despacho que, conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del 

C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, el 12 de julio de 2022 

(“17.ConstanciaTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la parte 

actora de dichas excepciones, quien allegó escrito oportunamente pronunciándose sobre 

las mismas, como se observa en el archivo digital 

(“18.DescorreTrasladoExcepciones.pdf”). 

 

Ahora bien, atendiendo a lo dispuesto en el parágrafo segundo del artículo 175 del 

C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, se faculta al Juez de lo 

Contencioso Administrativo, para decidir las excepciones previas, según lo regulado en 

los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso.  

 

Es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 2080 de 

2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de Estado1, 

manifestó lo siguiente:  

 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 
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“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se 
caracterizan por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan 
aquellos elementos que constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, 
los cuales en el evento de ser subsanados en el término de traslado, tal como lo regula 
en numeral 1.° del artículo 101 del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa 
procesal procedente, proferir una decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las 
pretensiones de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa 
que atacan específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de 
la litis y, en esa medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio 
de control. Estas se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen 
la capacidad de poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente 
dicho y corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 
2.° del artículo 175 del CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en 
el numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de 
la de reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una 
audiencia que se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y 
mixtas. Señalaba textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición 
de parte, resolverá sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la 
de reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una 
audiencia que se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones 
previas pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las 
pruebas decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones 
previas pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al 
señalar que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 
102 del Código General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las 
excepciones perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes 
de la audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se 
declararán fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los 
lineamientos precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, 
de lo contrario, esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o 
demostradas, el juzgador tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria 
que defina de fondo las pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 
del CPACA. (…)” (Negrillas y subrayas fuera de texto). 

 

En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 

Ley 2080 de 2021, señala: 

 
«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término 
de tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En 
relación con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones 
previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 
del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se 
refiere el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado 
ponente las decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta 
las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas 
y estén pendientes de decisión. Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad 
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para decidir las excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando 
se advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta el marco normativo expuesto, se advierte que en el 

presente asunto se propusieron excepciones que no son de las que trata el artículo 100 

del C.G.P., toda vez que las excepciones de “EL ACTO ADMINISTRATIVO CONTENIDO 

EN EL OFICIO 2021EE79 DEL 13 DE JULIO DE 2021 SE AJUSTA A DERECHO”, 

“INEXISTENCIA DE LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE UNA RELACIÓN LABORAL”, 

“CARENCIA DE PRUEBA QUE ACREDITE LA EXISTENCIA DE UN CONTRATO 

REALIDAD”, “INEXISTENCIA DEL DERECHO INVOCADO”, “COBRO DE LO NO 

DEBIDO”, “NO EXISTENCIA DE FRAUDE A CONTRATO LABORAL”, “PRESCRIPCIÓN 

DE LA ACCIÓN” y “EXCEPCIÓN GENÉRICA” son de mérito.  

 

Considera el Despacho, que de conformidad con la sustentación de las mismas, éstas 

tienen relación directa con el fondo del asunto planteado y hacen parte de los argumentos 

de defensa de las entidades demandada y vinculada, por lo tanto, no impiden que la 

controversia se resuelva de fondo, razón por la cual al decidir el mérito del proceso, 

quedarán de paso decididas. 

 

Con respecto a la excepción denominada “FALTA DE LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL 

COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD A LAS ACCIONES DE NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO”, ha señalado el H. Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “F”, atendiendo pronunciamientos 

emitidos por el  H. Consejo de Estado, que no es propiamente una excepción previa, sino 

un presupuesto previo a demandar2. Ahora bien, ésta se encuentra sustentada en que de 

conformidad con lo estipulado en el artículo 161 del CPACA, la conciliación extrajudicial 

es un requisito de procedibilidad, para acudir ante esta jurisdicción. No obstante lo 

anterior, debe el Despacho, referirse a la Sentencia de Unificación que en esta materia 

ha sido proferida por el H. Consejo de Estado, Sección Segunda, con ponencia del 

Consejero, Dr. Carmelo Perdomo Cuéter, del 25 de agosto de 20163, en la que al respecto  

dispuso: 

 
“En este orden de ideas, las reclamaciones de los aportes pensionales adeudados al 

sistema integral de seguridad social derivados del contrato realidad, por su carácter de 

imprescriptibles y prestaciones periódicas, están exceptuadas no solo de la prescripción 

extintiva sino de la caducidad del medio de control (de acuerdo con el artículo 164, numeral 1, 

letra c, del CPACA), y por ende, pueden ser solicitados y demandados en cualquier momento, 

puesto que la Administración no puede sustraerse al pago de los respectivos aportes al sistema de 

seguridad social en pensiones, cuando ello puede repercutir en el derecho de acceso a una pensión 

en condiciones dignas y acorde con la realidad laboral, prerrogativa que posee quien ha servido al 

Estado mediante una relación de trabajo. 

 

Consecuentemente, tampoco es exigible el agotamiento de la conciliación extrajudicial 

como requisito previo para demandar a través del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, dado que al estar involucrados en este tipo de controversias 

(contrato realidad) derechos laborales irrenunciables (cotizaciones que repercuten en el 

                                                 
2 Providencia del 6 de julio de 2022, Radicación 11001333500720190042501 
3 Providencia dictada dentro del Exp. Rad. 23001-23-33-000-2013-00260-01 (0088-2015). 
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derecho a obtener una pensión), que a su vez comportan el carácter de ciertos e 

indiscutibles, no son conciliables (condición  que prevé el numeral 1 del artículo 161 del 

CPACA para requerir tal trámite), en armonía con el principio constitucional de prevalencia 

del derecho sustancial.” (Negrillas y subrayas del Despacho). 

 

De igual forma, el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, 

Subsección “E”, con ponencia del Magistrado, Dr. Jaime Alberto Galeano Garzón, de 

fecha 10 de abril de 2019, dentro del expediente No. 2018-00115, se resolvió un recurso 

de apelación contra el Auto que negó la excepción previa de caducidad, dentro de una 

demanda de contrato realidad, confirmando la decisión proferida por este Juzgado en 

Audiencia Inicial, celebrada el 27 de noviembre de 2018, y en la que también se pronunció 

sobre la conciliación extrajudicial como requisito previo para demandar a través del medio 

de control de nulidad y restablecimiento del derecho, así: 

 
“La Sala Unitaria confirmará el auto impugnado en atención a los mandatos del artículo 164 numeral 

1 literal c) del CPACA y según lo dispuesto por el Consejo de Estado a partir de la sentencia de 

unificación proferida el 25 de agosto de 2016, línea jurisprudencial que ha sido clara y enfática al 

indicar que los procesos en los cuales se pretenda el reconocimiento de una relación laboral 

con el Estado, y como consecuencia, el pago de las prestaciones derivadas de esta, están 

exceptuados del presupuesto de la caducidad, e incluso no resulta exigible el agotamiento 

de la conciliación extrajudicial como requisito previo para demandar a través del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho, dado que en estas controversias se debe 

realizar un pronunciamiento sobre los aportes al sistema de seguridad social en pensiones, aun 

cuando ello no haya sido solicitado en la demanda, dado que tienen el carácter de imprescriptibles 

e irrenunciables y cuentan con la connotación de prestación periódica. 

 

Por lo tanto, es evidente que no se configuró la excepción previa de caducidad, pues la regla 

general aplicable a este caso, es que la demanda puede ser presentada en cualquier tiempo.” 

(Resaltado del Despacho) 

 

Por demás, el apoderado de la parte demandante expuso su oposición a la consideración 

de la excepción, trayendo a colación lo relacionado con reforma de la Ley 2080 de 2021 

al artículo 161 del CPACA: 
 

“Quiero manifestarle al despacho, que de acuerdo a la naturaleza del asunto a tratar en la presente 

demanda, esta se rige por lo establecido en el Artículo 161 del CPACA, reformado por la ley 2080 

del 25 de enero del año 2021, el cual describe claramente que los asuntos laborales y pensionales 

sujetos a ventilarse por la Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, el requisito 

procedibilidad es facultativo.” 

 

Conforme a lo expuesto, este Despacho debe precisar, que como la controversia bajo 

estudio versa sobre la declaratoria o no de la existencia de un contrato realidad entre las 

partes, lo cual involucra ciertos derechos laborales irrenunciables, como las cotizaciones 

a seguridad social, que comportan el carácter de ciertos e indiscutibles, no hay lugar a 

exigir el requisito de procedibilidad de la conciliación.  

 

En cuanto a la excepción de “PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN”, también formulada por 

la accionada, advierte el Despacho, que  para resolver la misma, se debe tener en cuenta, 

que en virtud de los lineamientos expuestos en la citada Sentencia de Unificación del 25 

de agosto de 2016, proferida por el H. Consejo de Estado,  y en posterior Sentencia también 

de unificación, SUJ-025-CE-S2-2021, del 9 de septiembre de 2021, el fenómeno de la 

prescripción sólo podrá analizarse una vez se determine   en la Sentencia la existencia o no 

de la relación laboral, en especial por estar involucrado el tema relativo a los aportes al 
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Sistema de Seguridad Social en Pensiones, razón por la cual no se abordará su estudio, 

en esta oportunidad. 

Establecido lo anterior, es menester continuar con el desarrollo normal del proceso, para 

lo cual se advierte que debe fijarse fecha para celebrar la Audiencia Inicial, de que trata 

el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, en consecuencia, el Despacho, se dispone a 

fijar fecha, la cual se realizará de manera virtual, el día NUEVE (9) del mes de 

FEBRERO de DOS MIL VEINTITRES (2023), a las 2:30 p.m., para llevar a cabo la citada 

diligencia. 
 

Se advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria, so 

pena de dar aplicación del numeral 4 del artículo 180 del C.P.A.C.A. 
 

Se remite copia del Protocolo a seguir, para la realización de la Audiencia fijada. 

Igualmente, se les hace saber, que una vez los apoderados den cumplimiento a lo 

ordenado en el numeral 15 del referido Protocolo, se les remitirá el link a través del 

cual podrán acceder a la sala virtual designada, y el link por medio del cual podrán 

visualizar el expediente en medio digital, para lo pertinente.  

 

Se requiere a los apoderados de las partes, a fin de que dos (2) días antes de la 

diligencia, se sirvan remitir al correo electrónico institucional, 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, los poderes y/o sustituciones de los 

mismos, junto con los anexos correspondientes, que acrediten la representación 

otorgada, en el evento de que requieran otorgar nuevo poder, o sustituir el mismo.  

 

De conformidad con el poder allegado, se reconoce personería adjetiva al Dr. JORGE 

HERNÁN COLMENARES RIATIVA, identificado con cédula de ciudadanía No. 

80.505.583 y portador de la Tarjeta Profesional No. 114.231 del C. S. de la J., en calidad 

de apoderado de la entidad demandada, Bogotá Distrito Capital – Instituto Distrital de 

Gestión de Riesgos IDIGER, conforme a la documental allegada al proceso, y en atención 

a los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Ahora bien, en atención a su manifestación de que ante su renuncia, la representación 

judicial para el presente proceso recaerá en cabeza de la Dra. NATALIA MANTILLA 

ARIZA PERDOMO, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.020.797.068 y 

portadora de la Tarjeta Profesional No. 299.767 del C. S. de la J., hasta tanto no se 

allegue el correspondiente poder, y demás documental pertinente, no es posible 

reconocerle personería para actuar en nombre de la demandada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 647 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022). 

 

REFERENCIA:  Exp. N. R. 11001-33-35-007-2021-00368-00 

DEMANDANTE: MARÍA ISABEL PINZÓN TIBAVISCO 

DEMANDADO:  INSTITUTO COLOMBIANO AGROPECUARIO 

 

El INSTITUTO COLOMBIANO AGROPECUARIO-ICA, contestó oportunamente la 

demanda, como consta en el archivo digital “30.ContestacionDemanda.pdf”, y propuso 

las excepciones que denominó, “PRESCRIPCIÓN DE DERECHOS RECLAMADOS”, 

“COBRO DE LO NO DEBIDO”, “INEXISTENCIA DEL DERECHO SUBJETIVO 

RECLAMADO” y “EXCEPCIÓN GENÉRICA”. 

 

Conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 

38 de la Ley 2080 de 2021, el 19 de agosto de 2022 

(“34.ConstanciaFijaciónTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la 

parte actora de dichas excepciones, quien guardó silencio al respecto. 

 

Ahora bien, atendiendo a lo dispuesto en el parágrafo segundo del artículo 175 del 

C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, se faculta al Juez de lo 

Contencioso Administrativo, para decidir las excepciones previas, según lo regulado en 

los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso.  

 

Es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 2080 de 

2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de Estado1, 

manifestó lo siguiente:  

 
“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se 
caracterizan por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan 
aquellos elementos que constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, 
los cuales en el evento de ser subsanados en el término de traslado, tal como lo regula 
en numeral 1.° del artículo 101 del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa 
procesal procedente, proferir una decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las 
pretensiones de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa 
que atacan específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de 
la litis y, en esa medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio 
de control. Estas se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen 
la capacidad de poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 
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dicho y corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 
2.° del artículo 175 del CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en 
el numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de 
la de reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una 
audiencia que se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y 
mixtas. Señalaba textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición 
de parte, resolverá sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la 
de reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una 
audiencia que se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones 
previas pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las 
pruebas decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones 
previas pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al 
señalar que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 
102 del Código General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las 
excepciones perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes 
de la audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se 
declararán fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los 
lineamientos precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, 
de lo contrario, esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o 
demostradas, el juzgador tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria 
que defina de fondo las pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 
del CPACA. (…)” (Negrillas y subrayas fuera de texto). 

 

En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 

Ley 2080 de 2021, señala: 

 
«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término 
de tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En 
relación con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones 
previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 
del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se 
refiere el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado 
ponente las decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta 
las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas 
y estén pendientes de decisión. Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad 
para decidir las excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando 
se advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta el marco normativo expuesto, se advierte que en el 

presente asunto no se propusieron excepciones previas de las que trata el artículo 100 

del C.G.P., toda vez que las excepciones de, “PRESCRIPCIÓN DE DERECHOS 
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RECLAMADOS”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “INEXISTENCIA DEL DERECHO 

SUBJETIVO RECLAMADO” y “EXCEPCIÓN GENÉRICA” son de mérito.  

 

Considera el Despacho, que de conformidad con la sustentación de las mismas, éstas 

tienen relación directa con el fondo del asunto planteado y hacen parte de los argumentos 

de defensa de la entidad demandada, por lo tanto, no impiden que la controversia se 

resuelva de fondo, razón por la cual al decidir el mérito del proceso, quedarán de paso 

decididas. 

 

Ahora bien, en cuanto a la Excepción de Derechos Reclamados, debe el Despacho  

referirse a la Sentencia de Unificación Jurisprudencial, proferida por el H. Consejo de 

Estado, Sección Segunda, con ponencia del Consejero, Dr. Carmelo Perdomo Cuéter, 

del 25 de agosto de 20162, en donde se señaló, respecto de ciertos derechos laborales, 

que son considerados como irrenunciables, lo siguiente: 

 
“En este orden de ideas, las reclamaciones de los aportes pensionales adeudados al sistema 
integral de seguridad social derivados del contrato realidad, por su carácter de 
imprescriptibles y prestaciones periódicas, están exceptuadas no solo de la prescripción 
extintiva sino de la caducidad del medio de control (de acuerdo con el artículo 164, numeral 1, 
letra c, del CPACA), y por ende, pueden ser solicitados y demandados en cualquier momento, 
puesto que la Administración no puede sustraerse al pago de los respectivos aportes al sistema de 
seguridad social en pensiones, cuando ello puede repercutir en el derecho de acceso a una pensión 
en condiciones dignas y acorde con la realidad laboral, prerrogativa que posee quien ha servido al 
Estado mediante una relación de trabajo. 
 
Consecuentemente, tampoco es exigible el agotamiento de la conciliación extrajudicial como 
requisito previo para demandar a través del medio de control de nulidad y restablecimiento 
del derecho, dado que al estar involucrados en este tipo de controversias (contrato realidad) 
derechos laborales irrenunciables (cotizaciones que repercuten en el derecho a obtener una 
pensión), que a su vez comportan el carácter de ciertos e indiscutibles, no son conciliables 
(condición que prevé el numeral 1 del artículo 161 del CPACA para requerir tal trámite), en 
armonía con el principio constitucional de prevalencia del derecho sustancial.” (Negrillas y 
subrayas del Despacho). 

 

Así entonces, advierte el Despacho, que  para resolver la misma, se debe tener en cuenta, 

que en virtud de los lineamientos expuestos en la citada Sentencia de Unificación del 25 

de agosto de 2016, proferida por el H. Consejo de Estado,  y en posterior Sentencia  también 

de unificación, SUJ-025-CE-S2-2021, del 9 de septiembre de 2021, el fenómeno de la 

prescripción sólo podrá analizarse una vez se determine   en la Sentencia la existencia o no 

de la relación laboral, en especial por estar involucrado el tema relativo a los aportes al 

Sistema de Seguridad Social en Pensiones, razón por la cual no se abordará su estudio, 

en esta oportunidad. 

 

Establecido lo anterior, es menester continuar con el desarrollo normal del proceso, para 

lo cual se advierte que debe fijarse fecha para celebrar la Audiencia Inicial, de que trata 

el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, en consecuencia, el Despacho, se dispone a 

fijar fecha, la cual se realizará de manera virtual, el día NUEVE (9) del mes de 

FEBRERO de DOS MIL VEINTITRES (2023), a las 9:45 a.m., para llevar a cabo la citada 

diligencia. 
 

Se advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria, so 

pena de dar aplicación del numeral 4 del artículo 180 del C.P.A.C.A. 
 

                                                 
2 Providencia dictada dentro del Exp. Rad. 23001-23-33-000-2013-00260-01 (0088-2015). 
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Se remite copia del Protocolo a seguir, para la realización de la Audiencia fijada. 

Igualmente, se les hace saber, que una vez los apoderados den cumplimiento a lo 

ordenado en el numeral 15 del referido Protocolo, se les remitirá el link a través del 

cual podrán acceder a la sala virtual designada, y el link por medio del cual podrán 

visualizar el expediente en medio digital, para lo pertinente.  

 

Se requiere a los apoderados de las partes, a fin de que dos (2) días antes de la 

diligencia, se sirvan remitir al correo electrónico institucional, 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, los poderes y/o sustituciones de los 

mismos, junto con los anexos correspondientes, que acrediten la representación 

otorgada, en el evento de que requieran otorgar nuevo poder, o sustituir el mismo.  

 

Finalmente, se reconoce personería adjetiva a la abogada ADRIANA MERCEDES 

MARTÍNEZ PERDOMO, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.075.265.455 y 

portadora de la Tarjeta Profesional No. 311.382 del C. S. de la J., en calidad de 

apoderada de la entidad demandada, Instituto Colombiano Agropecuario, conforme a la 

documental allegada al proceso, y en atención a los artículos 74 y 75 del C.G.P., en 

armonía con el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 681 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022). 

 

REFERENCIA:  Exp. N. R. 11001-3335-007-2022-00-153-00 

DEMANDANTE: DIANA PATRICIA RÍOS GÓMEZ 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO -BOGOTA D.C.-SECRETARIA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTA.  

 

El parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  faculta al Juez de lo Contencioso Administrativo, para decidir las 
excepciones previas, según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso.  
 
La norma en cita, además dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 
extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 
previstos en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011. 
 
A su vez, el parágrafo del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por la ley 
2080 de 2021, ordena que en el auto con el que se corra traslado para alegar, se deberá 
indicar la razón por la cual dictará sentencia anticipada, teniendo especial cuidado de 
enunciar la o las excepciones sobre las que se efectuará el pronunciamiento, sin perjuicio 
de reconsiderar la decisión de proferir sentencia anticipada, ordenando 
consecuentemente continuar con el trámite normal del proceso. 
 

 
ANTECEDENTES 

 
Integrada la litis, se observa que, la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 
contestó oportunamente la demanda, como consta en el archivo 
12.ConstestaciónMineducación.pf”, y propuso las excepciones de, -Prescripción Extintiva 
de la Sanción Moratoria,  -Legalidad de los actos administrativos atacados de nulidad. -
Improcedencia de la Sanción Moratoria contemplada en la Ley 1071 de 2006 en casos 
de reajuste de la liquidación de cesantías.- Cobro de lo no debido. -Ausencia del deber 
de pagar sanciones por parte de la entidad Fiduciaria-Ausencia de Legitimación en la 
causa por Pasiva. -Improcedencia de la Indexación. -Improcedencia de la Condena en 
Costas. -Excepción Genérica. 
 
Igualmente, BOGOTA D.C.-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, contestó 
oportunamente la demanda, como conta en el archivo 
13.ConstestaciónSecretaríaEducación y formuló las siguientes excepciones  -
Prescripción de las cesantías-prescripción extintiva trienal. -Cambio normativo en la 
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responsabilidad del ente territorial por el pago tardío de las cesantías. -No comprender la 
demanda a todos los litisconsortes necesarios. 
 
Como quiera que previo a dictar sentencia anticipada, se hace necesario descorrer 
traslado para alegar de conclusión, en aras de brindar a la parte demandante la 
oportunidad de pronunciarse sobre la excepción de Prescripción Extintiva del Derecho 
pretendido dentro de este proceso, tal como lo ordena el parágrafo del artículo 182A de 
la Ley 1437 de 2011, se procederá en tal sentido. 
 
En mérito de lo expuesto, el Despacho,  

 

RESUELVE 
 

Primero.-. Atendiendo lo dispuesto en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 
2011, el Despacho se pronunciará mediante Sentencia Anticipada, sobre la excepción 
previa denominada Prescripción Extintiva. 
 
Segundo.-. Se concede el término de 10 días siguientes a la fecha de notificación de 
esta providencia, a fin de que las partes presenten sus alegatos de conclusión por escrito, 
y el Ministerio Público rinda su concepto, si a bien lo tiene, dentro del mismo término. 
 
Tercero: Advertir a las partes, y a la señora Agente del Ministerio Público delegada ante 
este Despacho, que los memoriales dirigidos al proceso de la referencia, deben ser 
enviados a la contraparte y además, radicados en el buzón electrónico de la Oficina de 
Apoyo para los Juzgados Administrativos, (correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co), tal como lo dispone el Decreto Legislativo 
806 de 2020, cuya vigencia fue habilitada por la Ley 2213 del 13 de junio de 2022. 
 
Cuarto: Se reconoce personería a la abogada AIDEE JOHANNA GALINDO ACERO, 
identificada  con cédula de ciudadanía No. 52.863.417 de Bogotá  y portadora de la 
Tarjeta Profesional No. 258.462 del C. S. de la J., en calidad de apoderada general de la 
demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y a la abogada GINA 
PAOLA GARCÍA FLOREZ, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.018.496.314 de 
Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 366.593 del C. S. de la J., como 
apoderada sustituta de la referida entidad, de conformidad con los artículos 74 y 75 del 
C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011, y de acuerdo con la 
documental allegada al proceso, para tales efectos. 
 
Quinto: Se reconoce personería al abogado JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA, 
identificado con cédula de ciudadanía 1.015.407.639 y portador de la Tarjeta Profesional 
No. 213.500 del C. S. de la J., representante legal de la firma JIMÉNEZ Y CALDERÓN 
ABOGADOS S.A.S., y/o JOSÉ GABRIEL CALDERÓN GARCÍA, en calidad de apoderado 
general de la demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, y a la abogada 
VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1. 1.032.471.577 de Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 342.450 del C. S. 
de la J., como apoderada sustituta de la referida entidad, en atención a la documental 
allegada al proceso para tales efectos, de conformidad con los artículos 74 y 75 del 
C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Para consulta del expediente, ingresar al siguiente link, 11001333500720220015300 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://etbcsj.sharepoint.com/:f:/s/JUZGADOSPTIMOADTIVOBOGOT/EpayeenvkyNFrr6VaDH4icMBUTNNEmDcbvn306FXEy--9g?e=1udlQQ
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 654 

 

Noviembre  veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022). 

 

REFERENCIA:  EXP. N. R. 11001-33-35-007-2022-00156-00 

DEMANDANTE: WILLIAM PULIDO CARDOZO 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO - –DISTRITO    CAPITAL –SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTA 

 
El parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  faculta al Juez de lo Contencioso Administrativo, para decidir las 
excepciones previas, según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso.  
 
La norma en cita, además dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 
extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 
previstos en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011. 
 
A su vez, el numeral 1º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por la ley 
2080 de 2021, exige que cuando se verifique el cumplimiento de los requisitos necesarios 
para dictar sentencia anticipada, mediante auto motivado se resolverán las excepciones 
previas, fijará el litigio u objeto de la controversia y habrá un pronunciamiento sobre las 
pruebas, cuando a ello hubiere lugar, para finalmente descorrer traslado para alegar de 
conclusión. 

 
ANTECEDENTES 

 
Integrada la litis, se observa que la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, contestó 
oportunamente la demanda, como consta en el archivo digital 
“13.ContestacionDemandaMineducacion.pdf” y propuso las excepciones de, 
“INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES”, 
“INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 
PASIVA”,  “GENÉRICA”, e “IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS”. 
 
Por su parte, BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, contestó 
oportunamente la demanda, como consta en el archivo digital 
“12.ContestacionDemandaSecretariaDeEducacion.pdf” y propuso las excepciones que 
denominó, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, “GENÉRICA O INNOMINADA”, “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, y 
“FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”.  
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Conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 
38 de la Ley 2080 de 2021, el 11 de noviembre de 2022 
(“14.ConstanciaTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la parte 
actora de dichas excepciones, quien intervino oportunamente, mediante escrito en el que 
se opuso a su prosperidad (“15.pronunciamientoDemandante”). 
 
Ahora bien, es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 
2080 de 2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de 
Estado1, manifestó lo siguiente:  
 

“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se caracterizan 
por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan aquellos elementos que 
constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, los cuales en el evento de ser 
subsanados en el término de traslado, tal como lo regula en numeral 1.° del artículo 101 
del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa procesal procedente, proferir una 
decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las pretensiones 
de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa que atacan 
específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de la litis y, en esa 
medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio de control. Estas 
se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen la capacidad de 
poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente dicho y 
corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 2.° del artículo 175 del 
CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en el 
numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una audiencia que 
se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y mixtas. Señalaba 
textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición de parte, resolverá 
sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 
falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una audiencia que 
se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones previas 
pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las pruebas 
decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones previas 
pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al señalar 
que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las excepciones 
perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes de la 
audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se declararán 
fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los lineamientos 
precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, de lo contrario, 
esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o demostradas, el juzgador 
tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria que defina de fondo las 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 
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pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 del CPACA. (…)” (Negrillas 
y subrayas fuera de texto). 

 

En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  señala: 
 

«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término de 
tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación 
con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones previas se 
formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General 
del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo 
del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 
que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las 
excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión. Antes de la 
audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se declarará 
la terminación del proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de 
procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 

Así entonces,  teniendo en cuenta el marco normativo y jurisprudencial expuesto, procede 
el Despacho a pronunciarse sobre los medios exceptivos formulados por las 
demandadas.  
 
1.- NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
 
1.1.- Formuló la excepción de INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE 
REQUISITOS FORMALES, en consideración a que, se deprecó la nulidad del acto 
administrativo ficto configurado el día 10 DE NOVIEMBRE DEL 2021,  frente a   la   
petición   presentada   ante   LA   SECRETARIA   DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ D.C.; 
cuando lo cierto es, que dicha petición fue resuelta por la entidad territorial (no se indica 
mediante qué acto), y por lo tanto, no se establecen los supuestos para la configuración 
del acto ficto, de conformidad con lo regulado en el artículo 83 del CPACA. 
 
Sea lo primero indicar que, frente a la excepción de ineptitud de la demanda, el H. Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “F”, con ponencia del 
Dr. Luis Alfredo Zamora Acosta, en auto proferido el 6 de julio de 2022, señaló: 
 

“De  esta  manera,  se  advierte  que  la  denominada  ineptitud  de  la  demanda,  la  cual  en 
palabras del H. Consejo de Estado3 “propende porque el escrito inicial se adecúe a los requisitos 
legales de forma que permitan su análisis en sede judicial, so pena de la terminación anticipada 
del proceso, se  configura  solo  en  dos  escenarios,  a  saber,  i)  cuando  se  advierte  la  falta  
de requisitos formales o ii) se observa una indebida acumulación de pretensiones, sin que 
sea procedente extenderla a la falta de agotamiento de la conciliación, el cual si bien es una 
exigencia previa no corresponde a un requisito formal en los precisos términos del artículo 162 del 
CPACA”. 

 

Cabe precisar entonces, que la ineptitud de la demanda se fundamenta frente a la falta 
de requisitos formales, que en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, se 
configura cuando se incumplen las cargas procesales que prevé el Capítulo III del Título 
V de la Ley 1437 de 2011. 

                                                 
2 Radicación:11001-33-35-007-2019-00425-01. Demandante: ENVER ALBERTO MESTRATAMAYO. 

3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejera Ponente: Sandra Lisset 

Ibarra Vélez, Bogotá D. C. nueve (9) de julio de dos mil dieciocho (2018).,  Radicación número: 05001-23-33-000-2016-00773-

01(0630-18), Actor: Carlos Mario Ramírez Suaza, Demandado: Unidad Nacional de Protección -UNP 
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Al respecto, observa el Despacho, que el litigio comprende en definir en primer lugar, si 
se configuró o no un acto ficto, dadas las posiciones encontradas de las partes, pues 
mientras la parte actora alega que éste se configuró  al no ser contestada de fondo su 
petición, la accionada señala que existe un acto expreso con el que se dio respuesta a 
su solicitud,  razón por la cual la decisión de la referida excepción debe ser resuelta con 
el fondo del asunto, valoradas las documentales allegadas al proceso.  

 

1.2.- Formuló además, la  excepción de “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA 
POR PASIVA”,  la cual no tiene el carácter de previa, al no encontrarse enlistada en el 
artículo 100 del C.G.P., sino que es considerara una excepción perentoria nominada, por 
tener relación directa con las pretensiones de la demanda, porque de alguna manera 
controvierte de fondo la reclamación perseguida en el medio de control.  
 
Recuérdese, que la legitimidad o titularidad para accionar o ser accionado en un proceso, 
es presupuesto o requisito indispensable para la prosperidad de las pretensiones, y como 
tal, su ausencia no impide decidir de fondo el asunto, porque la decisión, precisamente 
será absolutoria si quien carece de interés para actuar es la parte demandada.  
 
Para tener legitimación en la causa, es suficiente con ser vinculado a un juicio, por lo 
tanto, para establecer si entre las partes existe una relación jurídica sustancial, que 
legitime para accionar o ser accionado, debe estudiarse de fondo el restablecimiento del 
derecho pretendido y determinar la configuración de la acción instaurada. 
 
En consideración de lo anterior, sobre la excepción de Falta de Legitimación en la causa 
por Pasiva, no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en la sentencia que 
ponga fin a la discusión planteada, por lo que teniendo en cuenta que la demanda se 
instauró en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, se continuará el 
proceso con la referida entidad, para  definir  finalmente en la sentencia, si le corresponde 
o no responder por el derecho que se reclama, circunstancia que obliga a mantener su 
vinculación procesal, toda vez que, no existen los elementos de juicio necesarios para 
declarar probada  dicha excepción, y terminar el proceso por sentencia anticipada.  
 
1.3.- Las demás excepciones que denominó, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, 
“IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS” y “GENÉRICA”, son de mérito, y 
en consecuencia, de conformidad con la sustentación de las mismas, éstas tienen 
relación directa con el fondo del asunto planteado y hacen parte de los argumentos de 
defensa de la entidad demandada, por lo tanto, no impiden que la controversia se 
resuelva de fondo, razón por la cual al decidir el mérito del proceso, quedarán de paso 
decididas. 
 
2.- BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL 
 
2.1.- Sobre la FALTA DE LEGITIMACIÓN  EN  LA  CAUSA  POR  PASIVA”, así como 
se indicó líneas atrás, para resolver la propuesta por la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO,  frente a ella no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en 
la sentencia que ponga fin a la discusión planteada, teniendo en cuenta que no tiene el 
carácter de previa, porque no se encuentra enlistada en el artículo 100 del C.G.P., y  es 
considerara una excepción perentoria nominada. 
 
Nótese, que los argumentos presentados por la demandada no se refieren a la 
legitimación en la causa de hecho o procesal, esta es la capacidad para intervenir en el 
proceso y ejercer los derechos de defensa y de contradicción, sino a la legitimación 
material en la causa, esto es sobre la relación jurídica sustancial y la determinación de la 
obligación legal de responder por las pretensiones de la demandante, y por lo tanto al 
fondo del asunto, lo que se resolverá en la sentencia, agotadas las etapas previas del 
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proceso, ya que  en este momento no existen los elementos de juicio necesarios para 
declarar probada  dicha excepción y terminar el proceso por sentencia anticipada. 
 
2.2.- La entidad encartada también propuso la excepción de, “NO COMPRENDER LA 
DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, por considerar que la 
demanda se debió dirigir contra la Fiduciaria La Previsora S.A., en su calidad de 
administradora de los recursos del Fondo, toda vez que, en virtud del Decreto 2831 de 
2005, por autorización de la Ley 91 de 1989, es quien debe pagar las prestaciones 
sociales reconocidas a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, atendiendo al contrato de fiducia celebrado entre dicha entidad fiduciaria 
y el Ministerio de Educación. 
 
Cita además el comunicado No 008 de fecha 11-02-2020, expedido por Fiduprevisora 
S.A, según el cual,  se precisa que a la luz del acuerdo No 39 de 1998, las Secretarías 
de Educación de la mano del área nominadora, deben liquidar los reportes de las 
cesantías e ingresar la información necesaria para llevar a cabo el proceso 
correspondiente a través de aplicativo Humano, para luego, generar el reporte respectivo, 
el cual debe ser remitido directamente a Fiduprevisora S.A, en las fechas previamente 
establecidas, con el fin de incluir a los docentes en nómina oportunamente.  
 
En aras de resolver la excepción formulada, es menester traer a colación lo señalado en 
la Ley 91 de 1989 (modificada parcialmente por la ley 812 de 2003), mediante la cual, se 
creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta 
especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta (art. 3)4. Dicho estatuto, en su artículo 5, señaló como uno de los 
objetivos del FOMAG, expresamente: “1.- Efectuar el pago de las prestaciones 
sociales del personal afiliado”; y a su vez, en su artículo 9, dispuso: “Las 
prestaciones sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del 
Magisterio, serán reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional, función que delegará de tal manera que realice en las entidades territoriales 
“(…)”. 
 
También es necesario señalar que el artículo 56 de la ley 962 de 20055, asignó a las 
secretarías de educación de las entidades territoriales la competencia para expedir los 
actos administrativos a través de los cuales se reconozcan las prestaciones a los 
docentes vinculados a sus plantas de personal; y que en virtud del artículo 9º de la ley 29 
de 19896, en esas entidades se depositó la facultad nominadora. 
 

                                                 
4  “Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o 

de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 

correspondiente contrado (sic) de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de 

la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una 

suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional”. 

 
5 “ARTÍCULO 56. RACIONALIZACION DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el 

cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de 

Educación de la entidad territorial “(…)”. 

 
6 “Artículo 9º.- El artículo 54 quedará así: Se asigna al Alcalde Mayor del Distrito Especial de Bogotá, y a los alcaldes 

municipales, las funciones de nombrar, trasladar, remover, controlar y, en general administrar el personal docente y 

administrativo de los establecimientos educativos nacionales o nacionalizados, plazas oficiales de colegios cooperativos, 

privados, jornadas adicionales, teniendo en cuenta las normas del Estatuto Docente y la Carrera Administrativa vigentes y que 

expidan en adelante el Congreso y el Gobierno Nacional, ajustándose a los cargos vacantes de las plantas de personal que 

apruebe el Gobierno Nacional y las disponibilidades presupuestales correspondientes. 
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Por otra parte, el Decreto 2831 de 2005, estableció el procedimiento para reconocer las 
prestaciones económicas a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, cuyas normas fueron recopiladas por el Decreto 1075 de 
2015, especialmente en los artículos 2.4.4.2.3.2.1, 2.4.4.2.3.2.2, 2.4.4.2.3.2.3 y 
2.4.4.2.3.2.4. 
 
Ahora bien, en virtud de lo señalado en el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, la Nación, 
Ministerio de Educación y la Fiduciaria la Previsora Ltda, mediante escritura pública No. 
0083 de 21 de junio de 1990, suscribieron contrato  de fiducia mercantil con el objeto de: 
“constituir una fiducia mercantil sobre los recursos que integran el Fondo Nacional del 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que la Fiduciaria los administre, 
invierta y destine al cumplimento de los objetivos previstos para el fondo, conforme a las 
instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.” 
 
Lo anterior, para efectos de concluir que, la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional tiene a su cargo el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes, 
las que son pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Para 
tales efectos, las Secretarías de Educación de los entes territoriales en las que el docente 
prestó sus servicios, tienen a su cargo la elaboración y suscripción de la resolución de 
reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, previa aprobación de la sociedad 
fiduciaria que administra el patrimonio del FONPREMAG7. 
 
No obstante lo anterior, es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a 
quien le corresponde finalmente definir el reconocimiento y pago de los derechos 
prestacionales de los docentes afiliados, de acuerdo con el procedimiento que para tal 
efecto ha dispuesto el legislador y las normas reglamentarias, con posterioridad a la 
expedición de la Ley 91 de 1989. De lo anterior, se colige, que la entidad responsable de 
la financiación del emolumento objeto de controversia es la Nación – Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a través 
de Fiduciaria La Previsora S.A., sin perjuicio de lo señalado en el parágrafo 1º del artículo 
57 de la Ley 1955 de 2019, que en materia de la sanción moratoria, expresamente 
determinó la responsabilidad de las entidades territoriales, cuando el pago extemporáneo 
se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías a su cargo8. 

                                                 
7 “(“…”) Decreto 2831 de 2005. Artículo 3º. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 3º de la ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones 
sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales, o la dependencia que haga sus veces.  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 
docente, deberá: 
(“…”) 4.- Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que adicionen o 
modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos 
en la ley. (“…”)” 
8 ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 

de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaria de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 

mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 

Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 

administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de 

la entidad territorial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con 

el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos 

provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales - FONPET. En todo caso, el Fondo debe priorizar el 

pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sólo podrán destinarse para garantizar el pago de las 

prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el 

pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

PARÁGRAFO . La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos 

eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 

radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de 
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Bajo este supuesto, en ningún caso la Fiduciaria la Previsora S.A., en su condición de 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, está llamada a responder por el reconocimiento de una prestación pensional 
en cabeza de un docente oficial, dado que su naturaleza es la de una sociedad de 
economía mixta del orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y 
comercial del estado, cuyo objeto no es el de definir la situación prestacional de un 
servidor público9. 
 
Al respecto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección 
C, con ponencia del Dr. Samuel Rodríguez Poveda, en sentencia del 1º de septiembre 
de 202110, precisó: 
 

“De las disposiciones precitadas y la jurisprudencia reciente del órgano de cierre de esta 
jurisdicción, se colige que aunque en la Ley 244 de 1995 en su artículo 2° parágrafo establece 
que el pago de las sanción por mora del pago tardío de las cesantías reconocidas al beneficiario 
se debe realizar por la entidad con recursos propios, no lo es menos que la obligación de 
reconocer y pagar dichos beneficios económicos, tales como las cesantías y la sanción moratoria 
respectiva a favor de los docentes oficiales, recae como tal en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con cargo a los recursos del 
FOMAG actuando la Fiduciaria La Previsora como administradora de los mismos. 
 
De otra parte, se debe anotar que en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, por primera vez se 
consagra la responsabilidad del ente territorial del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías, en los eventos en que el pago extemporáneo se dé por el incumplimiento de los plazos 
para radicación o entrega de la solicitud por parte de las Secretarías de Educación. Sobre esto 
se debe decir que, como esta normativa entró en vigor el 25 de mayo de 2019, no es posible su 
aplicación retroactiva, sobre todo si se tiene en cuenta que la sanción moratoria en el caso 
concreto corrió en el periodo comprendido entre el 21 de septiembre de 2016 al 23 de abril de 
2017, motivo por el que no puede ser usada en este caso para endilgar responsabilidad alguna 
en las resultas del proceso a la Secretaría de Educación de Bogotá D.C.  
 
En virtud de lo expuesto, queda completamente claro que la competencia para el reconocimiento 
y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías a los docentes oficiales recae 
de manera exclusiva en la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG. Siendo esto así, se 
declarará la falta de legitimación en la causa por pasiva de la Secretaría de Educación de Bogotá.  
 
No sucede lo mismo en el caso de la Fiduprevisora S.A., ya que la Nación– Ministerio de 
Educación Nacional paga la sanción objeto de estudio con cargo a los recursos del FOMAG, 
procedimiento en el que actúa la referida Fiduciaria como administradora de los mismo 
(…)(Subraya el Despacho). 

 
 La misma tesis reiteró la H. Corporación, en sentencia del 26 de enero de 2022, con 
ponencia de la Dra. Amparo Oviedo Pinto11, en la que señaló: 
 

“Así entonces, si bien es cierto las secretarías de educación de los entes territoriales proyectan y 
suscriben la resolución de reconocimiento de las prestaciones sociales, no lo es menos que, esta 
función la ejercen única y exclusivamente en nombre y representación de la Nación – Ministerio 
de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio17 y con ella 
no comprometen la responsabilidad de la entidad territorial a la que representan.  
 
Con esta precisión reiteramos que en la pasiva de este tipo de procesos no puede estar ausente 
la Nación quien debe garantizar los recursos para esos pagos y la vinculación de las secretarías 
de educación se entiende a lugar como agentes del Fondo.  
 

                                                 
Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable 

únicamente del pago de las cesantías. 

(…)”. 
9 Sobre el particular, consultar SENTENCIA DE 18 DE AGOSTO DE 2011. CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, 

SUBSECCIÓN B, CON PONENCIA DEL CONSEJERO DR. GERARDO ARENAS MONSALVE. PROCESO CON RADICADO NO. 

6800-1231-5000-2004-02094-01(1887-08). 

 
10 Proceso con radicado No. 11001-33-35-012-2018-00560-01. DEMANDANTE: ALEJANDRA PATRICIA PEREIRA OSORIO. 
11 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN C. RADICADO NO. 11001-33-42-046-2019-
00235-01. DEMANDANTE: KARINA DEL PILAR SÁNCHEZ ARDILA. 
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De conformidad con lo expuesto en la norma transcrita, la entidad responsable de la financiación 
de este emolumento es la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio a través de Fiduciaria La Previsora S.A. 
 
Lo anterior, fue ratificado por el H. Consejo de Estado18, en sentencia del 1º de febrero de 2018, 
con ponencia del Dr. William Hernández, en la que señaló: (…) 
 
De conformidad con lo expuesto, se colige que la obligación de reconocer y pagar las cesantías 
y la sanción moratoria respectiva a favor de los docentes oficiales recae como tal en el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con 
cargo a sus recursos actuando la Fiduciaria La Previsora S.A. como administradora de estos” 
(Subraya el Despacho). 

 
Bajo las anteriores consideraciones, se concluye que la excepción propuesta por la 
apoderada de Bogotá  - Secretaría de Educación Distrital, denominada “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, no 
está llamada a prosperar.  
 
2.3.- Las demás excepciones que denominó, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, y 
“GENÉRICA O INNOMINADA”, considera el Despacho, que son de mérito, y en 
consecuencia, al tener relación directa con el fondo del asunto planteado y hacer parte 
de los argumentos de defensa de la entidad demandada, quedarán decididas en la 
sentencia que ponga fin a esta instancia.  
 
Ahora bien, precisado lo anterior, considera el Despacho, que en el presente asunto 
resulta procedente dictar Sentencia Anticipada, conforme a las previsiones del artículo 
182A de la Ley 1437 de 2011, previa fijación del litigio, incorporación de las pruebas 
aportadas, decisión sobre las pruebas pedidas y traslado para alegar, al concurrir las 
causales previstas en los literales a) y d) del numeral 1º de la norma en cita, que 
establecen la posibilidad de dictar sentencia anticipada, a) “Cuando se trate de asuntos 
de puro derecho”, d) “Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles”. 
 
Advierte el Despacho, que la parte demandante y la demandada Nación-Ministerio de 
Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitaron 
pruebas documentales, como se evidencia  en los escritos de demanda y contestación 
visibles en los archivos 03.Demanda.pdf y 13.ContestaciónDemandaMinEducación. La 
Secretaría de Educación Distrital, por su parte, no solicitó la práctica de pruebas, y allegó 
el expediente administrativo correspondiente a la demandante, archivo 
12.ContestaciónDemandaSecretaríaEducación. 
 
No obstante lo anterior,  se evidencia , que  las documentales allegadas con la demanda 
y las contestaciones dentro de las que se encuentra el expediente administrativo, y a  las 
que se les dará el valor legal que les corresponda, son suficientes para adoptar de 
manera anticipada la decisión que a esta instancia corresponda, por lo que el recaudo de 
las pruebas solicitadas no resulta necesario. Además, porque como se indicó en 
precedencia, el litigio versa sobre un asunto de puro derecho que no es otro que definir 
si los docentes tienen derecho a que las demandadas en forma solidaria le reconozcan y 
paguen la sanción por mora en la consignación de las cesantías, conforme al artículo 99 
de la Ley 50 de 1990, y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme a lo previsto en el artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 
y Decreto Nacional 1176 de 1991, y como ya se expuso, las pruebas allegadas con la 
demanda y las contestaciones permiten tomar una decisión de fondo. 
 
Así entonces, procede el Despacho a Fijar el Litigio, el cual se circunscribe a determinar 
lo siguiente: 
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Problemas Jurídicos.   
 
- ¿Se presentan los supuestos fácticos y jurídicos para declarar la existencia del silencio 
administrativo negativo y la consecuente nulidad del acto ficto o presunto derivado de la 
petición presentada por el demandante ante la Secretaría de Educación de Bogotá, el 10 
de agosto de 2021, relativa al reconocimiento y pago de la sanción moratoria prevista en 
el artículo 99 de la Ley 50 de 1990,  por la no consignación oportuna de las cesantías del 
2020, desde el 15 de febrero de 2021 hasta el momento en que se acredite el pago en la 
cuenta individual del docente, y a la indemnización por pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme al artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 
Nacional 1176? .   

 

- ¿Le asiste derecho al demandante, señor WILLIAM PULIDO CARDOZO, a que las 
entidades demandadas,  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y BOGOTÁ 
D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, le reconozcan, liquiden y paguen la 
sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, equivalente a un día 
de salario por cada día de retardo desde el 15 de febrero de 2021,  por la no consignación 
oportuna de las cesantías del año 2020, y la indemnización por el pago tardío de los 
intereses  a las cesantías, causados durante el año 2020, establecidos en el artículo1o 
de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991? 

Deberá determinarse igualmente, de resultar favorables las pretensiones, si le asiste 
derecho al reconocimiento de intereses moratorios, indexación y condena en costas. 
 
 
Conforme a lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

Primero: Declarar no probada la excepción de, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A 

TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, propuesta por la entidad demandada, 

BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de acuerdo a las razones 

expuestas en esta providencia. 

 

Segundo: Diferir para el fallo la decisión de las excepciones, “INEPTITUD DE LA 

DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES”  formulada por  la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO y “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 

PASIVA”, propuesta por las dos entidades accionadas, por las razones expuestas en la 

parte motiva de esta providencia. 

 

Tercero: Fijar el Litigio, en los términos señalados en la parte considerativa de esta 
providencia.  
 
Cuarto: Incorporar al proceso, las pruebas aportadas por las partes con la demanda y 
las contestaciones. 
 
Quinto: Negar las pruebas documentales solicitadas por la parte demandante y por la 
Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, conforme a lo expuesto en la parte motiva. 
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Sexto: Ordenar  a las partes, presentar sus alegatos de conclusión, dentro del término 
de diez (10) días, siguientes a la notificación de este auto,  y al Ministerio Público, a fin 
de que se sirva rendir concepto si a bien lo tiene, dentro del mismo término. 
  
Séptimo: Se reconoce personería a la abogada AIDEE JOHANNA GALINDO ACERO, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 52.863.417 de Bogotá  y portadora de la Tarjeta 
Profesional No. 258.462 del C. S. de la J., en calidad de apoderada general de la 
demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y a la abogada GINA 
PAOLA GARCÍA FLOREZ, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.018.496.314 de 
Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 366.593 del C. S. de la J., como 
apoderada sustituta de la referida entidad, conforme a la documental allegada al proceso, 
de conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la 
Ley 1437 de 2011. 
 
Octavo: Se reconoce personería al abogado JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA, 
identificado con cédula de ciudadanía 1.015.407.639 y portador de la Tarjeta Profesional 
No. 213.500 del C. S. de la J., representante legal de la firma JIMÉNEZ Y CALDERÓN 
ABOGADOS S.A.S., y/o JOSÉ GABRIEL CALDERÓN GARCÍA, en calidad de apoderado 
general de la demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, y a la abogada 
VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1. 1.032.471.577 de Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 342.450 del C. S. 
de la J., como apoderada sustituta de la referida entidad, conforme a la documental 
allegada al proceso, de conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con 
el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011. 
LINK PROCESO: 11001333500720220015600 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 677 

 

Noviembre  veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022). 

 

REFERENCIA:  EXP. N. R. 11001-33-35-007-2022-00157-00 

DEMANDANTE: ELIANA MABEL GÓMEZ NIÑO 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO - –DISTRITO    CAPITAL –SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTA 

 
El parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  faculta al Juez de lo Contencioso Administrativo, para decidir las 
excepciones previas, según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso.  
 
La norma en cita, además dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 
extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 
previstos en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011. 
 
A su vez, el numeral 1º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por la ley 
2080 de 2021, exige que cuando se verifique el cumplimiento de los requisitos necesarios 
para dictar sentencia anticipada, mediante auto motivado se resolverán las excepciones 
previas, fijará el litigio u objeto de la controversia y habrá un pronunciamiento sobre las 
pruebas, cuando a ello hubiere lugar, para finalmente descorrer traslado para alegar de 
conclusión. 

 
ANTECEDENTES 

 
Integrada la litis, se observa que La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 
contestó oportunamente la demanda, como consta en el archivo digital 
“13.ContestacionDemandaMineducacion.pdf” y propuso las excepciones de, 
“INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES”, “FALTA DE 
LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”,  “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN Y 
COBRO DE LO NO DEBIDO”,  “CADUCIDAD”, “PROCEDENCIA DE LA CONDENA EN 
COSTAS EN CONTRA DEL DEMANDANTE”, y  “GENÉRICA”.. 
 
Por su parte, BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, contestó 
oportunamente la demanda, como consta en el archivo digital 
“12.ContestacionDemandaSecretariaDeEducacion.pdf” y propuso las excepciones que 
denominó, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, “GENÉRICA O INNOMINADA”, “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, y 
“FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”.  
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Conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 
38 de la Ley 2080 de 2021, el 11 de noviembre de 2022 
(“14.ConstanciaTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la parte 
actora de dichas excepciones, quien intervino oportunamente, mediante escrito en el que 
se opuso a su prosperidad (“15.pronunciamientoDemandante”). 
 
Ahora bien, es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 
2080 de 2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de 
Estado1, manifestó lo siguiente:  
 

“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se caracterizan 
por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan aquellos elementos que 
constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, los cuales en el evento de ser 
subsanados en el término de traslado, tal como lo regula en numeral 1.° del artículo 101 
del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa procesal procedente, proferir una 
decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las pretensiones 
de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa que atacan 
específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de la litis y, en esa 
medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio de control. Estas 
se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen la capacidad de 
poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente dicho y 
corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 2.° del artículo 175 del 
CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en el 
numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una audiencia que 
se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y mixtas. Señalaba 
textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición de parte, resolverá 
sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 
falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una audiencia que 
se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones previas 
pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las pruebas 
decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones previas 
pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al señalar 
que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las excepciones 
perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes de la 
audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se declararán 
fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los lineamientos 
precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, de lo contrario, 
esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o demostradas, el juzgador 
tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria que defina de fondo las 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 



 

3 

 

pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 del CPACA. (…)” (Negrillas 
y subrayas fuera de texto). 

 

En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  señala: 
 

«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término de 
tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación 
con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones previas se 
formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General 
del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo 
del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 
que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las 
excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión. Antes de la 
audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se declarará 
la terminación del proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de 
procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 

 
Así entonces,  teniendo en cuenta el marco normativo y jurisprudencial expuesto, procede 
el Despacho a pronunciarse sobre los medios exceptivos formulados por las 
demandadas.  
 
1.- NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
 
1.1.- Formuló la excepción de INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE 
REQUISITOS FORMALES, en consideración a que, se deprecó la nulidad del acto 
administrativo ficto configurado el día 9 DE NOVIEMBRE DEL 2021,  frente a   la   petición   
presentada   ante   LA   SECRETARIA   DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ D.C.; cuando lo 
cierto es, que dicha petición fue resuelta por la entidad con Oficio de fecha 23 de agosto 
de 2021, y por lo tanto, no se establecen los supuestos para la configuración del acto 
ficto, de conformidad con lo regulado en el artículo 83 del CPACA. 
 
Sea lo primero indicar que, frente a la excepción de ineptitud de la demanda, el H. Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “F”, con ponencia del 
Dr. Luis Alfredo Zamora Acosta, en auto proferido el 6 de julio de 2022, señaló: 
 

“De  esta  manera,  se  advierte  que  la  denominada  ineptitud  de  la  demanda,  la  cual  en 
palabras del H. Consejo de Estado3 “propende porque el escrito inicial se adecúe a los requisitos 
legales de forma que permitan su análisis en sede judicial, so pena de la terminación anticipada 
del proceso, se  configura  solo  en  dos  escenarios,  a  saber,  i)  cuando  se  advierte  la  falta  
de requisitos formales o ii) se observa una indebida acumulación de pretensiones, sin que 
sea procedente extenderla a la falta de agotamiento de la conciliación, el cual si bien es una 
exigencia previa no corresponde a un requisito formal en los precisos términos del artículo 162 del 
CPACA”. 

 

Cabe precisar entonces, que la ineptitud de la demanda se fundamenta frente a la falta 
de requisitos formales, que en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, se 

                                                 
2 Radicación:11001-33-35-007-2019-00425-01. Demandante: ENVER ALBERTO MESTRATAMAYO. 

3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejera Ponente: Sandra Lisset 

Ibarra Vélez, Bogotá D. C. nueve (9) de julio de dos mil dieciocho (2018).,  Radicación número: 05001-23-33-000-2016-00773-

01(0630-18), Actor: Carlos Mario Ramírez Suaza, Demandado: Unidad Nacional de Protección -UNP 
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configura cuando se incumplen las cargas procesales que prevé el Capítulo III del Título 
V de la Ley 1437 de 2011. 

 

Al respecto, observa el Despacho, que el litigio comprende en definir en primer lugar, si 
se configuró o no un acto ficto, dadas las posiciones encontradas de las partes, pues 
mientras la parte actora alega que éste se configuró  al no ser contestada de fondo su 
petición, la accionada señala que existe un acto expreso con el que se dio respuesta a 
su solicitud,  razón por la cual la decisión de la referida excepción debe ser resuelta con 
el fondo del asunto, valoradas las documentales allegadas al proceso.  
 
1.2.- Frente a la excepción de CADUCIDAD, señaló la apoderada de la parte demandada, 
Nación-Ministerio de Educación -FOMAG, que la demanda de nulidad y restablecimiento 
del derecho, debió interponerse dentro de los 4 meses siguientes a la notificación del acto 
expreso que debió demandarse, al considerar como se indicó en precedencia, que no 
existe acto ficto o presunto en relación con la petición radicada por la parte actora. 
 
Al respecto, recuerda el Despacho, que conforme a la jurisprudencia expuesta, la 
excepción de caducidad, es catalogada como excepción perentoria nominada, que se 
declara fundada a través de sentencia anticipada en los términos previstos en el numeral 
tercero del artículo 182A, no obstante lo anterior, el Despacho avizora que en este 
momento procesal no existe fundamento para declarar vocación de prosperidad de la 
referida excepción, la cual  debe ser analizada en conjunto con la señalada por la actora 
líneas atrás, y por lo tanto,  su estudio se realizará igualmente en la sentencia que defina 
de fondo las pretensiones de la demanda.  
 
1.3.- Formuló además, la  excepción de “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA 
POR PASIVA”,  la cual no tiene el carácter de previa, al no encontrarse enlistada en el 
artículo 100 del C.G.P., sino que es considerara una excepción perentoria nominada, por 
tener relación directa con las pretensiones de la demanda, porque de alguna manera 
controvierte de fondo la reclamación perseguida en el medio de control.  
 
Recuérdese, que la legitimidad o titularidad para accionar o ser accionado en un proceso, 
es presupuesto o requisito indispensable para la prosperidad de las pretensiones, y como 
tal, su ausencia no impide decidir de fondo el asunto, porque la decisión, precisamente 
será absolutoria si quien carece de interés para actuar es la parte demandada.  
 
Para tener legitimación en la causa, es suficiente con ser vinculado a un juicio, por lo 
tanto, para establecer si entre las partes existe una relación jurídica sustancial, que 
legitime para accionar o ser accionado, debe estudiarse de fondo el restablecimiento del 
derecho pretendido y determinar la configuración de la acción instaurada. 
 
En consideración de lo anterior, sobre la excepción de Falta de Legitimación en la causa 
por Pasiva, no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en la sentencia que 
ponga fin a la discusión planteada, por lo que teniendo en cuenta que la demanda se 
instauró en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, se continuará el 
proceso con la referida entidad, para  definir  finalmente en la sentencia, si le corresponde 
o no responder por el derecho que se reclama, circunstancia que obliga a mantener su 
vinculación procesal, toda vez que, no existen los elementos de juicio necesarios para 
declarar probada  dicha excepción, y terminar el proceso por sentencia anticipada.  
 
1.4.- Las demás excepciones que denominó, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN Y 
COBRO DE LO NO DEBIDO”, “PROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS EN 
CONTRA DEL DEMANDANTE” y “GENÉRICA”, son de mérito, y en consecuencia, de 
conformidad con la sustentación de las mismas, éstas tienen relación directa con el fondo 
del asunto planteado y hacen parte de los argumentos de defensa de la entidad 
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demandada, por lo tanto, no impiden que la controversia se resuelva de fondo, razón por 
la cual al decidir el mérito del proceso, quedarán de paso decididas. 
 
 
2.- BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL 
 
2.1.- Sobre la FALTA DE LEGITIMACIÓN  EN  LA  CAUSA  POR  PASIVA”, así como 
se indicó líneas atrás, para resolver la propuesta por la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO,  frente a ella no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en 
la sentencia que ponga fin a la discusión planteada, teniendo en cuenta que no tiene el 
carácter de previa, porque no se encuentra enlistada en el artículo 100 del C.G.P., y  es 
considerara una excepción perentoria nominada. 
 
Nótese, que los argumentos presentados por la demandada no se refieren a la 
legitimación en la causa de hecho o procesal, esta es la capacidad para intervenir en el 
proceso y ejercer los derechos de defensa y de contradicción, sino a la legitimación 
material en la causa, esto es sobre la relación jurídica sustancial y la determinación de la 
obligación legal de responder por las pretensiones de la demandante, y por lo tanto al 
fondo del asunto, lo que se resolverá en la sentencia, agotadas las etapas previas del 
proceso, ya que  en este momento no existen los elementos de juicio necesarios para 
declarar probada  dicha excepción y terminar el proceso por sentencia anticipada. 
 
2.2.- La entidad encartada también propuso la excepción de, “NO COMPRENDER LA 
DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, por considerar que la 
demanda se debió dirigir contra la Fiduciaria La Previsora S.A., en su calidad de 
administradora de los recursos del Fondo, toda vez que, en virtud del Decreto 2831 de 
2005, por autorización de la Ley 91 de 1989, es quien debe pagar las prestaciones 
sociales reconocidas a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, atendiendo al contrato de fiducia celebrado entre dicha entidad fiduciaria 
y el Ministerio de Educación. 
 
Cita además el comunicado No 008 de fecha 11-02-2020, expedido por Fiduprevisora 
S.A, según el cual,  se precisa que a la luz del acuerdo No 39 de 1998, las Secretarías 
de Educación de la mano del área nominadora, deben liquidar los reportes de las 
cesantías e ingresar la información necesaria para llevar a cabo el proceso 
correspondiente a través de aplicativo Humano, para luego, generar el reporte respectivo, 
el cual debe ser remitido directamente a Fiduprevisora S.A, en las fechas previamente 
establecidas, con el fin de incluir a los docentes en nómina oportunamente.  
 
En aras de resolver la excepción formulada, es menester traer a colación lo señalado en 
la Ley 91 de 1989 (modificada parcialmente por la ley 812 de 2003), mediante la cual, se 
creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta 
especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta (art. 3)4. Dicho estatuto, en su artículo 5, señaló como uno de los 
objetivos del FOMAG, expresamente: “1.- Efectuar el pago de las prestaciones 
sociales del personal afiliado”; y a su vez, en su artículo 9, dispuso: “Las 
prestaciones sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del 
Magisterio, serán reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación 

                                                 
4  “Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o 

de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 

correspondiente contrado (sic) de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de 

la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una 

suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional”. 
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Nacional, función que delegará de tal manera que realice en las entidades territoriales 
“(…)”. 
 
También es necesario señalar que el artículo 56 de la ley 962 de 20055, asignó a las 
secretarías de educación de las entidades territoriales la competencia para expedir los 
actos administrativos a través de los cuales se reconozcan las prestaciones a los 
docentes vinculados a sus plantas de personal; y que en virtud del artículo 9º de la ley 29 
de 19896, en esas entidades se depositó la facultad nominadora. 
 
Por otra parte, el Decreto 2831 de 2005, estableció el procedimiento para reconocer las 
prestaciones económicas a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, cuyas normas fueron recopiladas por el Decreto 1075 de 
2015, especialmente en los artículos 2.4.4.2.3.2.1, 2.4.4.2.3.2.2, 2.4.4.2.3.2.3 y 
2.4.4.2.3.2.4. 
 
Ahora bien, en virtud de lo señalado en el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, la Nación, 
Ministerio de Educación y la Fiduciaria la Previsora Ltda, mediante escritura pública No. 
0083 de 21 de junio de 1990, suscribieron contrato  de fiducia mercantil con el objeto de: 
“constituir una fiducia mercantil sobre los recursos que integran el Fondo Nacional del 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que la Fiduciaria los administre, 
invierta y destine al cumplimento de los objetivos previstos para el fondo, conforme a las 
instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.” 
 
Lo anterior, para efectos de concluir que, la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional tiene a su cargo el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes, 
las que son pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Para 
tales efectos, las Secretarías de Educación de los entes territoriales en las que el docente 
prestó sus servicios, tienen a su cargo la elaboración y suscripción de la resolución de 
reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, previa aprobación de la sociedad 
fiduciaria que administra el patrimonio del FONPREMAG7. 
 
No obstante lo anterior, es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a 
quien le corresponde finalmente definir el reconocimiento y pago de los derechos 
prestacionales de los docentes afiliados, de acuerdo con el procedimiento que para tal 
efecto ha dispuesto el legislador y las normas reglamentarias, con posterioridad a la 
expedición de la Ley 91 de 1989. De lo anterior, se colige, que la entidad responsable de 
la financiación del emolumento objeto de controversia es la Nación – Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a través 

                                                 
5 “ARTÍCULO 56. RACIONALIZACION DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el 

cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de 

Educación de la entidad territorial “(…)”. 

 
6 “Artículo 9º.- El artículo 54 quedará así: Se asigna al Alcalde Mayor del Distrito Especial de Bogotá, y a los alcaldes 

municipales, las funciones de nombrar, trasladar, remover, controlar y, en general administrar el personal docente y 

administrativo de los establecimientos educativos nacionales o nacionalizados, plazas oficiales de colegios cooperativos, 

privados, jornadas adicionales, teniendo en cuenta las normas del Estatuto Docente y la Carrera Administrativa vigentes y que 

expidan en adelante el Congreso y el Gobierno Nacional, ajustándose a los cargos vacantes de las plantas de personal que 

apruebe el Gobierno Nacional y las disponibilidades presupuestales correspondientes. 

 
7 “(“…”) Decreto 2831 de 2005. Artículo 3º. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 3º de la ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones 
sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales, o la dependencia que haga sus veces.  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 
docente, deberá: 
(“…”) 4.- Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que adicionen o 
modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos 
en la ley. (“…”)” 
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de Fiduciaria La Previsora S.A., sin perjuicio de lo señalado en el parágrafo 1º del artículo 
57 de la Ley 1955 de 2019, que en materia de la sanción moratoria, expresamente 
determinó la responsabilidad de las entidades territoriales, cuando el pago extemporáneo 
se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías a su cargo8. 
 
Bajo este supuesto, en ningún caso la Fiduciaria la Previsora S.A., en su condición de 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, está llamada a responder por el reconocimiento de una prestación pensional 
en cabeza de un docente oficial, dado que su naturaleza es la de una sociedad de 
economía mixta del orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y 
comercial del estado, cuyo objeto no es el de definir la situación prestacional de un 
servidor público9. 
 
Al respecto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección 
C, con ponencia del Dr. Samuel Rodríguez Poveda, en sentencia del 1º de septiembre 
de 202110, precisó: 
 
 

“De las disposiciones precitadas y la jurisprudencia reciente del órgano de cierre de esta 
jurisdicción, se colige que aunque en la Ley 244 de 1995 en su artículo 2° parágrafo establece 
que el pago de las sanción por mora del pago tardío de las cesantías reconocidas al beneficiario 
se debe realizar por la entidad con recursos propios, no lo es menos que la obligación de 
reconocer y pagar dichos beneficios económicos, tales como las cesantías y la sanción moratoria 
respectiva a favor de los docentes oficiales, recae como tal en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con cargo a los recursos del 
FOMAG actuando la Fiduciaria La Previsora como administradora de los mismos. 
 
De otra parte, se debe anotar que en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, por primera vez se 
consagra la responsabilidad del ente territorial del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías, en los eventos en que el pago extemporáneo se dé por el incumplimiento de los plazos 
para radicación o entrega de la solicitud por parte de las Secretarías de Educación. Sobre esto 
se debe decir que, como esta normativa entró en vigor el 25 de mayo de 2019, no es posible su 
aplicación retroactiva, sobre todo si se tiene en cuenta que la sanción moratoria en el caso 
concreto corrió en el periodo comprendido entre el 21 de septiembre de 2016 al 23 de abril de 
2017, motivo por el que no puede ser usada en este caso para endilgar responsabilidad alguna 
en las resultas del proceso a la Secretaría de Educación de Bogotá D.C.  
 

                                                 
8 ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 

de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaria de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 

mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 

Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 

administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de 

la entidad territorial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con 

el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos 

provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales - FONPET. En todo caso, el Fondo debe priorizar el 

pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sólo podrán destinarse para garantizar el pago de las 

prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el 

pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

PARÁGRAFO . La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos 

eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 

radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable 

únicamente del pago de las cesantías. 

(…)”. 
9 Sobre el particular, consultar SENTENCIA DE 18 DE AGOSTO DE 2011. CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, 

SUBSECCIÓN B, CON PONENCIA DEL CONSEJERO DR. GERARDO ARENAS MONSALVE. PROCESO CON RADICADO NO. 

6800-1231-5000-2004-02094-01(1887-08). 

 
10 Proceso con radicado No. 11001-33-35-012-2018-00560-01. DEMANDANTE: ALEJANDRA PATRICIA PEREIRA OSORIO. 
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En virtud de lo expuesto, queda completamente claro que la competencia para el reconocimiento 
y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías a los docentes oficiales recae 
de manera exclusiva en la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG. Siendo esto así, se 
declarará la falta de legitimación en la causa por pasiva de la Secretaría de Educación de Bogotá.  
 
No sucede lo mismo en el caso de la Fiduprevisora S.A., ya que la Nación– Ministerio de 
Educación Nacional paga la sanción objeto de estudio con cargo a los recursos del FOMAG, 
procedimiento en el que actúa la referida Fiduciaria como administradora de los mismo 
(…)(Subraya el Despacho). 

 

 
La misma tesis reiteró la H. Corporación, en sentencia del 26 de enero de 2022, con 
ponencia de la Dra. Amparo Oviedo Pinto11, en la que señaló: 
 

“Así entonces, si bien es cierto las secretarías de educación de los entes territoriales proyectan y 
suscriben la resolución de reconocimiento de las prestaciones sociales, no lo es menos que, esta 
función la ejercen única y exclusivamente en nombre y representación de la Nación – Ministerio 
de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio17 y con ella 
no comprometen la responsabilidad de la entidad territorial a la que representan.  
 
Con esta precisión reiteramos que en la pasiva de este tipo de procesos no puede estar ausente 
la Nación quien debe garantizar los recursos para esos pagos y la vinculación de las secretarías 
de educación se entiende a lugar como agentes del Fondo.  
 
De conformidad con lo expuesto en la norma transcrita, la entidad responsable de la financiación 
de este emolumento es la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio a través de Fiduciaria La Previsora S.A. 
 
Lo anterior, fue ratificado por el H. Consejo de Estado18, en sentencia del 1º de febrero de 2018, 
con ponencia del Dr. William Hernández, en la que señaló: (…) 
 
De conformidad con lo expuesto, se colige que la obligación de reconocer y pagar las cesantías 
y la sanción moratoria respectiva a favor de los docentes oficiales recae como tal en el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con 
cargo a sus recursos actuando la Fiduciaria La Previsora S.A. como administradora de estos” 
(Subraya el Despacho). 

 
Bajo las anteriores consideraciones, se concluye que la excepción propuesta por la 
apoderada de Bogotá  - Secretaría de Educación Distrital, denominada “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, no 
está llamada a prosperar.  
 
2.3.- Las demás excepciones que denominó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, y 
“GENÉRICA O INNOMINADA”, considera el Despacho, que son de mérito, y en 
consecuencia, al tener relación directa con el fondo del asunto planteado y hacer parte 
de los argumentos de defensa de la entidad demandada, quedarán decididas en la 
sentencia que ponga fin a esta instancia.  
 
Ahora bien, precisado lo anterior, considera el Despacho, que en el presente asunto 
resulta procedente dictar Sentencia Anticipada, conforme a las previsiones del artículo 
182A de la Ley 1437 de 2011, previa fijación del litigio, incorporación de las pruebas 
aportadas, decisión sobre las pruebas pedidas y traslado para alegar, al concurrir las 
causales previstas en los literales a) y d) del numeral 1º de la norma en cita, que 
establecen la posibilidad de dictar sentencia anticipada, a) “Cuando se trate de asuntos 
de puro derecho”, d) “Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles”. 
 
Advierte el Despacho, que la parte demandante y la demandada Nación-Ministerio de 
Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitaron 
pruebas documentales, como se evidencia  en los escritos de demanda y contestación 

                                                 
11 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN C. RADICADO NO. 11001-33-42-046-2019-
00235-01. DEMANDANTE: KARINA DEL PILAR SÁNCHEZ ARDILA. 
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visibles en los archivos 03.Demanda.pdf y 12.ContestaciónDemandaMinEducación. La 
Secretaría de Educación Distrital, por su parte, no solicitó la práctica de pruebas, y allegó 
el expediente administrativo correspondiente a la demandante, archivo 
13.ContestaciónDemandaSecretaríaEducación. 
 
No obstante lo anterior,  se evidencia , que  las documentales allegadas con la demanda 
y las contestaciones dentro de las que se encuentra el expediente administrativo, y a  las 
que se les dará el valor legal que les corresponda, son suficientes para adoptar de 
manera anticipada la decisión que a esta instancia corresponda, por lo que el recaudo de 
las pruebas solicitadas no resulta necesario. Además, porque como se indicó en 
precedencia, el litigio versa sobre un asunto de puro derecho que no es otro que definir 
si los docentes tienen derecho a que las demandadas en forma solidaria le reconozcan y 
paguen la sanción por mora en la consignación de las cesantías, conforme al artículo 99 
de la Ley 50 de 1990, y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme a lo previsto en el artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 
y Decreto Nacional 1176 de 1991, y como ya se expuso, las pruebas allegadas con la 
demanda y las contestaciones permiten tomar una decisión de fondo. 
 
Así entonces, procede el Despacho a Fijar el Litigio, el cual se circunscribe a determinar 
lo siguiente: 
 
 Problemas Jurídicos.   
 
- ¿Se presentan los supuestos fácticos y jurídicos para declarar la existencia del silencio 
administrativo negativo y la consecuente nulidad del acto ficto o presunto derivado de la 
petición presentada por la demandante ante la Secretaría de Educación de Bogotá, el 9 
de agosto de 2021, relativa al reconocimiento y pago de la sanción moratoria prevista en 
el artículo 99 de la Ley 50 de 1990,  por la no consignación oportuna de las cesantías del 
2020, desde el 15 de febrero de 2021 hasta el momento en que se acredite el pago en la 
cuenta individual del docente, y a la indemnización por pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme al artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 
Nacional 1176? .   

 

- ¿Le asiste derecho a la demandante, señora ELIANA MABEL GÓMEZ NIÑO, a que 
las entidades demandadas,  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y BOGOTÁ 
D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, le reconozcan, liquiden y paguen la 
sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, equivalente a un día 
de salario por cada día de retardo desde el 15 de febrero de 2021,  por la no consignación 
oportuna de las cesantías del año 2020, y la indemnización por el pago tardío de los 
intereses  a las cesantías, causados durante el año 2020, establecidos en el artículo1o 
de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991? 

Deberá determinarse igualmente, de resultar favorables las pretensiones, si le asiste 
derecho al reconocimiento de intereses moratorios, indexación y condena en costas. 
 
Conforme a lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

Primero: Declarar no probada la excepción de, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A 

TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, propuesta por la entidad demandada, 

BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de acuerdo a las razones 

expuestas en esta providencia. 
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Segundo: Diferir para el fallo la decisión de las excepciones, “INEPTITUD DE LA 

DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES”, “CADUCIDAD”, formuladas 

por  la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA”, propuesta por las dos entidades accionadas, por las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

Tercero: Fijar el Litigio, en los términos señalados en la parte considerativa de esta 
providencia.  
 
Cuarto: Incorporar al proceso, las pruebas aportadas por las partes con la demanda y 
las contestaciones. 
 
Quinto: Negar las pruebas documentales solicitadas por la parte demandante y por la 
Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, conforme a lo expuesto en la parte motiva. 
 
Sexto: Ordenar  a las partes, presentar sus alegatos de conclusión, dentro del término 
de diez (10) días, siguientes a la notificación de este auto,  y al Ministerio Público, a fin 
de que se sirva rendir concepto si a bien lo tiene, dentro del mismo término. 
  
Séptimo: Se reconoce personería al abogado LUIS ALFREDO SANABRIA RÍOS, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 80.211.391 y portador de la Tarjeta Profesional 
No. 250.292 del C. S. de la J., en calidad de apoderado general de la demandada 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y a la abogada MARIA PAZ BASTOS 
PICO, identificada con cédula de ciudadanía No. 1096227301 de Barrancabermeja, y 
portadora de la Tarjeta Profesional No. 194.959 del C. S. de la J., como apoderada 
sustituta de la referida entidad, conforme a la documental allegada al proceso, de 
conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la 
Ley 1437 de 2011. 
 
Octavo: Se reconoce personería al abogado JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA, 
identificado con cédula de ciudadanía 1.015.407.639 y portador de la Tarjeta Profesional 
No. 213.500 del C. S. de la J., representante legal de la firma JIMÉNEZ Y CALDERÓN 
ABOGADOS S.A.S., y/o JOSÉ GABRIEL CALDERÓN GARCÍA, en calidad de apoderado 
general de la demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, y a la abogada 
VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1. 1.032.471.577 de Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 342.450 del C. S. 
de la J., como apoderada sustituta de la referida entidad, conforme a la documental 
allegada al proceso, de conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con 
el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011. 
Link proceso: 11001333500720220015700 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

 

https://etbcsj.sharepoint.com/:f:/s/JUZGADOSPTIMOADTIVOBOGOT/EgxerzEjXVlHuzZTvhma3_sBNHfocEf7PYuCFgfsh8cYhg?e=oihDPe
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 679 

 

Noviembre  veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022). 

 

REFERENCIA:  EXP. N. R. 11001-33-35-007-2022-00158-00 

DEMANDANTE: FREY ORLANDO MARTINEZ AVELLANEDA 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO - –DISTRITO    CAPITAL –SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTA 

 
El parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  faculta al Juez de lo Contencioso Administrativo, para decidir las 
excepciones previas, según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso.  
 
La norma en cita, además dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 
extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 
previstos en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011. 
 
A su vez, el numeral 1º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por la ley 
2080 de 2021, exige que cuando se verifique el cumplimiento de los requisitos necesarios 
para dictar sentencia anticipada, mediante auto motivado se resolverán las excepciones 
previas, fijará el litigio u objeto de la controversia y habrá un pronunciamiento sobre las 
pruebas, cuando a ello hubiere lugar, para finalmente descorrer traslado para alegar de 
conclusión. 

 
ANTECEDENTES 

 
Integrada la litis, se observa que La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 
contestó oportunamente la demanda, como consta en el archivo digital 
“12.ContestacionDemandaMineducacion.pdf” y propuso las excepciones de, 
“INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES”, “FALTA DE 
LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”,  “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN Y 
COBRO DE LO NO DEBIDO”,  “CADUCIDAD”, “PROCEDENCIA DE LA CONDENA EN 
COSTAS EN CONTRA DEL DEMANDANTE”, y  “GENÉRICA”.. 
 
Por su parte, BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, contestó 
oportunamente la demanda, como consta en el archivo digital 
“13.ContestacionDemandaSecretariaDeEducacion.pdf” y propuso las excepciones que 
denominó, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, “GENÉRICA O INNOMINADA”, “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, y 
“FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”.  
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Conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 
38 de la Ley 2080 de 2021, el 11 de noviembre de 2022 
(“14.ConstanciaTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la parte 
actora de dichas excepciones, quien intervino oportunamente, mediante escrito en el que 
se opuso a su prosperidad (“15.pronunciamientoDemandante”). 
 
Ahora bien, es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 
2080 de 2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de 
Estado1, manifestó lo siguiente:  
 

“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se caracterizan 
por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan aquellos elementos que 
constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, los cuales en el evento de ser 
subsanados en el término de traslado, tal como lo regula en numeral 1.° del artículo 101 
del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa procesal procedente, proferir una 
decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las pretensiones 
de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa que atacan 
específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de la litis y, en esa 
medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio de control. Estas 
se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen la capacidad de 
poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente dicho y 
corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 2.° del artículo 175 del 
CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en el 
numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una audiencia que 
se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y mixtas. Señalaba 
textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición de parte, resolverá 
sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 
falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una audiencia que 
se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones previas 
pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las pruebas 
decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones previas 
pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al señalar 
que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las excepciones 
perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes de la 
audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se declararán 
fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los lineamientos 
precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, de lo contrario, 
esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o demostradas, el juzgador 
tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria que defina de fondo las 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 
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pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 del CPACA. (…)” (Negrillas 
y subrayas fuera de texto). 

 

En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  señala: 
 

«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término de 
tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación 
con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones previas se 
formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General 
del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo 
del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 
que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las 
excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión. Antes de la 
audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se declarará 
la terminación del proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de 
procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 

 
Así entonces,  teniendo en cuenta el marco normativo y jurisprudencial expuesto, procede 
el Despacho a pronunciarse sobre los medios exceptivos formulados por las 
demandadas.  
 
1.- NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
 
1.1.- Formuló la excepción de INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE 
REQUISITOS FORMALES, en consideración a que, se deprecó la nulidad del acto 
administrativo ficto configurado el día 19 DE NOVIEMBRE DEL 2021,  frente a   la   
petición   presentada   ante   LA   SECRETARIA   DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ D.C.; 
cuando lo cierto es, que dicha petición fue resuelta por la entidad con Oficio de fecha 9 
de septiembre de 2021, y por lo tanto, no se establecen los supuestos para la 
configuración del acto ficto, de conformidad con lo regulado en el artículo 83 del CPACA. 
 
Sea lo primero indicar que, frente a la excepción de ineptitud de la demanda, el H. Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “F”, con ponencia del 
Dr. Luis Alfredo Zamora Acosta, en auto proferido el 6 de julio de 2022, señaló: 
 

“De  esta  manera,  se  advierte  que  la  denominada  ineptitud  de  la  demanda,  la  cual  en 
palabras del H. Consejo de Estado3 “propende porque el escrito inicial se adecúe a los requisitos 
legales de forma que permitan su análisis en sede judicial, so pena de la terminación anticipada 
del proceso, se  configura  solo  en  dos  escenarios,  a  saber,  i)  cuando  se  advierte  la  falta  
de requisitos formales o ii) se observa una indebida acumulación de pretensiones, sin que 
sea procedente extenderla a la falta de agotamiento de la conciliación, el cual si bien es una 
exigencia previa no corresponde a un requisito formal en los precisos términos del artículo 162 del 
CPACA”. 

 

Cabe precisar entonces, que la ineptitud de la demanda se fundamenta frente a la falta 
de requisitos formales, que en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, se 

                                                 
2 Radicación:11001-33-35-007-2019-00425-01. Demandante: ENVER ALBERTO MESTRATAMAYO. 

3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejera Ponente: Sandra Lisset 

Ibarra Vélez, Bogotá D. C. nueve (9) de julio de dos mil dieciocho (2018).,  Radicación número: 05001-23-33-000-2016-00773-

01(0630-18), Actor: Carlos Mario Ramírez Suaza, Demandado: Unidad Nacional de Protección -UNP 



 

4 

 

configura cuando se incumplen las cargas procesales que prevé el Capítulo III del Título 
V de la Ley 1437 de 2011. 

 

Al respecto, observa el Despacho, que el litigio comprende en definir en primer lugar, si 
se configuró o no un acto ficto, dadas las posiciones encontradas de las partes, pues 
mientras la parte actora alega que éste se configuró  al no ser contestada de fondo su 
petición, la accionada señala que existe un acto expreso con el que se dio respuesta a 
su solicitud,  razón por la cual la decisión de la referida excepción debe ser resuelta con 
el fondo del asunto, valoradas las documentales allegadas al proceso, dentro de las 
cuales se encuentra el expediente administrativo aportado por la Secretaría de Educación 
de Bogotá.  
 
1.2.- Frente a la excepción de CADUCIDAD, señaló la apoderada de la parte demandada, 
Nación-Ministerio de Educación -FOMAG, que la demanda de nulidad y restablecimiento 
del derecho, debió interponerse dentro de los 4 meses siguientes a la notificación del acto 
expreso que debió demandarse, al considerar como se indicó en precedencia, que no 
existe acto ficto o presunto en relación con la petición radicada por la parte actora. 
 
Al respecto, recuerda el Despacho, que conforme a la jurisprudencia expuesta, la 
excepción de caducidad, es catalogada como excepción perentoria nominada, que se 
declara fundada a través de sentencia anticipada en los términos previstos en el numeral 
tercero del artículo 182A, no obstante lo anterior, el Despacho avizora que en este 
momento procesal no existe fundamento para declarar vocación de prosperidad de la 
referida excepción, la cual  debe ser analizada en conjunto con la señalada por la actora 
líneas atrás, y por lo tanto,  su estudio se realizará igualmente en la sentencia que defina 
de fondo las pretensiones de la demanda.  
 
1.3.- Formuló además, la  excepción de “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA 
POR PASIVA”,  la cual no tiene el carácter de previa, al no encontrarse enlistada en el 
artículo 100 del C.G.P., sino que es considerara una excepción perentoria nominada, por 
tener relación directa con las pretensiones de la demanda, porque de alguna manera 
controvierte de fondo la reclamación perseguida en el medio de control.  
 
Recuérdese, que la legitimidad o titularidad para accionar o ser accionado en un proceso, 
es presupuesto o requisito indispensable para la prosperidad de las pretensiones, y como 
tal, su ausencia no impide decidir de fondo el asunto, porque la decisión, precisamente 
será absolutoria si quien carece de interés para actuar es la parte demandada.  
 
Para tener legitimación en la causa, es suficiente con ser vinculado a un juicio, por lo 
tanto, para establecer si entre las partes existe una relación jurídica sustancial, que 
legitime para accionar o ser accionado, debe estudiarse de fondo el restablecimiento del 
derecho pretendido y determinar la configuración de la acción instaurada. 
 
En consideración de lo anterior, sobre la excepción de Falta de Legitimación en la causa 
por Pasiva, no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en la sentencia que 
ponga fin a la discusión planteada, por lo que teniendo en cuenta que la demanda se 
instauró en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, se continuará el 
proceso con la referida entidad, para  definir  finalmente en la sentencia, si le corresponde 
o no responder por el derecho que se reclama, circunstancia que obliga a mantener su 
vinculación procesal, toda vez que, no existen los elementos de juicio necesarios para 
declarar probada  dicha excepción, y terminar el proceso por sentencia anticipada.  
 
1.4.- Las demás excepciones que denominó, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN Y 
COBRO DE LO NO DEBIDO”, “PROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS EN 
CONTRA DEL DEMANDANTE” y “GENÉRICA”, son de mérito, y en consecuencia, de 
conformidad con la sustentación de las mismas, éstas tienen relación directa con el fondo 
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del asunto planteado y hacen parte de los argumentos de defensa de la entidad 
demandada, por lo tanto, no impiden que la controversia se resuelva de fondo, razón por 
la cual al decidir el mérito del proceso, quedarán de paso decididas. 
 
2.- BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL 
 
2.1.- Sobre la FALTA DE LEGITIMACIÓN  EN  LA  CAUSA  POR  PASIVA”, así como 
se indicó líneas atrás, para resolver la propuesta por la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO,  frente a ella no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en 
la sentencia que ponga fin a la discusión planteada, teniendo en cuenta que no tiene el 
carácter de previa, porque no se encuentra enlistada en el artículo 100 del C.G.P., y  es 
considerara una excepción perentoria nominada. 
 
Nótese, que los argumentos presentados por la demandada no se refieren a la 
legitimación en la causa de hecho o procesal, esta es la capacidad para intervenir en el 
proceso y ejercer los derechos de defensa y de contradicción, sino a la legitimación 
material en la causa, esto es sobre la relación jurídica sustancial y la determinación de la 
obligación legal de responder por las pretensiones de la demandante, y por lo tanto al 
fondo del asunto, lo que se resolverá en la sentencia, agotadas las etapas previas del 
proceso, ya que  en este momento no existen los elementos de juicio necesarios para 
declarar probada  dicha excepción y terminar el proceso por sentencia anticipada. 
 
2.2.- La entidad encartada también propuso la excepción de, “NO COMPRENDER LA 
DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, por considerar que la 
demanda se debió dirigir contra la Fiduciaria La Previsora S.A., en su calidad de 
administradora de los recursos del Fondo, toda vez que, en virtud del Decreto 2831 de 
2005, por autorización de la Ley 91 de 1989, es quien debe pagar las prestaciones 
sociales reconocidas a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, atendiendo al contrato de fiducia celebrado entre dicha entidad fiduciaria 
y el Ministerio de Educación. 
 
Cita además el comunicado No 008 de fecha 11-02-2020, expedido por Fiduprevisora 
S.A, según el cual,  se precisa que a la luz del acuerdo No 39 de 1998, las Secretarías 
de Educación de la mano del área nominadora, deben liquidar los reportes de las 
cesantías e ingresar la información necesaria para llevar a cabo el proceso 
correspondiente a través de aplicativo Humano, para luego, generar el reporte respectivo, 
el cual debe ser remitido directamente a Fiduprevisora S.A, en las fechas previamente 
establecidas, con el fin de incluir a los docentes en nómina oportunamente.  
 
En aras de resolver la excepción formulada, es menester traer a colación lo señalado en 
la Ley 91 de 1989 (modificada parcialmente por la ley 812 de 2003), mediante la cual, se 
creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta 
especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta (art. 3)4. Dicho estatuto, en su artículo 5, señaló como uno de los 
objetivos del FOMAG, expresamente: “1.- Efectuar el pago de las prestaciones 
sociales del personal afiliado”; y a su vez, en su artículo 9, dispuso: “Las 
prestaciones sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del 
Magisterio, serán reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación 

                                                 
4  “Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o 

de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 

correspondiente contrado (sic) de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de 

la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una 

suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional”. 
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Nacional, función que delegará de tal manera que realice en las entidades territoriales 
“(…)”. 
 
También es necesario señalar que el artículo 56 de la ley 962 de 20055, asignó a las 
secretarías de educación de las entidades territoriales la competencia para expedir los 
actos administrativos a través de los cuales se reconozcan las prestaciones a los 
docentes vinculados a sus plantas de personal; y que en virtud del artículo 9º de la ley 29 
de 19896, en esas entidades se depositó la facultad nominadora. 
 
Por otra parte, el Decreto 2831 de 2005, estableció el procedimiento para reconocer las 
prestaciones económicas a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, cuyas normas fueron recopiladas por el Decreto 1075 de 
2015, especialmente en los artículos 2.4.4.2.3.2.1, 2.4.4.2.3.2.2, 2.4.4.2.3.2.3 y 
2.4.4.2.3.2.4. 
 
Ahora bien, en virtud de lo señalado en el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, la Nación, 
Ministerio de Educación y la Fiduciaria la Previsora Ltda, mediante escritura pública No. 
0083 de 21 de junio de 1990, suscribieron contrato  de fiducia mercantil con el objeto de: 
“constituir una fiducia mercantil sobre los recursos que integran el Fondo Nacional del 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que la Fiduciaria los administre, 
invierta y destine al cumplimento de los objetivos previstos para el fondo, conforme a las 
instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.” 
 
Lo anterior, para efectos de concluir que, la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional tiene a su cargo el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes, 
las que son pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Para 
tales efectos, las Secretarías de Educación de los entes territoriales en las que el docente 
prestó sus servicios, tienen a su cargo la elaboración y suscripción de la resolución de 
reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, previa aprobación de la sociedad 
fiduciaria que administra el patrimonio del FONPREMAG7. 
 
No obstante lo anterior, es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a 
quien le corresponde finalmente definir el reconocimiento y pago de los derechos 
prestacionales de los docentes afiliados, de acuerdo con el procedimiento que para tal 
efecto ha dispuesto el legislador y las normas reglamentarias, con posterioridad a la 
expedición de la Ley 91 de 1989. De lo anterior, se colige, que la entidad responsable de 
la financiación del emolumento objeto de controversia es la Nación – Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a través 

                                                 
5 “ARTÍCULO 56. RACIONALIZACION DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el 

cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de 

Educación de la entidad territorial “(…)”. 

 
6 “Artículo 9º.- El artículo 54 quedará así: Se asigna al Alcalde Mayor del Distrito Especial de Bogotá, y a los alcaldes 

municipales, las funciones de nombrar, trasladar, remover, controlar y, en general administrar el personal docente y 

administrativo de los establecimientos educativos nacionales o nacionalizados, plazas oficiales de colegios cooperativos, 

privados, jornadas adicionales, teniendo en cuenta las normas del Estatuto Docente y la Carrera Administrativa vigentes y que 

expidan en adelante el Congreso y el Gobierno Nacional, ajustándose a los cargos vacantes de las plantas de personal que 

apruebe el Gobierno Nacional y las disponibilidades presupuestales correspondientes. 

 
7 “(“…”) Decreto 2831 de 2005. Artículo 3º. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 3º de la ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones 
sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales, o la dependencia que haga sus veces.  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 
docente, deberá: 
(“…”) 4.- Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que adicionen o 
modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos 
en la ley. (“…”)” 



 

7 

 

de Fiduciaria La Previsora S.A., sin perjuicio de lo señalado en el parágrafo 1º del artículo 
57 de la Ley 1955 de 2019, que en materia de la sanción moratoria, expresamente 
determinó la responsabilidad de las entidades territoriales, cuando el pago extemporáneo 
se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías a su cargo8. 
 
Bajo este supuesto, en ningún caso la Fiduciaria la Previsora S.A., en su condición de 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, está llamada a responder por el reconocimiento de una prestación pensional 
en cabeza de un docente oficial, dado que su naturaleza es la de una sociedad de 
economía mixta del orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y 
comercial del estado, cuyo objeto no es el de definir la situación prestacional de un 
servidor público9. 
 
Al respecto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección 
C, con ponencia del Dr. Samuel Rodríguez Poveda, en sentencia del 1º de septiembre 
de 202110, precisó: 
 
 

“De las disposiciones precitadas y la jurisprudencia reciente del órgano de cierre de esta 
jurisdicción, se colige que aunque en la Ley 244 de 1995 en su artículo 2° parágrafo establece 
que el pago de las sanción por mora del pago tardío de las cesantías reconocidas al beneficiario 
se debe realizar por la entidad con recursos propios, no lo es menos que la obligación de 
reconocer y pagar dichos beneficios económicos, tales como las cesantías y la sanción moratoria 
respectiva a favor de los docentes oficiales, recae como tal en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con cargo a los recursos del 
FOMAG actuando la Fiduciaria La Previsora como administradora de los mismos. 
 
De otra parte, se debe anotar que en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, por primera vez se 
consagra la responsabilidad del ente territorial del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías, en los eventos en que el pago extemporáneo se dé por el incumplimiento de los plazos 
para radicación o entrega de la solicitud por parte de las Secretarías de Educación. Sobre esto 
se debe decir que, como esta normativa entró en vigor el 25 de mayo de 2019, no es posible su 
aplicación retroactiva, sobre todo si se tiene en cuenta que la sanción moratoria en el caso 
concreto corrió en el periodo comprendido entre el 21 de septiembre de 2016 al 23 de abril de 
2017, motivo por el que no puede ser usada en este caso para endilgar responsabilidad alguna 
en las resultas del proceso a la Secretaría de Educación de Bogotá D.C.  
 

                                                 
8 ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 

de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaria de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 

mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 

Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 

administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de 

la entidad territorial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con 

el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos 

provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales - FONPET. En todo caso, el Fondo debe priorizar el 

pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sólo podrán destinarse para garantizar el pago de las 

prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el 

pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

PARÁGRAFO . La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos 

eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 

radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable 

únicamente del pago de las cesantías. 

(…)”. 
9 Sobre el particular, consultar SENTENCIA DE 18 DE AGOSTO DE 2011. CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, 

SUBSECCIÓN B, CON PONENCIA DEL CONSEJERO DR. GERARDO ARENAS MONSALVE. PROCESO CON RADICADO NO. 

6800-1231-5000-2004-02094-01(1887-08). 

 
10 Proceso con radicado No. 11001-33-35-012-2018-00560-01. DEMANDANTE: ALEJANDRA PATRICIA PEREIRA OSORIO. 
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En virtud de lo expuesto, queda completamente claro que la competencia para el reconocimiento 
y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías a los docentes oficiales recae 
de manera exclusiva en la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG. Siendo esto así, se 
declarará la falta de legitimación en la causa por pasiva de la Secretaría de Educación de Bogotá.  
 
No sucede lo mismo en el caso de la Fiduprevisora S.A., ya que la Nación– Ministerio de 
Educación Nacional paga la sanción objeto de estudio con cargo a los recursos del FOMAG, 
procedimiento en el que actúa la referida Fiduciaria como administradora de los mismo 
(…)(Subraya el Despacho). 

 

 
La misma tesis reiteró la H. Corporación, en sentencia del 26 de enero de 2022, con 
ponencia de la Dra. Amparo Oviedo Pinto11, en la que señaló: 
 

“Así entonces, si bien es cierto las secretarías de educación de los entes territoriales proyectan y 
suscriben la resolución de reconocimiento de las prestaciones sociales, no lo es menos que, esta 
función la ejercen única y exclusivamente en nombre y representación de la Nación – Ministerio 
de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio17 y con ella 
no comprometen la responsabilidad de la entidad territorial a la que representan.  
 
Con esta precisión reiteramos que en la pasiva de este tipo de procesos no puede estar ausente 
la Nación quien debe garantizar los recursos para esos pagos y la vinculación de las secretarías 
de educación se entiende a lugar como agentes del Fondo.  
 
De conformidad con lo expuesto en la norma transcrita, la entidad responsable de la financiación 
de este emolumento es la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio a través de Fiduciaria La Previsora S.A. 
 
Lo anterior, fue ratificado por el H. Consejo de Estado18, en sentencia del 1º de febrero de 2018, 
con ponencia del Dr. William Hernández, en la que señaló: (…) 
 
De conformidad con lo expuesto, se colige que la obligación de reconocer y pagar las cesantías 
y la sanción moratoria respectiva a favor de los docentes oficiales recae como tal en el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con 
cargo a sus recursos actuando la Fiduciaria La Previsora S.A. como administradora de estos” 
(Subraya el Despacho). 

 
Bajo las anteriores consideraciones, se concluye que la excepción propuesta por la 
apoderada de Bogotá  - Secretaría de Educación Distrital, denominada “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, no 
está llamada a prosperar.  
 
2.3.- Las demás excepciones que denominó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, y 
“GENÉRICA O INNOMINADA”, considera el Despacho, que son de mérito, y en 
consecuencia, al tener relación directa con el fondo del asunto planteado y hacer parte 
de los argumentos de defensa de la entidad demandada, quedarán decididas en la 
sentencia que ponga fin a esta instancia.  
 
Ahora bien, precisado lo anterior, considera el Despacho, que en el presente asunto 
resulta procedente dictar Sentencia Anticipada, conforme a las previsiones del artículo 
182A de la Ley 1437 de 2011, previa fijación del litigio, incorporación de las pruebas 
aportadas, decisión sobre las pruebas pedidas y traslado para alegar, al concurrir las 
causales previstas en los literales a) y d) del numeral 1º de la norma en cita, que 
establecen la posibilidad de dictar sentencia anticipada, a) “Cuando se trate de asuntos 
de puro derecho”, d) “Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles”. 
 
Advierte el Despacho, que la parte demandante y la demandada Nación-Ministerio de 
Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitaron 
pruebas documentales, como se evidencia  en los escritos de demanda y contestación 

                                                 
11 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN C. RADICADO NO. 11001-33-42-046-2019-
00235-01. DEMANDANTE: KARINA DEL PILAR SÁNCHEZ ARDILA. 
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visibles en los archivos 03.Demanda.pdf y 12.ContestaciónDemandaMinEducación. La 
Secretaría de Educación Distrital, por su parte, no solicitó la práctica de pruebas, y allegó 
el expediente administrativo correspondiente a la demandante, archivo 
13.ContestaciónDemandaSecretaríaEducación. 
 
No obstante lo anterior,  se evidencia , que  las documentales allegadas con la demanda 
y las contestaciones dentro de las que se encuentra el expediente administrativo, y a  las 
que se les dará el valor legal que les corresponda, son suficientes para adoptar de 
manera anticipada la decisión que a esta instancia corresponda, por lo que el recaudo de 
las pruebas solicitadas no resulta necesario. Además, porque como se indicó en 
precedencia, el litigio versa sobre un asunto de puro derecho que no es otro que definir 
si los docentes tienen derecho a que las demandadas en forma solidaria le reconozcan y 
paguen la sanción por mora en la consignación de las cesantías, conforme al artículo 99 
de la Ley 50 de 1990, y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme a lo previsto en el artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 
y Decreto Nacional 1176 de 1991, y como ya se expuso, las pruebas allegadas con la 
demanda y las contestaciones permiten tomar una decisión de fondo. 
 
Así entonces, procede el Despacho a Fijar el Litigio, el cual se circunscribe a determinar 
lo siguiente: 
 
 Problemas Jurídicos.   
 
- ¿Se presentan los supuestos fácticos y jurídicos para declarar la existencia del silencio 
administrativo negativo y la consecuente nulidad del acto ficto o presunto derivado de la 
petición presentada por el demandante ante la Secretaría de Educación de Bogotá, el 19 
de agosto de 2021, relativa al reconocimiento y pago de la sanción moratoria prevista en 
el artículo 99 de la Ley 50 de 1990,  por la no consignación oportuna de las cesantías del 
2020, desde el 15 de febrero de 2021 hasta el momento en que se acredite el pago en la 
cuenta individual del docente, y a la indemnización por pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme al artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 
Nacional 1176? .   

 

- ¿Le asiste derecho al demandante, señor FREY ORLANDO MARTINEZ 
AVELLANEDA, a que las entidades demandadas,  NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO Y BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, le 
reconozcan, liquiden y paguen la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 
50 de 1990, equivalente a un día de salario por cada día de retardo desde el 15 de febrero 
de 2021,  por la no consignación oportuna de las cesantías del año 2020, y la 
indemnización por el pago tardío de los intereses  a las cesantías, causados durante el 
año 2020, establecidos en el artículo1o de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 
1176 de 1991? 

Deberá determinarse igualmente, de resultar favorables las pretensiones, si le asiste 
derecho al reconocimiento de intereses moratorios, indexación y condena en costas. 
 
Conforme a lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

Primero: Declarar no probada la excepción de, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A 

TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, propuesta por la entidad demandada, 
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BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de acuerdo a las razones 

expuestas en esta providencia. 

 

Segundo: Diferir para el fallo la decisión de las excepciones, “INEPTITUD DE LA 

DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES”, “CADUCIDAD”, formuladas 

por  la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA”, propuesta por las dos entidades accionadas, por las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

Tercero: Fijar el Litigio, en los términos señalados en la parte considerativa de esta 
providencia.  
 
Cuarto: Incorporar al proceso, las pruebas aportadas por las partes con la demanda y 
las contestaciones. 
 
Quinto: Negar las pruebas documentales solicitadas por la parte demandante y por la 
Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, conforme a lo expuesto en la parte motiva. 
 
Sexto: Ordenar  a las partes, presentar sus alegatos de conclusión, dentro del término 
de diez (10) días, siguientes a la notificación de este auto,  y al Ministerio Público, a fin 
de que se sirva rendir concepto si a bien lo tiene, dentro del mismo término. 
  
Séptimo: Se reconoce personería al abogado LUIS ALFREDO SANABRIA RÍOS, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 80.211.391 y portador de la Tarjeta Profesional 
No. 250.292 del C. S. de la J., en calidad de apoderado general de la demandada 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y a la abogada MARIA PAZ BASTOS 
PICO, identificada con cédula de ciudadanía No. 1096227301 de Barrancabermeja, y 
portadora de la Tarjeta Profesional No. 194.959 del C. S. de la J., como apoderada 
sustituta de la referida entidad, conforme a la documental allegada al proceso, de 
conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la 
Ley 1437 de 2011. 
 
Octavo: Se reconoce personería al abogado JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA, 
identificado con cédula de ciudadanía 1.015.407.639 y portador de la Tarjeta Profesional 
No. 213.500 del C. S. de la J., representante legal de la firma JIMÉNEZ Y CALDERÓN 
ABOGADOS S.A.S., y/o JOSÉ GABRIEL CALDERÓN GARCÍA, en calidad de apoderado 
general de la demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, y a la abogada 
VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1. 1.032.471.577 de Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 342.450 del C. S. 
de la J., como apoderada sustituta de la referida entidad, conforme a la documental 
allegada al proceso, de conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con 
el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011. 
LINK PROCESO: 11001333500720220015800 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

https://etbcsj.sharepoint.com/:f:/s/JUZGADOSPTIMOADTIVOBOGOT/EhpKjuAcPkVPr8KEkZXQ2xYBEfMoCjOpn4TZ0tE0do-zpw?e=M7C354
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 672 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022). 

 

REFERENCIA:  Exp. N. R. 11001-3335-007-2022-00-161-00 

DEMANDANTE: JENNY AREVALO VIVAS 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO -  

 

El parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  faculta al Juez de lo Contencioso Administrativo, para decidir las 
excepciones previas, según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso.  
 
La norma en cita, además dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 
extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 
previstos en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011. 
 
A su vez, el parágrafo del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por la ley 
2080 de 2021, ordena que en el auto con el que se corra traslado para alegar, se deberá 
indicar la razón por la cual dictará sentencia anticipada, teniendo especial cuidado de 
enunciar la o las excepciones sobre las que se efectuará el pronunciamiento, sin perjuicio 
de reconsiderar la decisión de proferir sentencia anticipada, ordenando 
consecuentemente continuar con el trámite normal del proceso. 
 

 
ANTECEDENTES 

 
Integrada la litis, se observa que, la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
– FIDUPREVISORA, contestó oportunamente la demanda, como consta en la carpeta 
digital “08.ContestacionDemandaMineducacion.pdf”, y propuso las excepciones de, 
“Prescripción Extintiva del Derecho a la Sanción Mora”, “ Pago de las cesantías se 
entiende satisfecho en el momento en que se produce el abono a cuenta, 
independientemente del momento en que está el valor se retire por el titular del derecho 
(sic) “De la improcedencia de la indexación y/o actualización monetaria de la sanción 
moratoria, “Improcedencia de Condena en Costas”, “Excepción Genérica. 
 
Como quiera que previo a dictar sentencia anticipada, se hace necesario descorrer 
traslado para alegar de conclusión, en aras de brindar a la parte demandante la 
oportunidad de pronunciarse sobre la excepción de “Prescripción Extintiva del Derecho a 
la Sanción Mora”, tal como lo ordena el parágrafo del artículo 182A de la Ley 1437 de 
2011, se procederá en tal sentido. 
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En mérito de lo expuesto, el Despacho,  
 

 

RESUELVE 
 

Primero.-. Atendiendo lo dispuesto en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 
2011, el Despacho se pronunciará mediante Sentencia Anticipada, sobre la excepción 
previa denominada “Prescripción Extintiva del Derecho a la Sanción Mora”. 
 
Segundo.-. Se concede el término de 10 días siguientes a la fecha de notificación de 
esta providencia, a fin de que las partes presenten sus alegatos de conclusión por escrito, 
y el Ministerio Público rinda su concepto, si a bien lo tiene, dentro del mismo término. 
 
Tercero: Advertir a las partes, y a la señora Agente del Ministerio Público delegada ante 
este Despacho, que los memoriales dirigidos al proceso de la referencia, deben ser 
enviados a la contraparte y además, radicados en el buzón electrónico de la Oficina de 
Apoyo para los Juzgados Administrativos, (correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co), tal como lo dispone el Decreto Legislativo 
806 de 2020, cuya vigencia fue habilitada por la Ley 2213 del 13 de junio de 2022. 
 
Consultando el link del expediente que se indica a continuación, las partes pueden 
acceder al expediente digital y así tener conocimiento en el momento que lo requieran de 
lo sucedido dentro del expediente bajo estudio. 
 
Para consulta del expediente, ingresar al siguiente link,  11001333500720220016100 
 
Cuarto: Se reconoce personería adjetiva a la abogada AIDEE JOHANNA GALINDO 
ACERO, identificada con cédula de ciudadanía No. 52.863.417 y portadora de la Tarjeta 
Profesional No. 258.462 del C. S. de la J., en calidad de apoderada general de la 
demandada, NACIÓN MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  MAGISTERIO, y a la abogada GINA PAOLA 
GARCÍA FLOREZ, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.018.496.314, y T. No. 
366.593 del C.S. de la J., como apoderada sustituta de la referida entidad,  en atención 
a los  artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011, 
y conforme a la documental allegada para tales efectos al proceso. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 678 

 

Noviembre  veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022). 

 

REFERENCIA:  EXP. N. R. 11001-33-35-007-2022-00175-00 

DEMANDANTE: ARNULFO ZABALA RIVEROS 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO - –DISTRITO    CAPITAL –SECRETARÍA  DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTA 

 
El parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  faculta al Juez de lo Contencioso Administrativo, para decidir las 
excepciones previas, según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso.  
 
La norma en cita, además dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 
extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 
previstos en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011. 
 
A su vez, el numeral 1º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por la ley 
2080 de 2021, exige que cuando se verifique el cumplimiento de los requisitos necesarios 
para dictar sentencia anticipada, mediante auto motivado se resolverán las excepciones 
previas, fijará el litigio u objeto de la controversia y habrá un pronunciamiento sobre las 
pruebas, cuando a ello hubiere lugar, para finalmente descorrer traslado para alegar de 
conclusión. 

 
ANTECEDENTES 

 
Integrada la litis, se observa que la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, contestó 
oportunamente la demanda, como consta en el archivo digital 
“13.ContestacionDemandaMineducacion.pdf” y propuso las excepciones de, 
“INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES”, 
“INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 
PASIVA”,  “GENÉRICA”, e “IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS”. 
 
Por su parte, BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, contestó 
oportunamente la demanda, como consta en el archivo digital 
“12.ContestacionDemandaSecretariaDeEducacion.pdf” y propuso las excepciones que 
denominó, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, “GENÉRICA O INNOMINADA”, “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, y 
“FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”.  
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Conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 
38 de la Ley 2080 de 2021, el 11 de noviembre de 2022 
(“14.ConstanciaTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la parte 
actora de dichas excepciones, quien intervino oportunamente, mediante escrito en el que 
se opuso a su prosperidad (“15.pronunciamientoDemandante”). 
 
Ahora bien, es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 
2080 de 2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de 
Estado1, manifestó lo siguiente:  
 

“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se caracterizan 
por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan aquellos elementos que 
constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, los cuales en el evento de ser 
subsanados en el término de traslado, tal como lo regula en numeral 1.° del artículo 101 
del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa procesal procedente, proferir una 
decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las pretensiones 
de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa que atacan 
específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de la litis y, en esa 
medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio de control. Estas 
se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen la capacidad de 
poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente dicho y 
corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 2.° del artículo 175 del 
CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en el 
numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una audiencia que 
se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y mixtas. Señalaba 
textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición de parte, resolverá 
sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 
falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una audiencia que 
se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones previas 
pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las pruebas 
decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones previas 
pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al señalar 
que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las excepciones 
perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes de la 
audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se declararán 
fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los lineamientos 
precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, de lo contrario, 
esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o demostradas, el juzgador 
tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria que defina de fondo las 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 
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pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 del CPACA. (…)” (Negrillas 
y subrayas fuera de texto). 

 

En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  señala: 
 

«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término de 
tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación 
con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones previas se 
formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General 
del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo 
del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 
que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las 
excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión. Antes de la 
audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se declarará 
la terminación del proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de 
procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 

Así entonces,  teniendo en cuenta el marco normativo y jurisprudencial expuesto, procede 
el Despacho a pronunciarse sobre los medios exceptivos formulados por las 
demandadas.  
 
1.- NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
 
1.1.- Formuló la excepción de INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE 
REQUISITOS FORMALES, en consideración a que, se deprecó la nulidad del acto 
administrativo ficto configurado el día 26 DE NOVIEMBRE DEL 2021,  frente a   la   
petición   presentada   ante   LA   SECRETARIA   DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ D.C.; 
cuando lo cierto es, que dicha petición fue resuelta por la entidad territorial (no se indica 
mediante qué acto), y por lo tanto, no se establecen los supuestos para la configuración 
del acto ficto, de conformidad con lo regulado en el artículo 83 del CPACA. 
 
Sea lo primero indicar que, frente a la excepción de ineptitud de la demanda, el H. Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “F”, con ponencia del 
Dr. Luis Alfredo Zamora Acosta, en auto proferido el 6 de julio de 2022, señaló: 
 

“De  esta  manera,  se  advierte  que  la  denominada  ineptitud  de  la  demanda,  la  cual  en 
palabras del H. Consejo de Estado3 “propende porque el escrito inicial se adecúe a los requisitos 
legales de forma que permitan su análisis en sede judicial, so pena de la terminación anticipada 
del proceso, se  configura  solo  en  dos  escenarios,  a  saber,  i)  cuando  se  advierte  la  falta  
de requisitos formales o ii) se observa una indebida acumulación de pretensiones, sin que 
sea procedente extenderla a la falta de agotamiento de la conciliación, el cual si bien es una 
exigencia previa no corresponde a un requisito formal en los precisos términos del artículo 162 del 
CPACA”. 

 

Cabe precisar entonces, que la ineptitud de la demanda se fundamenta frente a la falta 
de requisitos formales, que en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, se 
configura cuando se incumplen las cargas procesales que prevé el Capítulo III del Título 
V de la Ley 1437 de 2011. 

                                                 
2 Radicación:11001-33-35-007-2019-00425-01. Demandante: ENVER ALBERTO MESTRATAMAYO. 

3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejera Ponente: Sandra Lisset 

Ibarra Vélez, Bogotá D. C. nueve (9) de julio de dos mil dieciocho (2018).,  Radicación número: 05001-23-33-000-2016-00773-

01(0630-18), Actor: Carlos Mario Ramírez Suaza, Demandado: Unidad Nacional de Protección -UNP 
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Al respecto, observa el Despacho, que el litigio comprende en definir en primer lugar, si 
se configuró o no un acto ficto, dadas las posiciones encontradas de las partes, pues 
mientras la parte actora alega que éste se configuró  al no ser contestada de fondo su 
petición, la accionada señala que existe un acto expreso con el que se dio respuesta a 
su solicitud,  razón por la cual la decisión de la referida excepción debe ser resuelta con 
el fondo del asunto, valoradas las documentales allegadas al proceso.  
 
1.2.- Formuló además, la  excepción de, “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA 
POR PASIVA”,  la cual no tiene el carácter de previa, al no encontrarse enlistada en el 
artículo 100 del C.G.P., sino que es considerara una excepción perentoria nominada, por 
tener relación directa con las pretensiones de la demanda, porque de alguna manera 
controvierte de fondo la reclamación perseguida en el medio de control.  
 
Recuérdese, que la legitimidad o titularidad para accionar o ser accionado en un proceso, 
es presupuesto o requisito indispensable para la prosperidad de las pretensiones, y como 
tal, su ausencia no impide decidir de fondo el asunto, porque la decisión, precisamente 
será absolutoria si quien carece de interés para actuar es la parte demandada.  
 
Para tener legitimación en la causa, es suficiente con ser vinculado a un juicio, por lo 
tanto, para establecer si entre las partes existe una relación jurídica sustancial, que 
legitime para accionar o ser accionado, debe estudiarse de fondo el restablecimiento del 
derecho pretendido y determinar la configuración de la acción instaurada. 
 
En consideración de lo anterior, sobre la excepción de Falta de Legitimación en la causa 
por Pasiva, no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en la sentencia que 
ponga fin a la discusión planteada, por lo que teniendo en cuenta que la demanda se 
instauró en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, se continuará el 
proceso con la referida entidad, para  definir  finalmente en la sentencia, si le corresponde 
o no responder por el derecho que se reclama, circunstancia que obliga a mantener su 
vinculación procesal, toda vez que, no existen los elementos de juicio necesarios para 
declarar probada  dicha excepción, y terminar el proceso por sentencia anticipada.  
 
1.3.- Las demás excepciones que denominó, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, 
“IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS” y “GENÉRICA”, son de mérito, y 
en consecuencia, de conformidad con la sustentación de las mismas, éstas tienen 
relación directa con el fondo del asunto planteado y hacen parte de los argumentos de 
defensa de la entidad demandada, por lo tanto, no impiden que la controversia se 
resuelva de fondo, razón por la cual al decidir el mérito del proceso, quedarán de paso 
decididas. 
 
2.- BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL 
 
2.1.- Sobre la FALTA DE LEGITIMACIÓN  EN  LA  CAUSA  POR  PASIVA”, así como 
se indicó líneas atrás, para resolver la propuesta por la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO,  frente a ella no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en 
la sentencia que ponga fin a la discusión planteada, teniendo en cuenta que no tiene el 
carácter de previa, porque no se encuentra enlistada en el artículo 100 del C.G.P., y  es 
considerara una excepción perentoria nominada. 
 
Nótese, que los argumentos presentados por la demandada no se refieren a la 
legitimación en la causa de hecho o procesal, esta es la capacidad para intervenir en el 
proceso y ejercer los derechos de defensa y de contradicción, sino a la legitimación 
material en la causa, esto es sobre la relación jurídica sustancial y la determinación de la 
obligación legal de responder por las pretensiones de la demandante, y por lo tanto al 
fondo del asunto, lo que se resolverá en la sentencia, agotadas las etapas previas del 
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proceso, ya que  en este momento no existen los elementos de juicio necesarios para 
declarar probada  dicha excepción y terminar el proceso por sentencia anticipada. 
 
2.2.- La entidad encartada también propuso la excepción de, “NO COMPRENDER LA 
DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, por considerar que la 
demanda se debió dirigir contra la Fiduciaria La Previsora S.A., en su calidad de 
administradora de los recursos del Fondo, toda vez que, en virtud del Decreto 2831 de 
2005, por autorización de la Ley 91 de 1989, es quien debe pagar las prestaciones 
sociales reconocidas a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, atendiendo al contrato de fiducia celebrado entre dicha entidad fiduciaria 
y el Ministerio de Educación. 
 
Cita además el comunicado No 008 de fecha 11-02-2020, expedido por Fiduprevisora 
S.A, según el cual,  se precisa que a la luz del acuerdo No 39 de 1998, las Secretarías 
de Educación de la mano del área nominadora, deben liquidar los reportes de las 
cesantías e ingresar la información necesaria para llevar a cabo el proceso 
correspondiente a través de aplicativo Humano, para luego, generar el reporte respectivo, 
el cual debe ser remitido directamente a Fiduprevisora S.A, en las fechas previamente 
establecidas, con el fin de incluir a los docentes en nómina oportunamente.  
 
En aras de resolver la excepción formulada, es menester traer a colación lo señalado en 
la Ley 91 de 1989 (modificada parcialmente por la ley 812 de 2003), mediante la cual, se 
creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta 
especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta (art. 3)4. Dicho estatuto, en su artículo 5, señaló como uno de los 
objetivos del FOMAG, expresamente: “1.- Efectuar el pago de las prestaciones 
sociales del personal afiliado”; y a su vez, en su artículo 9, dispuso: “Las 
prestaciones sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del 
Magisterio, serán reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional, función que delegará de tal manera que realice en las entidades territoriales 
“(…)”. 
 
También es necesario señalar que el artículo 56 de la ley 962 de 20055, asignó a las 
secretarías de educación de las entidades territoriales la competencia para expedir los 
actos administrativos a través de los cuales se reconozcan las prestaciones a los 
docentes vinculados a sus plantas de personal; y que en virtud del artículo 9º de la ley 29 
de 19896, en esas entidades se depositó la facultad nominadora. 
 

                                                 
4  “Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o 

de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 

correspondiente contrado (sic) de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de 

la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una 

suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional”. 

 
5 “ARTÍCULO 56. RACIONALIZACION DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el 

cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de 

Educación de la entidad territorial “(…)”. 

 
6 “Artículo 9º.- El artículo 54 quedará así: Se asigna al Alcalde Mayor del Distrito Especial de Bogotá, y a los alcaldes 

municipales, las funciones de nombrar, trasladar, remover, controlar y, en general administrar el personal docente y 

administrativo de los establecimientos educativos nacionales o nacionalizados, plazas oficiales de colegios cooperativos, 

privados, jornadas adicionales, teniendo en cuenta las normas del Estatuto Docente y la Carrera Administrativa vigentes y que 

expidan en adelante el Congreso y el Gobierno Nacional, ajustándose a los cargos vacantes de las plantas de personal que 

apruebe el Gobierno Nacional y las disponibilidades presupuestales correspondientes. 
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Por otra parte, el Decreto 2831 de 2005, estableció el procedimiento para reconocer las 
prestaciones económicas a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, cuyas normas fueron recopiladas por el Decreto 1075 de 
2015, especialmente en los artículos 2.4.4.2.3.2.1, 2.4.4.2.3.2.2, 2.4.4.2.3.2.3 y 
2.4.4.2.3.2.4. 
 
Ahora bien, en virtud de lo señalado en el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, la Nación, 
Ministerio de Educación y la Fiduciaria la Previsora Ltda, mediante escritura pública No. 
0083 de 21 de junio de 1990, suscribieron contrato  de fiducia mercantil con el objeto de: 
“constituir una fiducia mercantil sobre los recursos que integran el Fondo Nacional del 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que la Fiduciaria los administre, 
invierta y destine al cumplimento de los objetivos previstos para el fondo, conforme a las 
instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.” 
 
Lo anterior, para efectos de concluir que, la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional tiene a su cargo el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes, 
las que son pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Para 
tales efectos, las Secretarías de Educación de los entes territoriales en las que el docente 
prestó sus servicios, tienen a su cargo la elaboración y suscripción de la resolución de 
reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, previa aprobación de la sociedad 
fiduciaria que administra el patrimonio del FONPREMAG7. 
 
No obstante lo anterior, es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a 
quien le corresponde finalmente definir el reconocimiento y pago de los derechos 
prestacionales de los docentes afiliados, de acuerdo con el procedimiento que para tal 
efecto ha dispuesto el legislador y las normas reglamentarias, con posterioridad a la 
expedición de la Ley 91 de 1989. De lo anterior, se colige, que la entidad responsable de 
la financiación del emolumento objeto de controversia es la Nación – Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a través 
de Fiduciaria La Previsora S.A., sin perjuicio de lo señalado en el parágrafo 1º del artículo 
57 de la Ley 1955 de 2019, que en materia de la sanción moratoria, expresamente 
determinó la responsabilidad de las entidades territoriales, cuando el pago extemporáneo 
se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías a su cargo8. 

                                                 
7 “(“…”) Decreto 2831 de 2005. Artículo 3º. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 3º de la ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones 
sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales, o la dependencia que haga sus veces.  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 
docente, deberá: 
(“…”) 4.- Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que adicionen o 
modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos 
en la ley. (“…”)” 
8 ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 

de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaria de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 

mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 

Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 

administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de 

la entidad territorial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con 

el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos 

provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales - FONPET. En todo caso, el Fondo debe priorizar el 

pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sólo podrán destinarse para garantizar el pago de las 

prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el 

pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

PARÁGRAFO . La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos 

eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 

radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de 
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Bajo este supuesto, en ningún caso la Fiduciaria la Previsora S.A., en su condición de 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, está llamada a responder por el reconocimiento de una prestación pensional 
en cabeza de un docente oficial, dado que su naturaleza es la de una sociedad de 
economía mixta del orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y 
comercial del estado, cuyo objeto no es el de definir la situación prestacional de un 
servidor público9. 
 
Al respecto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección 
C, con ponencia del Dr. Samuel Rodríguez Poveda, en sentencia del 1º de septiembre 
de 202110, precisó: 
 

“De las disposiciones precitadas y la jurisprudencia reciente del órgano de cierre de esta 
jurisdicción, se colige que aunque en la Ley 244 de 1995 en su artículo 2° parágrafo establece 
que el pago de las sanción por mora del pago tardío de las cesantías reconocidas al beneficiario 
se debe realizar por la entidad con recursos propios, no lo es menos que la obligación de 
reconocer y pagar dichos beneficios económicos, tales como las cesantías y la sanción moratoria 
respectiva a favor de los docentes oficiales, recae como tal en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con cargo a los recursos del 
FOMAG actuando la Fiduciaria La Previsora como administradora de los mismos. 
 
De otra parte, se debe anotar que en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, por primera vez se 
consagra la responsabilidad del ente territorial del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías, en los eventos en que el pago extemporáneo se dé por el incumplimiento de los plazos 
para radicación o entrega de la solicitud por parte de las Secretarías de Educación. Sobre esto 
se debe decir que, como esta normativa entró en vigor el 25 de mayo de 2019, no es posible su 
aplicación retroactiva, sobre todo si se tiene en cuenta que la sanción moratoria en el caso 
concreto corrió en el periodo comprendido entre el 21 de septiembre de 2016 al 23 de abril de 
2017, motivo por el que no puede ser usada en este caso para endilgar responsabilidad alguna 
en las resultas del proceso a la Secretaría de Educación de Bogotá D.C.  
 
En virtud de lo expuesto, queda completamente claro que la competencia para el reconocimiento 
y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías a los docentes oficiales recae 
de manera exclusiva en la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG. Siendo esto así, se 
declarará la falta de legitimación en la causa por pasiva de la Secretaría de Educación de Bogotá.  
 
No sucede lo mismo en el caso de la Fiduprevisora S.A., ya que la Nación– Ministerio de 
Educación Nacional paga la sanción objeto de estudio con cargo a los recursos del FOMAG, 
procedimiento en el que actúa la referida Fiduciaria como administradora de los mismo 
(…)(Subraya el Despacho). 

 
 La misma tesis reiteró la H. Corporación, en sentencia del 26 de enero de 2022, con 
ponencia de la Dra. Amparo Oviedo Pinto11, en la que señaló: 
 

“Así entonces, si bien es cierto las secretarías de educación de los entes territoriales proyectan y 
suscriben la resolución de reconocimiento de las prestaciones sociales, no lo es menos que, esta 
función la ejercen única y exclusivamente en nombre y representación de la Nación – Ministerio 
de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio17 y con ella 
no comprometen la responsabilidad de la entidad territorial a la que representan.  
 
Con esta precisión reiteramos que en la pasiva de este tipo de procesos no puede estar ausente 
la Nación quien debe garantizar los recursos para esos pagos y la vinculación de las secretarías 
de educación se entiende a lugar como agentes del Fondo.  
 

                                                 
Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable 

únicamente del pago de las cesantías. 

(…)”. 
9 Sobre el particular, consultar SENTENCIA DE 18 DE AGOSTO DE 2011. CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, 

SUBSECCIÓN B, CON PONENCIA DEL CONSEJERO DR. GERARDO ARENAS MONSALVE. PROCESO CON RADICADO NO. 

6800-1231-5000-2004-02094-01(1887-08). 

 
10 Proceso con radicado No. 11001-33-35-012-2018-00560-01. DEMANDANTE: ALEJANDRA PATRICIA PEREIRA OSORIO. 
11 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN C. RADICADO NO. 11001-33-42-046-2019-
00235-01. DEMANDANTE: KARINA DEL PILAR SÁNCHEZ ARDILA. 
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De conformidad con lo expuesto en la norma transcrita, la entidad responsable de la financiación 
de este emolumento es la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio a través de Fiduciaria La Previsora S.A. 
 
Lo anterior, fue ratificado por el H. Consejo de Estado18, en sentencia del 1º de febrero de 2018, 
con ponencia del Dr. William Hernández, en la que señaló: (…) 
 
De conformidad con lo expuesto, se colige que la obligación de reconocer y pagar las cesantías 
y la sanción moratoria respectiva a favor de los docentes oficiales recae como tal en el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con 
cargo a sus recursos actuando la Fiduciaria La Previsora S.A. como administradora de estos” 
(Subraya el Despacho). 

 
Bajo las anteriores consideraciones, se concluye que la excepción propuesta por la 
apoderada de Bogotá  - Secretaría de Educación Distrital, denominada “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, no 
está llamada a prosperar.  
 
2.3.- Las demás excepciones que denominó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, y 
“GENÉRICA O INNOMINADA”, considera el Despacho, que son de mérito, y en 
consecuencia, al tener relación directa con el fondo del asunto planteado y hacer parte 
de los argumentos de defensa de la entidad demandada, quedarán decididas en la 
sentencia que ponga fin a esta instancia.  
 
Ahora bien, precisado lo anterior, considera el Despacho, que en el presente asunto 
resulta procedente dictar Sentencia Anticipada, conforme a las previsiones del artículo 
182A de la Ley 1437 de 2011, previa fijación del litigio, incorporación de las pruebas 
aportadas, decisión sobre las pruebas pedidas y traslado para alegar, al concurrir las 
causales previstas en los literales a) y d) del numeral 1º de la norma en cita, que 
establecen la posibilidad de dictar sentencia anticipada, a) “Cuando se trate de asuntos 
de puro derecho”, d) “Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles”. 
 
Advierte el Despacho, que la parte demandante y la demandada Nación-Ministerio de 
Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitaron 
pruebas documentales, como se evidencia  en los escritos de demanda y contestación 
visibles en los archivos 03.Demanda.pdf y 13.ContestaciónDemandaMinEducación. La 
Secretaría de Educación Distrital, por su parte, no solicitó la práctica de pruebas, y allegó 
el expediente administrativo correspondiente a la demandante, archivo 
12.ContestaciónDemandaSecretaríaEducación. 
 
No obstante lo anterior,  se evidencia , que  las documentales allegadas con la demanda 
y las contestaciones dentro de las que se encuentra el expediente administrativo, y a  las 
que se les dará el valor legal que les corresponda, son suficientes para adoptar de 
manera anticipada la decisión que a esta instancia corresponda, por lo que el recaudo de 
las pruebas solicitadas no resulta necesario. Además, porque como se indicó en 
precedencia, el litigio versa sobre un asunto de puro derecho que no es otro que definir 
si los docentes tienen derecho a que las demandadas en forma solidaria le reconozcan y 
paguen la sanción por mora en la consignación de las cesantías, conforme al artículo 99 
de la Ley 50 de 1990, y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme a lo previsto en el artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 
y Decreto Nacional 1176 de 1991, y como ya se expuso, las pruebas allegadas con la 
demanda y las contestaciones permiten tomar una decisión de fondo. 
 
Así entonces, procede el Despacho a Fijar el Litigio, el cual se circunscribe a determinar 
lo siguiente: 
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Problemas Jurídicos.   
 
- ¿Se presentan los supuestos fácticos y jurídicos para declarar la existencia del silencio 
administrativo negativo y la consecuente nulidad del acto ficto o presunto derivado de la 
petición presentada por el demandante ante la Secretaría de Educación de Bogotá, el 26 
de agosto de 2021, relativa al reconocimiento y pago de la sanción moratoria prevista en 
el artículo 99 de la Ley 50 de 1990,  por la no consignación oportuna de las cesantías del 
2020, desde el 15 de febrero de 2021 hasta el momento en que se acredite el pago en la 
cuenta individual del docente, y a la indemnización por pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme al artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 
Nacional 1176? .   

 

- ¿Le asiste derecho al demandante, señor ARNULFO ZABALA RIVEROS, a que las 
entidades demandadas,  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y BOGOTÁ 
D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, le reconozcan, liquiden y paguen la 
sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, equivalente a un día 
de salario por cada día de retardo desde el 15 de febrero de 2021,  por la no consignación 
oportuna de las cesantías del año 2020, y la indemnización por el pago tardío de los 
intereses  a las cesantías, causados durante el año 2020, establecidos en el artículo1o 
de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991? 

Deberá determinarse igualmente, de resultar favorables las pretensiones, si le asiste 
derecho al reconocimiento de intereses moratorios, indexación y condena en costas. 
 
 
Conforme a lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

Primero: Declarar no probada la excepción de, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A 

TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, propuesta por la entidad demandada, 

BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de acuerdo a las razones 

expuestas en esta providencia. 

 

Segundo: Diferir para el fallo la decisión de las excepciones, “INEPTITUD DE LA 

DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES”  formulada por  la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO y “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 

PASIVA”, propuesta por las dos entidades accionadas, por las razones expuestas en la 

parte motiva de esta providencia. 

 

Tercero: Fijar el Litigio, en los términos señalados en la parte considerativa de esta 
providencia.  
 
Cuarto: Incorporar al proceso, las pruebas aportadas por las partes con la demanda y 
las contestaciones. 
 
Quinto: Negar las pruebas documentales solicitadas por la parte demandante y por la 
Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, conforme a lo expuesto en la parte motiva. 
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Sexto: Ordenar  a las partes, presentar sus alegatos de conclusión, dentro del término 
de diez (10) días, siguientes a la notificación de este auto,  y al Ministerio Público, a fin 
de que se sirva rendir concepto si a bien lo tiene, dentro del mismo término. 
  
Séptimo: Se reconoce personería a la abogada AIDEE JOHANNA GALINDO ACERO, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 52.863.417 de Bogotá  y portadora de la Tarjeta 
Profesional No. 258.462 del C. S. de la J., en calidad de apoderada general de la 
demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y a la abogada GINA 
PAOLA GARCÍA FLOREZ, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.018.496.314 de 
Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 366.593 del C. S. de la J., como 
apoderada sustituta de la referida entidad, conforme a la documental allegada al proceso, 
de conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la 
Ley 1437 de 2011. 
 
Octavo: Se reconoce personería al abogado JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA, 
identificado con cédula de ciudadanía 1.015.407.639 y portador de la Tarjeta Profesional 
No. 213.500 del C. S. de la J., representante legal de la firma JIMÉNEZ Y CALDERÓN 
ABOGADOS S.A.S., y/o JOSÉ GABRIEL CALDERÓN GARCÍA, en calidad de apoderado 
general de la demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, y a la abogada 
VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1. 1.032.471.577 de Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 342.450 del C. S. 
de la J., como apoderada sustituta de la referida entidad, conforme a la documental 
allegada al proceso, de conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con 
el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011. 
LINK DEL PROCESO: 11001333500720220017500 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

 

 

 

JUZGADO 

7 
ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

POR ANOTACIÓN EN ESTADO ELECTRÓNICO  

NO. __106_______ 

DE FECHA:   25 DE NOVIEMBRE DE 2022 

SE NOTIFICA A LAS PARTES, LA PROVIDENCIA 

ANTERIOR LA SECRETARIA  

 

 

                                               

Firmado Por:

Guerti  Martinez Olaya

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 007 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 873770233a79ed58faf1ac75c03f26e1e74b4827b608f9f569fcdb397ac95ae5

https://etbcsj.sharepoint.com/:f:/s/JUZGADOSPTIMOADTIVOBOGOT/EkT2N6IhOoVFtd0A2V8_9JcBklnrVZGl4KQGVfmGY7lmEA?e=lLBHFt


Documento generado en 24/11/2022 03:19:16 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

 
AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO No. 661 

 
Noviembre veinticuatro (24) dos mil veintidós (2022) 

 
REFERENCIA:  Exp.  N. R. 11001-3335-007-2022-00291-00 

DEMANDANTE: NELSON ENRIQUE MORENO BOGOTÁ 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN 

 
En atención a la subsanación de la demanda presentada dentro del término y por 
reunir los requisitos legales, se dispone ADMITIR la anterior demanda, instaurada 
en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, por el 
señor NELSON ENRIQUE MORENO BOGOTÁ, a través de apoderada judicial. En 
consecuencia, se 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor MINISTRO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL, o su delegado, conforme a lo establecido en el artículo 
199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 
2021.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la ALCALDESA MAYOR DE 
BOGOTÁ – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, o su delegado, conforme a lo 
establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado  por el artículo 48 de la 
Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 
198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 
25 de enero de 2021. 
 
CUARTO:  NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
QUINTO: Surtidas las notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme a lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, CORRERÁ EL TÉRMINO DE TRASLADO DE 30 DÍAS, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
SEXTO: La entidad demandada,  deberá allegar junto con la contestación de la 
demanda y dentro del término de traslado de la misma, conforme a lo establecido 
en el numeral 4º y el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,   todas las pruebas que tenga 
en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la 
actuación que se demanda, los cuales deberán ser enviados al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte 
demandante, atendiendo lo ordenado en el artículo  186 de la Ley 1437 de 2011, 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones . 
 
SÉPTIMO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones -, las partes deberán 
suministrar a la autoridad judicial y a todos los sujetos procesales, los canales 
digitales elegidos para los fines del proceso. Además, deberán remitir los 
memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y demás 
requerimientos con destino al expediente, al siguiente correo electrónico, 
dispuesto para tal fin, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual 
forma al correo electrónico aportado por la parte demandante. 
 
OCTAVO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quiénes sean 
designados como apoderados de las entidades demandadas, para que de 
manera inmediata procedan con el diligenciamiento del formulario de 
actualización de datos forms, en el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65
mQFZizpiMOujM-
xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u 
 
NOVENO: Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán 
gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
DÉCIMO: En los términos y para los efectos del poder conferido en el expediente, 
se reconoce personería adjetiva, de conformidad con el artículo 75 del C.G.P., a la 
abogada SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 1020757608, portadora de la T.P.  No. 289.231 del C.S.J., 
para actuar en las presentes diligencias como apoderada judicial del demandante. 
  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 
DCRE 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

 
AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO No. 662 

 
Noviembre veinticuatro (24) dos mil veintidós (2022) 

 
REFERENCIA:  Exp.  N. R. 11001-3335-007-2022-00301-00 

DEMANDANTE: LINDSAY JOHANNA CAMELO RODRÍGUEZ 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN 

 
En atención a la subsanación de la demanda presentada dentro del término y por 
reunir los requisitos legales, se dispone ADMITIR la anterior demanda, instaurada 
en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, por la 
señora LINDSAY JOHANNA CAMELO RODRÍGUEZ, a través de apoderada 
judicial. En consecuencia, se 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor MINISTRO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL, o su delegado, conforme a lo establecido en el artículo 
199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 
2021.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la ALCALDESA MAYOR DE 
BOGOTÁ – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, o su delegado, conforme a lo 
establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado  por el artículo 48 de la 
Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 
198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 
25 de enero de 2021. 
 
CUARTO:  NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
QUINTO: Surtidas las notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme a lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, CORRERÁ EL TÉRMINO DE TRASLADO DE 30 DÍAS, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
SEXTO: La entidad demandada,  deberá allegar junto con la contestación de la 
demanda y dentro del término de traslado de la misma, conforme a lo establecido 
en el numeral 4º y el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,   todas las pruebas que tenga 
en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la 
actuación que se demanda, los cuales deberán ser enviados al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte 
demandante, atendiendo lo ordenado en el artículo  186 de la Ley 1437 de 2011, 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones . 
 
SÉPTIMO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones -, las partes deberán 
suministrar a la autoridad judicial y a todos los sujetos procesales, los canales 
digitales elegidos para los fines del proceso. Además, deberán remitir los 
memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y demás 
requerimientos con destino al expediente, al siguiente correo electrónico, 
dispuesto para tal fin, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual 
forma al correo electrónico aportado por la parte demandante. 
 
OCTAVO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quiénes sean 
designados como apoderados de las entidades demandadas, para que de 
manera inmediata procedan con el diligenciamiento del formulario de 
actualización de datos forms, en el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65
mQFZizpiMOujM-
xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u 
 
NOVENO: Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán 
gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
DÉCIMO: En los términos y para los efectos del poder conferido en el expediente, 
se reconoce personería adjetiva, de conformidad con el artículo 75 del C.G.P., a la 
abogada SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 1020757608, portadora de la T.P.  No. 289.231 del C.S.J., 
para actuar en las presentes diligencias como apoderada judicial del demandante. 
  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 
DCRE 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

 
AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO No. 663 

 
Noviembre veinticuatro (24) dos mil veintidós (2022) 

 
REFERENCIA:  Exp.  N. R. 11001-3335-007-2022-00315-00 

DEMANDANTE: CRISTIAM YUMAY CONTENTO CORREDOR 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN 

 
En atención a la subsanación de la demanda presentada dentro del término y por 

reunir los requisitos legales, se dispone ADMITIR la anterior demanda, instaurada 

en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, por el 

señor CRISTIAM YUMAY CONTENTO CORREDOR, a través de apoderada 

judicial. En consecuencia, se 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor MINISTRO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL, o su delegado, conforme a lo establecido en el artículo 
199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 
2021.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la ALCALDESA MAYOR DE 
BOGOTÁ – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, o su delegado, conforme a lo 
establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado  por el artículo 48 de la 
Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 
198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 
25 de enero de 2021. 
 
CUARTO:  NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
QUINTO: Surtidas las notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme a lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, CORRERÁ EL TÉRMINO DE TRASLADO DE 30 DÍAS, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
SEXTO: La entidad demandada,  deberá allegar junto con la contestación de la 
demanda y dentro del término de traslado de la misma, conforme a lo establecido 
en el numeral 4º y el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,   todas las pruebas que tenga 
en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la 
actuación que se demanda, los cuales deberán ser enviados al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


demandante, atendiendo lo ordenado en el artículo  186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones . 
 
SÉPTIMO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones -, las partes deberán 
suministrar a la autoridad judicial y a todos los sujetos procesales, los canales 
digitales elegidos para los fines del proceso. Además, deberán remitir los 
memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y demás 
requerimientos con destino al expediente, al siguiente correo electrónico, 
dispuesto para tal fin, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual 
forma al correo electrónico aportado por la parte demandante. 
 
OCTAVO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quiénes sean 
designados como apoderados de las entidades demandadas, para que de 
manera inmediata procedan con el diligenciamiento del formulario de 
actualización de datos forms, en el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65
mQFZizpiMOujM-
xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u 
 
NOVENO: Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán 
gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
DÉCIMO: En los términos y para los efectos del poder conferido en el expediente, 
se reconoce personería adjetiva, de conformidad con el artículo 75 del C.G.P., a la 
abogada PAULA MILENA AGUDELO MONTAÑA identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 1.030.633.678, acreditada con T.P. No.277.098 del C.S.J., para 
actuar en las presentes diligencias como apoderada judicial del demandante. 
  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 
DCRE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN 1164 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

REFERENCIA:  Exp. EJECUTIVO No. 11001-3331-2022-00336-00 

EJECUTANTE: WILLIAM ALBERTO CARRILLO LEAL 

EJECUTADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – FIDUPREVISORA S.A.  

 

Con la finalidad de continuar con la etapa procesal correspondiente, previo a 

resolver sobre el mandamiento de pago, por la Secretaría del Juzgado, se remitirá 

el expediente de la referencia a la Oficina de Apoyo para los Juzgados 

Administrativos, como dependencia encargada de apoyar el proceso de 

liquidación de créditos, para que preste su apoyo en la determinación y 

liquidación, con ocasión de la condena impuesta en el fallo judicial que conforma 

el título ejecutivo, consistente en la sentencia de 9 de octubre de 2018, proferida 

por este Despacho, la cual no fue apelada por las partes. 

 

Para que se realice la correspondiente liquidación, debe tenerse en cuenta lo 

siguiente: 

 

1. En la sentencia base de ejecución, de 9 de octubre de 2018, proferida por este 

Despacho, dentro del expediente NyR 2017-00388, se dispuso:  

 

“PRIMERO: DECLARAR la existencia del acto ficto por silencio 
administrativo negativo, respecto de la petición elevada por el actor el 6 
de abril de 2017, ante la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN Y CULTURA DE 
SOACHA - FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, en la que solicitó el pago de la sanción moratoria, 
ocasionada por el retardo en el reconocimiento y pago del valor de sus 
cesantías parciales.”  
 
SEGUNDO: DECLARAR LA NULIDAD del acto ficto que negó el 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria, en favor del demandante, 
en atención a la no respuesta de la entidad accionada, a la petición del 6 
de abril de 2017. 
 
TERCERO: DECLARAR LA NULIDAD del Oficio N° 20170170553911 del 
11 de mayo de 2017 expedido por la FIDUPREVISORA S.A, que negó el 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria, en favor del demandante. 
 
CUARTO: Como consecuencia de la anterior declaración, y a título de 
restablecimiento del derecho, CONDENAR a la NACIÓN ~ MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO Y A LA FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A., a reconocer y pagar al señor WILLIAM ALBERTO CARRILLO LEAL, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 19.323.426, la sanción 
moratoria prevista en el parágrafo del artículo 5o de la Ley 1071 de 2006, 



en razón de un día de salario por cada día de retardo, desde el 1 de agosto 
de 2014 hasta el 28 de enero de 2015, esto es, por un monto equivalente 
a 181 días de la asignación básica que devengó el actor durante dicho 
término. 
 
QUINTO: ORDENAR a la Nación Ministerio de Educación Nacional - 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Fiduciaria la 
Previsora S.A, ajustar el valor sobre las sumas reconocidas, a partir del 
30 de enero de 2015, y hasta que se produzca el pago de la condena, 
conforme a las razones expuestas en la parte motiva. Las sumas que 
resulten en favor de la parte actora, se reajustarán en su valor, dando 
aplicación a la siguiente fórmula: 
 
R = Rh índice final  
      _____________ 
        índice inicial 
 
En donde el valor presente (R) se determina multiplicando el valor 
histórico (Rh), del monto de la sanción moratoria, desde el 30 de enero de 
2015, por el guarismo que resulta de dividir el índice final de precios al 
consumidor certificado por el DANE (vigente a la fecha de ejecutoria de 
esta sentencia, por el índice inicial vigente para la fecha en que debió 
hacerse el pago). 
 
SEXTO: Se niegan las demás pretensiones de la demanda. 
 
SÉPTIMO: No se condena en costas de conformidad a lo expuesto en la 
parte motiva. 
 
OCTAVO: ORDENAR dar cumplimiento a ésta providencia dentro de los 
términos previstos en el artículos 192 de la Ley 1437 de 2011. 
 
NOVENO: Ejecutoriada la presente providencia, por Secretaría, 
DEVUÉLVASE a la parte demandante el remanente de los gastos del 
proceso si lo hubiere, y ARCHÍVESE el expediente dejando las 
constancias del caso.” (Negrillas del texto original). 

 

2. En la parte motiva de la sentencia se señala que:  

 
“Así las cosas, se tiene que, el actor elevó petición para el reconocimiento 
y pago de las cesantías parciales, el 16 de abril de 2014, según el inciso 
primero de la parte considerativa de la Resolución No. 2115 de 1 de 
octubre de 2014 (f. 10). (…) 
 
En consecuencia, entre el 1o de agosto de 2014, día siguiente al 
vencimiento de los 70 días y el 28 de enero de 2015, día anterior a la fecha 
del pago, se causó un periodo de mora de 181 días, respecto de los cuales 
deberá aplicarse lo establecido en el parágrafo del artículo 5o de la ley 
1071 de 2006. 
 
En cuanto a la asignación básica, con la que debe calcularse la sanción 
moratoria, atendiendo la referida Sentencia de Unificación, por tratarse de 
cesantías parciales, deberá tenerse en cuenta la vigente al momento de 
la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el tiempo. 
 
(…) 
Vi) Sobre la Indexación. 
(…) 
En consecuencia, teniendo en cuenta que la sanción moratoria dejó de 
operar el 29 de enero de 2015, cuando se realizó el pago de las cesantías 
parciales al actor, deberá ordenarse el ajuste de valor de las sumas que 
resulten de la condena, a partir del 30 de enero de 2015, y hasta que se 



produzca su pago, con el fin de proteger el derecho a la actualización 
monetaria.” 

 

3. La sentencia base de ejecución quedó ejecutoriada desde el 9 de octubre de 

2018, pues ninguna de las partes formuló recurso contra lo decidido. 

 

4. La solicitud de cumplimiento de sentencia fue elevada el 17 de julio de 2019 (P. 

35 Doc 2 del E.D.). 

 

5. El ejecutante presentó demanda ejecutiva el 9 de septiembre de 2022, 

solicitando se librara mandamiento de pago por los siguientes conceptos: 

 
“Librar Mandamiento de Pago en contra de la NACION (Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio) y contra la FIDUCIARIA LA PREVISORA–FIDUPREVISORA S. 
A. y a favor de CARRILLO LEAL WILLIAM ALBERTO y hasta cuando se 
verifique el pago del retroactivo adeudado y su inclusión en la nómina de 
pensionado, por el cumplimiento del fallo judicial proferido el 09 DE 
OCTUBRE DEL 2018 por el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE(L) BOGOTA, mediante el cual condenó a la 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO a 
reconocer y pagar la sanción moratoria prevista en el parágrafo del artículo 
5º de la Ley 1071 de 2006, en razón de un día de salario por cada día de 
retardo, desde el 1 de agosto de 2014 hasta el 28 de enero de 2015, es decir 
181 días, por las siguientes sumas: 
 
1.1. Por la suma de DIECINUEVE MILLONES QUINIENTOS SESENTA Y 
SEIS MIL TRESCIENTOS OCHENTA PESOS MONEDA LEGAL 
($19.566.380 M/L), por concepto del Capital y Ajuste al Valor conforme al 
Índice de Precios al Consumidor – I.P.C. (establecido en el Artículo 178 del 
C.C.A – Decreto No. 01 de 1984, hoy último párrafo del artículo 187 de la 
Ley 1437 del 2011 – C.P.A.C.A.), adeudado al señor(a) CARRILLO LEAL 
WILLIAM ALBERTO, por el reconocimiento y pago de la sanción moratoria 
por el pago tardío de las cesantías, conforme al Fallo Judicial proferido el 09 
DE OCTUBRE DEL 2018 por el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO 
ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE(L) BOGOTA , que en la actualidad 
adeuda a la demandante, por parte de la NACION (Ministerio de Educación 
Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio) y contra 
la FIDUCIARIA LA PREVISORA – FIDUPREVISORA S. A. 
 
1.2. Por la suma de TRES MILLONES CUATROCIENTOS SETENTA Y 
CINCO MIL QUINIENTOS CUARENTA Y DOS PESOS MONEDA LEGAL 
($3.475.542 M/L) por concepto de la indexación de las sumas adeudadas, 
por el lapso comprendido entre el (01 DE AGOSTO DEL 2014 hasta el 28 
DE ENERO DEL 2015) y hasta la fecha de ejecutoria de la Sentencia (09 DE 
OCTUBRE DEL 2018), por el cumplimiento del Fallo Judicial proferido el 09 
DE OCTUBRE DEL 2018 por el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO 
ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE(L) BOGOTA, que en la actualidad 
adeuda a la demandante, por parte de la NACION (Ministerio de Educación 
Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio) y contra 
la FIDUCIARIA LA PREVISORA–FIDUPREVISORA S. A 
 
1.3. Por la suma de CATORCE MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y 
UN MIL CIENTO TREINTA PESOS MONEDA LEGAL ($14.961.130 M/L) por 
concepto de intereses de mora en el cumplimiento de la Sentencia no 
cancelados a la fecha, conforme al Inciso Quinto (5º) del Artículo 177 del 
C.C.A (Decreto 01 de 1984) y al Párrafo 3º del Artículo 192 y Numeral 4 del 
Artículo 195 de la Ley 1437 del 2011 (C.P.A.C.A.) y ordenados en el Fallo 
Judicial proferido el 09 DE OCTUBRE DEL 2018 por el JUZGADO SÉPTIMO 
ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE(L) BOGOTA, que 



en la actualidad adeuda a la demandante, por parte de la NACION (Ministerio 
de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio) y contra la FIDUCIARIA LA PREVISORA–FIDUPREVISORA S. 
A.; entre la fecha de ejecutoria de la Sentencia (09 DE OCTUBRE DEL 2018) 
y hasta la fecha.  
 
1.4. Se condene en costas y agencias en derecho a la Entidad demandada. 
 
1.5. En el mismo sentido se sirva Señor Juez Reconocer los derechos y 
garantías Ultra y Extra Petita. 
 
2. Sírvase Señor Juez, reconocerme Personería en nombre de mi(s) 
poderdante(s), con el ánimo de tramitar la presente acción judicial.” 

 

6. Certificados de salarios del demandante. (P. 83-88 Doc 2 del E.D.). 

 
Por lo anterior, se ordena enviar el expediente digital de la referencia a la 

Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos, y se informa que en caso 

de que requieran el expediente físico, pueden pedirlo a este Despacho, así mismo, 

pueden solicitar cualquier información adicional, como el expediente de nulidad y 

restablecimiento que dio origen al proceso ejecutivo de la referencia.  

 

Una vez la Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos de Bogotá allegue 

la respectiva liquidación, INGRÉSESE el expediente al Despacho, para lo 

pertinente.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 
DCRE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

 
AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO No. 630 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 
REFERENCIA:  Exp.  N. R. 11001-3335-007-2022-00353-00 

DEMANDANTE: JOSÉ SILVINO OSORIO MARÍN 
DEMANDADO:  NACION – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA 
DISTRITAL DE EDUCACIÓN 

 
Por reunir los requisitos legales, ADMÍTASE la anterior demanda, REFORMADA 
dentro de la oportunidad prevista en el artículo 173 de la Ley 1437 de 2011, la cual 
fue integrada en un solo escrito, como se observa en el documento 6 del expediente 
digital, e instaurada en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento 
del Derecho, por el señor JOSÉ SILVINO OSORIO MARÍN, a través de apoderada 
judicial. 
 
En consecuencia, se: 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor MINISTRO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL, o su delegado, conforme a lo establecido en el artículo 
199 del C.P.A.C.A., modificado  por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero 
de 2021. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la ALCALDESA MAYOR DE 
BOGOTÁ - SECRETARÍA DISTRITAL DE EDUCACIÓN, o su delegado, conforme 
a lo establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado  por el artículo 48 de 
la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 
198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 
25 de enero de 2021. 
 
CUARTO:  NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
QUINTO: Surtidas las notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme a lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, CORRERÁ EL TÉRMINO DE TRASLADO DE 30 DÍAS, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
SEXTO: La entidad demandada,  deberá allegar junto con la contestación de la 
demanda y dentro del término de traslado de la misma, conforme a lo establecido 
en el numeral 4º y el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,   todas las pruebas que tenga 
en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la 



actuación que se demanda, los cuales deberán ser enviados al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte 
demandante, atendiendo lo ordenado en el artículo  186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones . 
 
SÉPTIMO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones -, las partes deberán 
suministrar a la autoridad judicial y a todos los sujetos procesales, los canales 
digitales elegidos para los fines del proceso. Además, deberán remitir los 
memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y demás 
requerimientos con destino al expediente, al siguiente correo electrónico, 
dispuesto para tal fin, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual 
forma al correo electrónico aportado por la parte demandante. 
 
OCTAVO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quiénes sean 
designados como apoderados de las entidades demandadas, para que de 
manera inmediata procedan con el diligenciamiento del formulario de 
actualización de datos forms, en el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65
mQFZizpiMOujM-
xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u 
 
NOVENO:  Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán 
gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
DÉCIMO: En los términos y para los efectos del poder conferido en el expediente, 
se reconoce personería adjetiva a la abogada SAMARA ALEJANDRA 
ZAMBRANO VILLADA, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1020757608, 
acreditada con T.P.  No. 289.231 del C. S. de J, de conformidad con el artículo 75 
del C.G.P., para actuar en las presentes diligencias como apoderada judicial del  
demandante. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 
DCRE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

 
AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO No. 631 

 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 
REFERENCIA:  Exp.  N. R. 11001-3335-007-2022-00355-00 

DEMANDANTE: NUBIA PORRAS ROMERO 
DEMANDADO:  NACION – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA 
DISTRITAL DE EDUCACIÓN 

 
Por reunir los requisitos legales, ADMÍTASE la anterior demanda, REFORMADA 
dentro de la oportunidad prevista en el artículo 173 de la Ley 1437 de 2011, la cual 
fue integrada en un solo escrito, como se observa en el documento 6 del expediente 
digital, e instaurada en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento 
del Derecho, por la señora NUBIA PORRAS ROMERO, a través de apoderada 
judicial. 
 
En consecuencia, se: 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor MINISTRO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL, o su delegado, conforme a lo establecido en el artículo 
199 del C.P.A.C.A., modificado  por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero 
de 2021. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la ALCALDESA MAYOR DE 
BOGOTÁ - SECRETARÍA DISTRITAL DE EDUCACIÓN, o su delegado, conforme 
a lo establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado  por el artículo 48 de 
la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 
198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 
25 de enero de 2021. 
 
CUARTO:  NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
QUINTO: Surtidas las notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme a lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, CORRERÁ EL TÉRMINO DE TRASLADO DE 30 DÍAS, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
SEXTO: La entidad demandada,  deberá allegar junto con la contestación de la 
demanda y dentro del término de traslado de la misma, conforme a lo establecido 
en el numeral 4º y el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,   todas las pruebas que tenga 
en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la 



actuación que se demanda, los cuales deberán ser enviados al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte 
demandante, atendiendo lo ordenado en el artículo  186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones . 
 
SÉPTIMO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones -, las partes deberán 
suministrar a la autoridad judicial y a todos los sujetos procesales, los canales 
digitales elegidos para los fines del proceso. Además, deberán remitir los 
memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y demás 
requerimientos con destino al expediente, al siguiente correo electrónico, 
dispuesto para tal fin, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual 
forma al correo electrónico aportado por la parte demandante. 
 
OCTAVO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quiénes sean 
designados como apoderados de las entidades demandadas, para que de 
manera inmediata procedan con el diligenciamiento del formulario de 
actualización de datos forms, en el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65
mQFZizpiMOujM-
xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u 
 
NOVENO:  Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán 
gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
DÉCIMO: En los términos y para los efectos del poder conferido en el expediente, 
se reconoce personería adjetiva a la abogada SAMARA ALEJANDRA 
ZAMBRANO VILLADA, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1020757608, 
acreditada con T.P.  No. 289.231 del C. S. de J, de conformidad con el artículo 75 
del C.G.P., para actuar en las presentes diligencias como apoderada judicial de la  
demandante. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 
DCRE 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO 

7 

ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ 

POR ANOTACIÓN EN ESTADO ELECTRÓNICO NO. 106 

DE FECHA: 25 DE NOVIEMBRE DE 2022 

SE NOTIFICA A LAS PARTES, LA PROVIDENCIA ANTERIOR 

LA SECRETARIA   

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65mQFZizpiMOujM-xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65mQFZizpiMOujM-xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65mQFZizpiMOujM-xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u


Firmado Por:

Guerti  Martinez Olaya

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 007 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: d7479d0ba6a7266599ef40a00fffc1e4e75c26ba45ccd27fcbaae145a65a5c5f

Documento generado en 24/11/2022 07:46:39 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 
AUTO INTERLOCUTORIO CONSTITUCIONAL No. 467 

 
 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

   REFERENCIA:  Exp. A. T. 11001-3335-007-2022-00356-00 

ACCIONANTE: JOSE CAMARGO 

ACCIONADO:  MINISTERIO DE TRABAJO 

VINCULADOS: DISTRIBUIDORA CHAPINERO INSTITUCIONAL LTDA, AFP 

PORVENIR S.A., PROSERVIS EMPRESA DE SERVICIOS 

GENERALES S. A. S y /o PROSERVIS GENERALES S.A. y 

COCACOLA – FEMSA 

 

Obedézcase y Cúmplase, lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca – Sección Primera – Subsección “A”, que mediante sentencia 

calendada 08 de noviembre de 2022, M.P. Felipe Alirio Solarte Maya, confirmó la 

sentencia del 30 de septiembre de 2022, proferida por este Despacho, mediante la 

cual se declaró la carencia actual de objeto por hecho superado.   

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

 
MLPG 
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 REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 
AUTO INTERLOCUTORIO CONSTITUCIONAL No. 466 

 

Noviembre veinticuatro  (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

    

REFERENCIA:  Exp. A. T. 11001-3335-007-2022-00360-00 

ACCIONANTE: JOSE FELIPE MORENO ROMERO 

ACCIONADO:  

 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES. 

VINCULADOS: FAMISANAR EPS  

  

 

Obedézcase y Cúmplase, lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección “B”, que mediante sentencia 

calendada 17 de noviembre de 2022, M.P. Clara Cecilia Suárez Vargas, confirmó la 

sentencia del 03 de octubre de 2022, proferida por este Despacho, mediante la cual 

se concedió el amparo deprecado.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

 
MLPG 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 
 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 1150 
 
Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 
REFERENCIA:  Exp. NyR No. 1100133350072022-00361-00 

DEMANDANTE: JUAN  LEONARDO  RODRIGUEZ  VELANDIA 

DEMANDADO:  DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DE HACIENDA 

 
Examinada la demanda de la referencia, el Despacho observa que correspondió 
inicialmente por reparto de 22 de julio de 2022, al Juzgado 41 Administrativo de Bogotá, 
Despacho que mediante auto de 9 de septiembre de 2022, dispuso: 

“Primero: Remitir por competencia el presente proceso, para que sea  
repartido  entre  los Juzgados  de  la  Sección  Segunda  de  este Distrito 
Judicial. Por Secretaría, oficiar de inmediato a la oficina de apoyo judicial –
reparto, para lo de su cargo. 

Segundo: Tener en cuenta para todos los efectos, que la demanda fue 
radicada el21de junio de 2022. 

Tercero: Notificarla  presente  providencia  con  el  uso  de  las tecnologías: 
(…)” 

Advirtió el mencionado Despacho en la parte motiva del auto que: 

“(…) Dicho lo anterior, resulta palmario que la controversia suscitada por Juan  
Leonardo  Rodríguez  Velandia,  a través  de  apoderado judicial, en contra 
de la Secretaria Distrital de Hacienda, en torno de  los  actos  administrativos  
demandados,  no  es  de  naturaleza parafiscal o tributaria, sino más bien 
laboral, en tanto que se discute la  legalidad  de  la  sanción  disciplinaria  
impuesta  por “Posibles irregularidades  en  la  gestión  del  Jefe  de  la  Oficina  
de  Gestión  de Pagos –DDT”2 (…).” 

Así las cosas, la demanda correspondió a este Juzgado, por reparto de 22 de 
septiembre de 2022, y una vez revisada, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 170 del C.P.A.C.A., se observa que debe ser INADMITIDA, dado que se 
encontró la siguiente falencia, para que en el término legal de diez (10) días sea 
corregida y aclarada: 
 
Debe acreditarse la constancia de envío por medio electrónico de la demanda y sus 
anexos a la entidad demandada, lo anterior, de conformidad con el artículo 35 
numeral 8 de la Ley 2080 de 2021: 

“Artículo 35. Modifíquese el numeral 7 y adiciónese un numeral al artículo 
162 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: (…) 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá 



enviar por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los 
demandados, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se 
desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado. Del mismo 
modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda 
presente el escrito de subsanación. El secretario velará por el cumplimiento 
de este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda. De no 
conocerse el canal digital de la parte demandada, se acreditará con la 
demanda el envío físico de la misma con sus anexos. (…)”1 (Negrillas fuera 
de texto). 

Lo anterior, dado que si bien se allega constancia de envío de la demanda, no se 
observa que esta hubiese sido remitido al correo de notificaciones de la entidad, 
señalado para tal efecto en la página web de la demandada2. 

 
Al inadmitirse la demanda, el demandante deberá presentar el escrito de 
subsanación, teniendo en cuenta el requisito antes reseñado: “Del mismo 
modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda 
presente el escrito de subsanación”. 
 

En el caso del Despacho, deberá ser remitida únicamente, al correo 
electrónico, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el asunto 
el número del proceso y el tipo de memorial. 
 

En consecuencia, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO. – INADMITIR la demanda presentada por el señor JUAN  LEONARDO  
RODRIGUEZ  VELANDIA, en contra del DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DE 
HACIENDA, por lo expuesto en la parte motiva de este. 
 
SEGUNDO. - En consecuencia, de acuerdo con el artículo 170 del C.P.A.C.A., se 
concede un término de diez (10) días para efectos de subsanar lo aquí anotado, 
so pena de rechazo. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La Juez, 
 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

 
DCRE 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

                                                
1 “Por Medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo -Ley 1437 De 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en 
los procesos que se tramitan ante la Jurisdicción .” 
2 https://www.haciendabogota.gov.co 
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 REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 
AUTO INTERLOCUTORIO CONSTITUCIONAL No. 465 

 

Noviembre veinticuatro  (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

    

REFERENCIA:  Exp. A. T. 11001-3335-007-2022-00384-00 

ACCIONANTE: ALEIDA PARRA RINCÓN 

ACCIONADO:  UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL 

A LA VÍCTIMAS-UARIV 

 

Obedézcase y Cúmplase, lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “C”, que mediante sentencia 

calendada 16 de noviembre de 2022, M.P. Samuel José Ramírez Poveda, confirmó 

y adicionó la sentencia del 24 de octubre de 2022, proferida por este Despacho, 

mediante la cual se declaró la ocurrencia de hecho superado.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

 
MLPG 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

  
AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO No. 664 

 
Noviembre veinticuatro (24) dos mil veintidós (2022) 

 
REFERENCIA:  Exp.  N. R. 11001-3335-007-2022-00385-00 

DEMANDANTE: YERLY HUMBERTO GUZMÁN DÍAZ 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO  

 
Por reunir los requisitos legales, ADMÍTASE la anterior demanda, instaurada en 
ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, por el 
señor YERLY HUMBERTO GUZMÁN DÍAZ, a través de apoderado judicial. En 
consecuencia, se 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor MINISTRO DE 
EDUCACIÓN, o su delegado, conforme a lo establecido en el artículo 199 del 
C.P.A.C.A., modificado  por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 
198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 
25 de enero de 2021. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021.  
 
CUARTO:  Surtidas las notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme a lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, CORRERÁ EL TÉRMINO DE TRASLADO DE 30 DÍAS, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
QUINTO: La entidad demandada,  deberá allegar junto con la contestación de la 
demanda y dentro del término de traslado de la misma, conforme a lo establecido 
en el numeral 4º y el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,   todas las pruebas que tenga 
en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la 
actuación que se demanda, los cuales deberán ser enviados al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte 
demandante, atendiendo lo ordenado en el artículo  186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones . 
 
SEXTO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones -, las partes deberán 
suministrar a la autoridad judicial y a todos los sujetos procesales, los canales 
digitales elegidos para los fines del proceso. Además, deberán remitir los 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y demás 
requerimientos con destino al expediente, al siguiente correo electrónico, 
dispuesto para tal fin, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual 
forma al correo electrónico aportado por la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quien sea 
designado como apoderado de la entidad demandada, para que de manera 
inmediata proceda con el diligenciamiento del formulario de actualización de 
datos forms, publicado en la página web de la rama judicial, micrositio de este 
Juzgado, y en el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65
mQFZizpiMOujM-
xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u 
 
OCTAVO: Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán 
gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
NOVENO:  En los términos y para los efectos del poder conferido en el expediente, 
se reconoce personería adjetiva al abogado SERGIO MANZANO MACÍAS 
identificado con C.C. No. 79.980.855 y portador de la T . P. No. 141.305 del C.S.J., 
de conformidad con el artículo 75 del C.G.P., para actuar en las presentes 
diligencias como apoderado judicial del demandante. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

DCRE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

 
AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO No. 667 

 
Noviembre veinticuatro (24) dos mil veintidós (2022) 

 
REFERENCIA:  Exp.  N. R. 11001-3335-007-2022-00387-00 

DEMANDANTE: MARTHA CECILIA VIZCAINO CASTAÑEDA 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN 

 
Por reunir los requisitos legales, se dispone ADMITIR la anterior demanda, 
instaurada en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho, por la señora MARTHA CECILIA VIZCAINO CASTAÑEDA, a través de 
apoderada judicial. En consecuencia, se 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor MINISTRO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL, o su delegado, conforme a lo establecido en el artículo 
199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 
2021.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la ALCALDESA MAYOR DE 
BOGOTÁ – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, o su delegado, conforme a lo 
establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 del 25 de enero de 2021. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 
198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 
25 de enero de 2021. 
 
CUARTO:  NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
QUINTO: Surtidas las notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme a lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, CORRERÁ EL TÉRMINO DE TRASLADO DE 30 DÍAS, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
SEXTO: La entidad demandada,  deberá allegar junto con la contestación de la 
demanda y dentro del término de traslado de la misma, conforme a lo establecido 
en el numeral 4º y el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,   todas las pruebas que tenga 
en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la 
actuación que se demanda, los cuales deberán ser enviados al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte 
demandante, atendiendo lo ordenado en el artículo  186 de la Ley 1437 de 2011, 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones . 
 
SÉPTIMO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones -, las partes deberán 
suministrar a la autoridad judicial y a todos los sujetos procesales, los canales 
digitales elegidos para los fines del proceso. Además, deberán remitir los 
memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y demás 
requerimientos con destino al expediente, al siguiente correo electrónico, 
dispuesto para tal fin, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual 
forma al correo electrónico aportado por la parte demandante. 
 
OCTAVO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quiénes sean 
designados como apoderados de las entidades demandadas, para que de 
manera inmediata procedan con el diligenciamiento del formulario de 
actualización de datos forms, en el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65
mQFZizpiMOujM-
xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u 
 
NOVENO: Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán 
gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
DÉCIMO: En los términos y para los efectos del poder conferido en el expediente, 
se reconoce personería adjetiva, de conformidad con el artículo 75 del C.G.P., a la 
abogada SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 1020757608, portadora de la T.P.  No. 289.231 del C.S.J., 
para actuar en las presentes diligencias como apoderada judicial del demandante. 
  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 
DCRE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

 
AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO No. 668 

 
Noviembre veinticuatro (24) dos mil veintidós (2022) 

 
REFERENCIA:  Exp.  N. R. 11001-3335-007-2022-00396-00 

DEMANDANTE: CLARA REBECA CASTRO DE CORREA 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN 

 
Por reunir los requisitos legales, se dispone ADMITIR la anterior demanda, 
instaurada en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho, por la señora CLARA REBECA CASTRO DE CORREA, a través de 
apoderada judicial. En consecuencia, se 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor MINISTRO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL, o su delegado, conforme a lo establecido en el artículo 
199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 
2021.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la ALCALDESA MAYOR DE 
BOGOTÁ – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, o su delegado, conforme a lo 
establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 del 25 de enero de 2021. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 
198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 
25 de enero de 2021. 
 
CUARTO:  NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
QUINTO: Surtidas las notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme a lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, CORRERÁ EL TÉRMINO DE TRASLADO DE 30 DÍAS, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
SEXTO: La entidad demandada,  deberá allegar junto con la contestación de la 
demanda y dentro del término de traslado de la misma, conforme a lo establecido 
en el numeral 4º y el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,   todas las pruebas que tenga 
en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la 
actuación que se demanda, los cuales deberán ser enviados al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte 
demandante, atendiendo lo ordenado en el artículo  186 de la Ley 1437 de 2011, 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones . 
 
SÉPTIMO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones -, las partes deberán 
suministrar a la autoridad judicial y a todos los sujetos procesales, los canales 
digitales elegidos para los fines del proceso. Además, deberán remitir los 
memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y demás 
requerimientos con destino al expediente, al siguiente correo electrónico, 
dispuesto para tal fin, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual 
forma al correo electrónico aportado por la parte demandante. 
 
OCTAVO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quiénes sean 
designados como apoderados de las entidades demandadas, para que de 
manera inmediata procedan con el diligenciamiento del formulario de 
actualización de datos forms, en el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65
mQFZizpiMOujM-
xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u 
 
NOVENO: Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán 
gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
DÉCIMO: En los términos y para los efectos del poder conferido en el expediente, 
se reconoce personería adjetiva, de conformidad con el artículo 75 del C.G.P., a la 
abogada SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 1020757608, portadora de la T.P.  No. 289.231 del C.S.J., 
para actuar en las presentes diligencias como apoderada judicial del demandante. 
  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 
DCRE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

 
AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO No. 659 

 
Noviembre veinticuatro (24) dos mil veintidós (2022) 

 
REFERENCIA:  Exp.  N. R. 11001-3335-007-2022-00410-00 

DEMANDANTE: SONIA LUFID CAMACHO GONZÁLEZ 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DISTRITO CAPITAL – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN 

 
Por reunir los requisitos legales, se dispone ADMITIR la anterior demanda, 
instaurada en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho, por la señora SONIA LUFID CAMACHO GONZÁLEZ, a través de 
apoderada judicial. En consecuencia, se 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor MINISTRO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL, o su delegado, conforme a lo establecido en el artículo 
199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 
2021.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la ALCALDESA MAYOR DE 
BOGOTÁ – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, o su delegado, conforme a lo 
establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 del 25 de enero de 2021. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 
198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 
25 de enero de 2021. 
 
CUARTO:  NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
QUINTO: Surtidas las notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme a lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, CORRERÁ EL TÉRMINO DE TRASLADO DE 30 DÍAS, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
SEXTO: La entidad demandada,  deberá allegar junto con la contestación de la 
demanda y dentro del término de traslado de la misma, conforme a lo establecido 
en el numeral 4º y el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,   todas las pruebas que tenga 
en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la 
actuación que se demanda, los cuales deberán ser enviados al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte 
demandante, atendiendo lo ordenado en el artículo  186 de la Ley 1437 de 2011, 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones . 
 
SÉPTIMO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones -, las partes deberán 
suministrar a la autoridad judicial y a todos los sujetos procesales, los canales 
digitales elegidos para los fines del proceso. Además, deberán remitir los 
memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y demás 
requerimientos con destino al expediente, al siguiente correo electrónico, 
dispuesto para tal fin, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual 
forma al correo electrónico aportado por la parte demandante. 
 
OCTAVO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quiénes sean 
designados como apoderados de las entidades demandadas, para que de 
manera inmediata procedan con el diligenciamiento del formulario de 
actualización de datos forms, en el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65
mQFZizpiMOujM-
xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u 
 
NOVENO: Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán 
gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
DÉCIMO: En los términos y para los efectos del poder conferido en el expediente, 
se reconoce personería adjetiva, de conformidad con el artículo 75 del C.G.P., a la 
abogada SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 1020757608, portadora de la T.P.  No. 289.231 del C.S.J., 
para actuar en las presentes diligencias como apoderada judicial del demandante. 
  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 
DCRE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

 
AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO No. 671 

 
Noviembre veinticuatro (24) dos mil veintidós (2022) 

 
REFERENCIA:  Exp.  N. R. 11001-3335-007-2022-00428-00 

DEMANDANTE: LUZ ALBA REYES TRUJILLO 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – MUNICIPIO DE SOACHA – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN 

 
Por reunir los requisitos legales, se dispone ADMITIR la anterior demanda, 
instaurada en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho, por la señora LUZ ALBA REYES TRUJILLO, a través de apoderada 
judicial. En consecuencia, se 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor MINISTRO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL, o su delegado, conforme a lo establecido en el artículo 
199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 
2021.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al ALCALDE DE SOACHA – 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, o su delegado, conforme a lo establecido en el 
artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de 
enero de 2021. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 
198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 
25 de enero de 2021. 
 
CUARTO:  NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
QUINTO: Surtidas las notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme a lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, CORRERÁ EL TÉRMINO DE TRASLADO DE 30 DÍAS, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
SEXTO: La entidad demandada,  deberá allegar junto con la contestación de la 
demanda y dentro del término de traslado de la misma, conforme a lo establecido 
en el numeral 4º y el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,   todas las pruebas que tenga 
en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la 
actuación que se demanda, los cuales deberán ser enviados al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte 
demandante, atendiendo lo ordenado en el artículo  186 de la Ley 1437 de 2011, 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones . 
 
SÉPTIMO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones -, las partes deberán 
suministrar a la autoridad judicial y a todos los sujetos procesales, los canales 
digitales elegidos para los fines del proceso. Además, deberán remitir los 
memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y demás 
requerimientos con destino al expediente, al siguiente correo electrónico, 
dispuesto para tal fin, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual 
forma al correo electrónico aportado por la parte demandante. 
 
OCTAVO: Se ordena al apoderado de la parte demandante y a quiénes sean 
designados como apoderados de las entidades demandadas, para que de 
manera inmediata procedan con el diligenciamiento del formulario de 
actualización de datos forms, en el siguiente hipervínculo: 
https://forms.office.com/Pages/ResponsePage.aspx?id=mLosYviA80GN9Y65
mQFZizpiMOujM-
xEswMoiteTlE9UM0VDUjVERFk2QlpGMEpQNVRIRFE5MlZMNS4u 
 
NOVENO: Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán 
gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
DÉCIMO: En los términos y para los efectos del poder conferido en el expediente, 
se reconoce personería adjetiva, de conformidad con el artículo 75 del C.G.P., a la 
abogada SAMARA ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 1020757608, portadora de la T.P.  No. 289.231 del C.S.J., 
para actuar en las presentes diligencias como apoderada judicial de la demandante. 
  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 
DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 658 
 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 
 

REFERENCIA:  Exp. NyR No. 11001-3335-007-2022-00429-00 

DEMANDANTE: NELSON ENRIQUE FIGUEROA CABALLERO 

DEMANDADA:  NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN  

ASUNTO: DECLARACIÓN DE IMPEDIMENTO 

 

El señor NELSON  ENRIQUE  FIGUEROA  CABALLERO, identificado con la C.C. 

79.702.847, en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho, impetró demanda en contra de la NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN, pretendiendo la nulidad de los actos administrativos mediante los cuales 

la demandada, negó el derecho al demandante que tiene de percibir la Bonificación 

Judicial  Mensual concedida mediante el  Decreto 0382  de  2013, como 

remuneración mensual con carácter salarial con  las  consecuencias  prestacionales 

pertinentes. 

A título de restablecimiento del derecho, solicita, ordenar a la Nación –Fiscalía 

General de la Nación a reliquidar las prestaciones sociales del demandante, tales 

como primas de servicio, prima de navidad, prima de vacaciones, cesantías e 

intereses a las  cesantías, prima  de  productividad,  bonificación  por servicios,  y  

demás  derechos  laborales  o  Constitucionales, desde el 01 de enero del año 2013, 

hasta cuando se haga efectivo el pago, con la inclusión de la BONIFICACION 

JUDICIAL en la prestaciones sociales. 

Teniendo en cuenta las pretensiones de la demanda, debo advertir, que me 

encuentro incursa en una inhabilidad que me impide conocer del asunto de la 

referencia, en los términos de la causal prevista en el numeral 1o del artículo 141 

del Código General del Proceso, por cuanto, me encuentro adelantando demanda 

en contra de la Fiscalía General de la Nación, con el fin de obtener el reconocimiento 

de la Bonificación Judicial del Decreto 382 de 2013, como factor salarial, dado que 

antes de ocupar el cargo de Juez Administrativo, laboré en esa entidad, razón por 

la que me asiste un interés directo en las resultas del proceso. 

Además, resulta preciso señalar que la mencionada bonificación judicial, prevista 

tanto en el Decreto 382 de 2013, como en los Decretos 383 y 384 del mismo año, 

tiene como fundamento jurídico el artículo 14 de la Ley 4a de 1992 y constituye 

factor salarial únicamente para la base de cotización al Sistema General de 

Pensiones y Salud, conllevando a que me asista interés directo en que a dicha 



 

prestación se le asigne naturaleza salarial, lo cual compromete la imparcialidad en 

el manejo de los casos relacionados con este asunto.  

El artículo  130  del  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo Contencioso 

Administrativo, dispone: 

 

“Artículo  130. Causales. Los  magistrados  y  jueces  deberán  declararse  

impedidos,  o  serán recusables,  en  los  casos  señalados  en  el  artículo  

141  del  Código  General  del  Proceso y, además, en los siguientes eventos:(...)” 

(Negrilla fuera de texto) 

 

A su turno, el artículo 141 del Código General del Proceso, señala: 
 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las 

siguientes: 

 

1. Tener  el  juez,  su  cónyuge  o  alguno  de  sus  parientes  dentro  del  

cuarto  grado  de consanguinidad,  segundo  de  afinidad  o  primero  civil,  

interés  directo  o  indirecto  en  el proceso (…) ” (Negrilla fuera de texto) 

 

Por su parte, el Código Único Disciplinario, consagrado en la Ley 734 de 2002, al 

regular el régimen aplicable a los funcionarios de la Rama Judicial, establece en el 

artículo 196 qué constituye falta disciplinaria, así:  
 

“Artículo 196. Falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e 

imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y 

prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, 

incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en 

la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes. 

Constituyen faltas gravísimas las contempladas en este código.”  (Negrilla 

fuera de texto). 

Bajo el anterior marco normativo, la suscrita considera que se encuentra incursa en 

la causal de impedimento establecida en el numeral 1° del artículo 141 del C. G. P., 

toda vez que el asunto a dilucidar, versa sobre el pago de la bonificación judicial, 

establecida en el Decreto 382 de 2013, cuyo fundamento jurídico, como se anotó, 

también lo constituye la Ley 4a de 1992, y su alcance es el mismo, esto es, que 

actualmente solo constituye factor salarial para la base de cotización al Sistema 

General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud, por lo 

que me asiste un interés en que a dicha bonificación se le asigne el carácter de 

factor salarial para efectos de liquidar salarios y prestaciones sociales.  

Ahora bien, a través del CPACA, se estableció un trámite especial para los 

impedimentos de los Jueces Administrativos, de la siguiente forma:  

 

“Artículo 131. Trámite de los impedimentos. Para el trámite de los impedimentos 

se observarán las siguientes reglas: 

 

1.  El  juez  administrativo  en  quien  concurra  alguna  de  las  causales  de  que  

trata  el  artículo  anterior  deberá  declararse  impedido cuando advierta su 

existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito dirigido al 

juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no fundado y, de 

aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo devolverá para que aquel 



 

continúe  con  el trámite.  Si se  trata  de juez  único,  ordenará  remitir el  expediente  

al  correspondiente tribunal  para  que  decida si  el impedimento  es fundado, caso  

en  el cual  designará  el  juez  ad  hoc  que  lo  reemplace. En caso contrario,  

devolverá  el  expediente para que el mismo juez continúe con el asunto. 

 

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a 

todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los 

hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento el tribunal designará 

conjuez para el conocimiento del asunto. (…)”. 

Conforme las normas antes señaladas, el proceso debe ser enviado al que sigue en 

turno, con el fin de que este decida si asume el conocimiento o lo devuelve, sin 

embargo, atendiendo las disposiciones del Acuerdo PCSJA22-11918 de 2 de 

febrero de 20221, el Consejo Superior de la Judicatura, creó tres juzgados de 

carácter transitorio2 para la sección segunda de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá que conocen este tipo de controversias, acuerdo que fue prorrogado por el 

Acuerdo PCSJA22-12001 de 3 de octubre de 20223, por lo que el expediente se 

enviará al Juzgado Primero Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá 

D.C.4, para que se sirva decidir lo pertinente frente al impedimento manifestado y lo 

de su competencia. 

Así las cosas, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁD.C., SECCIÓN SEGUNDA, 

RESUELVE 

PRIMERO: Declarar el impedimento individual del Juzgado 7 Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá, para conocer y tramitar el presente asunto, por las 

razones expuestas. 

SEGUNDO: Por Secretaría, remítanse las presentes diligencias al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá D.C., para que decida 

sobre el impedimento manifestado en esta providencia. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

                                                           
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional”. 
2 Artículo 3. Creación de juzgados transitorios en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Crear con 

carácter transitorio, a partir del 7 de febrero y hasta el 6 de octubre de 2022, los siguientes juzgados: 1. Tres 

(3) juzgados administrativos transitorios en Bogotá. 

· Dos (2) juzgados administrativos tendrán la competencia para conocer de los procesos que se encuentran en 

el circuito de Bogotá. 

· Un Juzgado administrativo tendrá la competencia para conocer de los procesos que se encuentran en los 

circuitos de Bogotá, Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá (…) PARÁGRAFO 1. Los juzgados 

administrativos transitorios creados en este artículo conocerán de los procesos en trámite generados en las 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen similar que se 

encontraban a cargo de los despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto (…)” 
3 Artículo 3. Prórroga de Juzgados Transitorios. Prorrogar hasta el 30 de noviembre de 2022 los siguientes 

juzgados administrativos transitorios, creados mediante el artículo 3 del acuerdo PCSJA22-11918 de 2022: 

a). Tres (3) juzgados administrativos transitorios en Bogotá (…)” 
4 Conforme lo dispuesto en el Oficio CSJBTO22-817 de 24 de febrero de 2022, proferido por el Consejo 

Superior de la Judicatura – Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá. 



 

DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 657 
 

Noviembre veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 
 

REFERENCIA:  Exp. NyR No. 11001-3335-007-2022-00436-00 

DEMANDANTE: SONIA CRISTINA BECERRA RODRÍGUEZ 

DEMANDADA:  NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN  

ASUNTO: DECLARACIÓN DE IMPEDIMENTO 

 

La señora SONIA CRISTINA BECERRA RODRÍGUEZ, identificada con la C.C. 

35.502.780, en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho, impetró demanda en contra de la NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN, pretendiendo la nulidad del acto administrativo mediante los cuales la 

demandada, negó el derecho a la demandante que tiene de percibir la Bonificación 

Judicial  Mensual concedida mediante el  Decreto 0382  de  2013, como 

remuneración mensual con carácter salarial con  las  consecuencias  prestacionales 

pertinentes. 

A título de restablecimiento del derecho, solicita, entre otras, reconocer y pagar al 

demandante la Bonificación Judicial Mensual concedida mediante el Decreto 0382   

de 2013 y reglamentada por la Fiscalía General de la Nación, cómo remuneración 

mensual con carácter salarial. 

Teniendo en cuenta las pretensiones de la demanda, debo advertir, que me 

encuentro incursa en una inhabilidad que me impide conocer del asunto de la 

referencia, en los términos de la causal prevista en el numeral 1o del artículo 141 

del Código General del Proceso, por cuanto, me encuentro adelantando demanda 

en contra de la Fiscalía General de la Nación, con el fin de obtener el reconocimiento 

de la Bonificación Judicial del Decreto 382 de 2013, como factor salarial, dado que 

antes de ocupar el cargo de Juez Administrativo, laboré en esa entidad, razón por 

la que me asiste un interés directo en las resultas del proceso. 

Además, resulta preciso señalar que la mencionada bonificación judicial, prevista 

tanto en el Decreto 382 de 2013, como en los Decretos 383 y 384 del mismo año, 

tiene como fundamento jurídico el artículo 14 de la Ley 4a de 1992 y constituye 

factor salarial únicamente para la base de cotización al Sistema General de 

Pensiones y Salud, conllevando a que me asista interés directo en que a dicha 

prestación se le asigne naturaleza salarial, lo cual compromete la imparcialidad en 

el manejo de los casos relacionados con este asunto.  

El artículo  130  del  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo Contencioso 



 

Administrativo, dispone: 
 

“Artículo  130. Causales. Los  magistrados  y  jueces  deberán  declararse  

impedidos,  o  serán recusables,  en  los  casos  señalados  en  el  artículo  

141  del  Código  General  del  Proceso y, además, en los siguientes eventos:(...)” 

(Negrilla fuera de texto) 

 

A su turno, el artículo 141 del Código General del Proceso, señala: 

 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las 

siguientes: 

 

1. Tener  el  juez,  su  cónyuge  o  alguno  de  sus  parientes  dentro  del  

cuarto  grado  de consanguinidad,  segundo  de  afinidad  o  primero  civil,  

interés  directo  o  indirecto  en  el proceso (…) ” (Negrilla fuera de texto) 

 

Por su parte, el Código Único Disciplinario, consagrado en la Ley 734 de 2002, al 

regular el régimen aplicable a los funcionarios de la Rama Judicial, establece en el 

artículo 196 qué constituye falta disciplinaria, así:  
 

“Artículo 196. Falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e 

imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y 

prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, 

incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en 

la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes. 

Constituyen faltas gravísimas las contempladas en este código.”  (Negrilla 

fuera de texto). 

Bajo el anterior marco normativo, la suscrita considera que se encuentra incursa en 

la causal de impedimento establecida en el numeral 1° del artículo 141 del C. G. P., 

toda vez que el asunto a dilucidar, versa sobre el pago de la bonificación judicial, 

establecida en el Decreto 382 de 2013, cuyo fundamento jurídico, como se anotó, 

también lo constituye la Ley 4a de 1992, y su alcance es el mismo, esto es, que 

actualmente solo constituye factor salarial para la base de cotización al Sistema 

General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud, por lo 

que me asiste un interés en que a dicha bonificación se le asigne el carácter de 

factor salarial para efectos de liquidar salarios y prestaciones sociales.  

Ahora bien, a través del CPACA, se estableció un trámite especial para los 

impedimentos de los Jueces Administrativos, de la siguiente forma:  

 

“Artículo 131. Trámite de los impedimentos. Para el trámite de los impedimentos 
se observarán las siguientes reglas: 
 
1.  El  juez  administrativo  en  quien  concurra  alguna  de  las  causales  de  que  
trata  el  artículo  anterior  deberá  declararse  impedido cuando advierta su 
existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito dirigido al 
juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no fundado y, de 
aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo devolverá para que aquel 
continúe  con  el trámite.  Si se  trata  de juez  único,  ordenará  remitir el  expediente  
al  correspondiente tribunal  para  que  decida si  el impedimento  es fundado, caso  
en  el cual  designará  el  juez  ad  hoc  que  lo  reemplace. En caso contrario,  
devolverá  el  expediente para que el mismo juez continúe con el asunto. 
 
2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a 



 

todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los 
hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto. (…)”. 

Conforme las normas antes señaladas, el proceso debe ser enviado al que sigue en 

turno, con el fin de que este decida si asume el conocimiento o lo devuelve, sin 

embargo, atendiendo las disposiciones del Acuerdo PCSJA22-11918 de 2 de 

febrero de 20221, el Consejo Superior de la Judicatura, creó tres juzgados de 

carácter transitorio2 para la sección segunda de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá que conocen este tipo de controversias, acuerdo que fue prorrogado por el 

Acuerdo PCSJA22-12001 de 3 de octubre de 20223, por lo que el expediente se 

enviará al Juzgado Primero Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá 

D.C.4, para que se sirva decidir lo pertinente frente al impedimento manifestado y lo 

de su competencia. 

Así las cosas, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁD.C., SECCIÓN SEGUNDA, 

RESUELVE 

PRIMERO: Declarar el impedimento individual del Juzgado 7 Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá, para conocer y tramitar el presente asunto, por las 

razones expuestas. 

SEGUNDO: Por Secretaría, remítanse las presentes diligencias al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá D.C., para que decida 

sobre el impedimento manifestado en esta providencia. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

DCRE 

 

 

                                                           
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional”. 
2 Artículo 3. Creación de juzgados transitorios en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Crear con 

carácter transitorio, a partir del 7 de febrero y hasta el 6 de octubre de 2022, los siguientes juzgados: 1. Tres 

(3) juzgados administrativos transitorios en Bogotá. 

· Dos (2) juzgados administrativos tendrán la competencia para conocer de los procesos que se encuentran en 

el circuito de Bogotá. 

· Un Juzgado administrativo tendrá la competencia para conocer de los procesos que se encuentran en los 

circuitos de Bogotá, Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá (…) PARÁGRAFO 1. Los juzgados 

administrativos transitorios creados en este artículo conocerán de los procesos en trámite generados en las 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen similar que se 

encontraban a cargo de los despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 

que reciban por reparto (…)” 
3 Artículo 3. Prórroga de Juzgados Transitorios. Prorrogar hasta el 30 de noviembre de 2022 los siguientes 

juzgados administrativos transitorios, creados mediante el artículo 3 del acuerdo PCSJA22-11918 de 2022: 

a). Tres (3) juzgados administrativos transitorios en Bogotá (…)” 
4 Conforme lo dispuesto en el Oficio CSJBTO22-817 de 24 de febrero de 2022, proferido por el Consejo 

Superior de la Judicatura – Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá. 



 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO 
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ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ 

POR ANOTACIÓN EN ESTADO ELECTRÓNICO NO. 106 

DE FECHA: 25 DE NOVIEMBRE DE 2022 

SE NOTIFICA A LAS PARTES, LA PROVIDENCIA ANTERIOR 

LA SECRETARIA   

Firmado Por:

Guerti  Martinez Olaya

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 007 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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